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INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO NÚMERO 
032 DE 2020 CÁMARA

Por medio del cual se establece el acceso a internet como derecho fundamental.

ACUMULADO CON EL PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO NÚMERO 201 DE 2020 CÁMARA
por el cual se constituye el acceso a internet como derecho fundamental, se modifica el artículo 20  

de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones.
INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE ACTO 

LEGISLATIVO 032 DE 2020 CÁMARA “POR MEDIO DEL CUAL SE 
ESTABLECE EL ACCESO A INTERNET COMO DERECHO FUNDAMENTAL”, 

ACUMULADO CON EL PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO 201 DE 2020 
CÁMARA “POR EL CUAL SE CONSTITUYE EL ACCESO A INTERNET 

COMO DERECHO FUNDAMENTAL, SE MODIFICA EL ARTÍCULO 20 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”. 

 

I. Trámite de la iniciativa.  
El proyecto de acto legislativo 032 de 2020C fue radicado el 20 de julio de 2020 por 
los congresistas H.S. Iván Leonidas Name Vásquez, H.S. Jorge Eduardo Londoño 
Ulloa, H.S. Antonio sanguino Páez, H.S. Sandra Liliana Ortiz Nova, H.S. Angélica 
Lisbeth lozano correa, H.S. Iván Cepeda Castro, H.S. Jesús Alberto Castilla Salazar, 
H.S. Julian Gallo Cubillo, H.S. Victoria Sandino Simanca Herrera, H.S. Pablo 
Catatumbo Torres Victoria H.R. Leon Fredy Muñoz Lopera, H.R. Maria Jose Pizarro 
Rodriguez, H.R. Cesar Augusto Ortiz Zorro, H.R. Luis Alberto Alban Urbano, H.R. 
Abel David Jaramillo Largo, H.R. Jairo Reinaldo Cala Suárez, H.R. Carlos Alberto 
Carreño Marín, H.R. Omar De Jesús Restrepo Correa y publicado en la Gaceta 642 
de 2020. 
 
Así mismo, el proyecto de Acto Legislativo 201 de 2020 Cámara fue radicado el 21 
de julio de 2020 por los congresistas H.S. Fabio Raul Amin Saleme H.R. Andres 
David Calle Aguas , H.R. Nubia Lopez Morales , H.R. Alejandro Alberto Vega Pérez, 
H.R. Kelyn Johana González Duarte , H.R. Carlos Adolfo Ardila Espinosa, H.R. Juan 
Fernando Reyes Kuri, H.R. Julian Peinado Ramírez, H.R. Nilton Córdoba Manyoma, 
H.R. Jezmi Lizeth Barraza Arraut, H.R. Harry Giovanny González García y publicado 
en la gaceta número 688 de 2020 
 
El día 7 de septiembre de 2020, de conformidad con el Acta No. 06 de la Mesa 
Directiva de la Comisión y por medio del oficio C.P.C.P. 3.1 – 0234 – 2020 fueron 
designados como coordinadores ponentes el H.R. Andres David Calle Aguas y el 
H.R. Luis Alberto Alban Urbano, así mismo como ponentes al H.R. Jorge Méndez 
Hernández, H.R. Inti Raúl Asprilla Reyes, H.R. Oscar Leonardo Villamizar Meneses, 
H.R. Jose Gustavo Padilla Orozco, H.R. Elbert Díaz Lozano, H.R. Carlos German 
Navas Talero, H.R. Ángela María Robledo Gómez. 
 
 

II. OBJETO DEL PROYECTO 
 
Los dos proyectos de acto legislativos acumulados tienen por objeto la consagración 
del acceso a internet como un derecho fundamental y con este la garantía de acceso 
por parte del Estado Colombiano.  
 
 

III. JUSTIFICACIÓN DEL PROYECTO 
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La pandemia del COVID-19 además de otra infinidad de efectos, ha evidenciado la 
altísima desigualdad en la población colombiana frente al acceso al internet y las 
herramientas que le permitieran sortear las diferentes cuarentenas desde la 
virtualidad para ejercer el derecho a la educación y las garantías laborales por medio 
del acceso al trabajo desde sus hogares. Generando con esto el aumento en la ya 
altísima brecha de desigualdad en Colombia, en cuestiones como el acceso a la 
educación de los escolares de básica, media y universitaria al poseer o no una 
conexión a internet o el poder desarrollar nuevas alternativas de negocio a las micro 
y pequeñas empresas que antes no tenían estas alternativas. 
 
Según los datos más recientes del Ministerio de las Tecnologías y la 
Telecomunicación, en el país hay cerca de 21,7 millones de personas que 
cuentan con acceso a internet, frente a 23,8 millones que están en las zonas 
más apartadas y no tienen este beneficio, esto es, mas del cincuenta por ciento 
de los colombianos y las colombianas no tienen acceso al internet y por tanto las 
garantías que esto puede conllevar.  
 
Según datos del DANE en el último censo poblacional fue del 43% de conectados 
a internet en hogares y para el Ministerio de las TIC en 2018, el 52,7% de los 
hogares poseía conexión a Internet para el total nacional; 63,1% para las cabeceras 
y 16,2% en centros poblados y rural disperso. La conexión a Internet fijo registró 
mayor proporción de hogares para el total nacional (40,5%) y cabecera (50,8%), 
respecto a la conexión a Internet móvil1. De esta población, los hogares en estrato 
uno está desconectado en un 80 %, el estrato dos el 61%, y del estrato tres el 
53%, datos que resultan ser muy desoladores si tenemos en cuenta que estos 
estratos representan el 80% de la población. Brechas que se vuelven más distante 
si tenemos en cuenta que las zonas rurales la cobertura es mucho más baja, pues 
el 77,1% de la población y los hogares colombianos se ubican en zona urbana 
con un 63, 1% de acceso a internet.  
 
Según la Resolución de la Comisión de Regulación de Comunicaciones - CRC 5050 
DE 2016, el Acceso a Internet se define como “(…) la capacidad de transmisión 
cuyo ancho de banda es suficiente para permitir, de manera combinada, la provisión 
de voz, datos y video ya sea de manera alámbrica o inalámbrica…”. La CRC define 
la banda ancha como la capacidad de transmisión cuyo ancho de banda es 
suficiente para permitir, de manera combinada, la provisión de voz, datos y video ya 
sea de manera alámbrica o inalámbrica2. 
 
Así mismo como en el caso del acceso, se evidencia la calidad de este, pues con el 
trabajo virtual y las clases de los niños, niñas y jóvenes, lo que mas se demanda en 
estas épocas, es audio y video por internet, en este sentido:  
                                                 
1 Boletín Técnico Indicadores básicos de tenencia y uso de tecnologías de la información y comunicación – 
TIC en hogares y personas de 5 y más años de edad 2018. 
2 Ver en: Boletín Servicio Acceso Fijo a Internet en Colombia. Enero de 2019. 
https://colombiatic.mintic.gov.co/679/articles-82143_archivo_pdf.pdf  

“Un reciente informe del instituto británico Cable.co.uk, ubica a Colombia en el 
puesto 131 en velocidad de internet, con un ancho de banda promedio de 3,4 megas 
reales. Mientras que la velocidad promedio real en Taiwán es de 85 megas. Datos 
que ayudan a entender por qué muchos reportan que el internet se ha vuelto más 
lento en época de cuarentena cuando la mayoría de personas se conectan de 6 
p.m. a 11 p.m3”. 
 
Son la cobertura y el acceso las dos principales problemáticas para que los 
colombianos y colombianas puedan hacer uso del internet, así mismo hay que 
sumarle las barreras en cuanto a la velocidad de descarga y subida de datos y estas 
condiciones varían dependiendo del dispositivo de uso. Según los medidores 
internacionales, la velocidad de subida y bajada de datos en el Colombia no está 
dentro de las más alentadoras, ya que los datos globales muestran que los teléfonos 
celulares tienen una velocidad de 25 Mega Bites Por Segundo (MBPS) y dispositivos 
fijos de 54 MBPS, según datos, Colombia se encuentra al lado de Venezuela con 
una velocidad de descarga de 3.48 MBPS ocupando el lugar 131 a nivel mundial4. 
 
Para poder tener el acceso a la garantía de derechos y de los servicios que se 
ofrecen en la web, se hace necesario que en primer lugar que exista la cobertura 
para que las personas se puedan conectar y luego de superar esa barrera se hace 
perentorio garantizar condiciones de accesibilidad al servicio, es decir superar las 
barreras de tipo económico, poblacional y de analfabetismo digital.  
 
Así, el costo en los servicios, la discriminación a mujeres, negritudes, indígenas y la 
tercera edad, así como la carencia en aptitudes digitales y la falta dispositivos 
electrónicos de última generación se convierten en las nuevas barreras a superar 
para lograr una conectividad para un uso eficiente y efectivo del internet que pueda 
implicar realmente un desarrollo social, un incremento en la producción nacional y 
la democratización en las telecomunicaciones. 
 
Es en este sentido que no son suficientes los programas gubernamentales ni las 
metas frente al acceso que ha permitido el aumento de cobertura en el país; es 
necesario avanzar frente a un derecho que hoy es garantía de otros derechos, como 
el derecho a la información, a la educación, al trabajo o a la libre expresión, al 
ejercicio eficiente del voto y las manifestaciones democráticas y en muchos casos, 
la posibilidad de denuncia en los casos de violaciones a los derechos humanos.  Es 
en este sentido que estos proyectos acumulados buscan lograr la comprensión en 
la garantía de derechos al internet, como derecho fundamental.  
 
Los derechos fundamentales “son todos aquellos derechos subjetivos que 
corresponden universalmente a "todos" los seres humanos en cuanto dotados del 

                                                 
3 Día internacional del internet: ¿Cómo está Colombia en conectividad?. Revista Semana, Mayo de 2020.  
https://www.semana.com/tecnologia/articulo/cuantas-personas-tienen-acceso-a-internet-en-colombia/672031/   
4 https://www.cable.co.uk/broadband/speed/worldwide-speed-league/#regions 

status de personas, de ciudadanos o personas con capacidad de obrar”5 es por esto 
que se propone con este proyecto de acto legislativo la consagración del acceso a 
internet como un derecho fundamental. 
 
Según lo presentado en el proyecto de acto legislativo 201, citando la sentencia T-
406 de 19926, los criterios esenciales para considerar fundamental un derecho 
son:  
 
a) La consagración expresa 
 
En relación con algunos derechos, el constituyente señaló en forma expresa su 
voluntad de consagrarlos como fundamentales. Es el caso de los derechos 
establecidos en el capítulo primero del título segundo de la Constitución e 
igualmente del artículo 44 sobre los derechos de los niños.   
  
b). La remisión expresa. 
En otros casos, tal como sucede con los derechos humanos y con la prohibición de 
limitarlos en los estados de excepción, el constituyente ha estimado conveniente 
remitirse a los tratados y convenios internacionales ratificados por el Congreso, para 
reconocer su prevalencia en el orden interno, no sólo en cuanto a su texto 
mismo sino como pauta concreta para la interpretación de los derechos y deberes 
consagrados en la Constitución de 1991 (art. 93). 
  
C. La conexión directa con derechos expresamente consagrados. 
 
Algunos derechos no aparecen considerados expresamente como fundamentales. 
Sin embargo, su conexión con otros derechos fundamentales es de tal naturaleza 
que, sin la debida protección de aquellos, estos prácticamente desaparecerían o 
harían imposible su eficaz protección. En ocasiones se requiere de una 
interpretación global entre principios, valores, derechos fundamentales de 
aplicación inmediata y derechos económicos sociales o culturales para poder 
apoyar razonablemente una decisión judicial. Un derecho fundamental de aplicación 
inmediata que aparece como insuficiente para respaldar una decisión puede llegar 
a ser suficiente si se combina con un principio o con un derecho de tipo social o 
cultural y viceversa. 
  
d). El carácter de derecho inherente a la persona 
En ocasiones, la existencia de un derecho fundamental no depende tanto de un 
reconocimiento expreso por parte de los creadores de la norma constitucional, como 
de una interpretación sistemática y teleológica a partir de las cuales se mire el 
ordenamiento en su conjunto, o la norma de acuerdo con su consagración implícita. 
 
                                                 
5Ferrajoli Luigi, Los fundamentos de los derechos fundamentales, Edición de Antonio de Cabo y Gerardo 
Pisarello. Publicación: Madrid : Editorial Trotta, 2001. Citado en el proyecto de ley.  
6 Sala Primera de Revisión de la Corte Constitucional, Magistrado Ponente Ciro Angarita. 
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1992/t-406-92.htm  

Es por eso que se manifiesta en este documento que: “Los criterios que determinan 
el carácter de fundamental de un derecho, sobrepasan la consagración expresa y 
dependen de la existencia de un consenso, histórico y de una voluntad colectiva en 
torno a la naturaleza específica de un derecho, con todas sus implicaciones relativas 
al contenido esencial, a la conexión con los principios y a la eficacia directa. Por eso 
el criterio de la consagración expresa es insuficiente”.  
 
El acceso a internet está inmerso en la Constitución Política en el Título II, Capítulo 
I;  este se constituye en la materialización de los artículos: 16 (libre desarrollo de la 
personalidad), 18 (libertad de conciencia), 19 (libertad de cultos), 20 (libertad de 
expresar y difundir su pensamiento y opiniones, la de informar y recibir información 
veraz e imparcial, y la de fundar medios masivos de comunicación) y 27 (libertades 
de enseñanza, aprendizaje, investigación y cátedra). 
 
El acceso a la Internet adquiere el estatus de derecho humano fundamental, al ser 
reconocido como tal en el decimoséptimo periodo de sesiones del Consejo de 
Derechos Humanos de la ONU; convirtiéndose en el medio por el cual las personas 
ejercen su derecho a la libertad de opinión y expresión, garantizado en el artículo 
19 de la Declaración de Derechos Humanos y el Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos.  
 
En este sentido el Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas afirma 
que:  “(…) los derechos de las personas también deben estar protegidos en Internet, 
en particular la libertad de expresión, que es aplicable sin consideración de fronteras 
y por cualquier procedimiento que se elija, de conformidad con el artículo 19 de la 
Declaración Universal de Derechos Humanos y del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos; 2. Reconoce la naturaleza mundial y abierta de Internet como 
fuerza impulsora de la aceleración de los progresos hacia el desarrollo en sus 
distintas formas, incluido el logro de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (…)7” 
 
Así mismo, la Organización De Los Estados Americanos (OEA) en la Declaración 
Conjunta sobre Libertad de Expresión e Internet del 1 de junio de 2011 estableció 
que los Estados “tienen la obligación de promover el acceso universal a Internet 
para garantizar el disfrute efectivo del derecho a la libertad de expresión. El acceso 
a Internet también es necesario para asegurar el respeto de otros derechos, como 
el derecho a la educación, la atención de la salud y el trabajo, el derecho de reunión 
y asociación, y el derecho a elecciones libres”.8 
 
En conclusión para la ONU y la OEA, el acceso a internet ofrece un medio esencial 
por el cual los individuos pueden obtener información, hacer valer sus derechos, y 
participar en debates públicos sobre los cambios sociales, económicos y políticos 

                                                 
7 Asamblea General de las Naciones Unidas. Consejo de Derechos Humanos. 32º. Periodo de sesiones. 
Promoción y protección de todos los derechos humanos, civiles, políticos, económicos, sociales y culturales, 
incluido el derecho al desarrollo. 27 de Junio de 2016. Ver en:  
https://ap.ohchr.org/documents/S/HRC/d_res_dec/A_HRC_32_L20.pdf  
8 http://www.oas.org/es/cidh/expresion/showarticle.asp?artID=849&lID=2 
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para mejorar su situación; además es una herramienta educativa importante, ya que 
proporciona acceso a una vasta fuente y la ampliación del conocimiento, 
suplementos que transforman las formas tradicionales de enseñanza, y hace que, 
a través de acceso abierto, se generen expresiones e iniciativas de investigación 
por fuera del alcance académico disponible en personas que viven en Estados en 
desarrollo. 
 
El acceso a internet es un derecho fundamental, porque es inherente al ser humano 
en razón a su dignidad, su libertad de expresión y el desarrollo de su personalidad. 
Además, los retos humanos actuales se basan en la búsqueda y difusión de 
información e ideas de toda índole a través de Internet; sistema, que por su 
naturaleza única permite que las personas puedan, entre otros, promover el 
progreso de la sociedad en su conjunto.  
 
La concepción del acceso a internet como derecho fundamental no es una 
consideración exclusiva de los organismos internacionales y juristas, también se 
expresa atreves de la conciencia popular y reclamo ciudadano pues así lo demostró 
la firma CoInternet y el Centro Nacional de Consultoría, sobre la 'concepción y 
percepción de Internet en Colombia' la cual reveló que el 95% de los colombianos 
creen que el acceso a Internet debería ser un derecho fundamental9. Dando 
cumplimiento con esto al último de los criterios para considerarlo un derecho 
fundamental, sobrepasando la consagración expresa y certificando la existencia de 
“un consenso histórico y de una voluntad colectiva en torno a la naturaleza 
específica de un derecho”. 
 
 
JUSTIFICACIÓN JURÍDICA 
 
Teniendo en cuenta que el acceso al internet contribuye a la capacitación, 
educación y cultura de los colombianos, es de absoluta importancia apoyar este tipo 
de proyectos para reducir las desigualdades y brechas sociales en nuestro país. La 
Constitución política de Colombia defiende el Estado Social de Derecho, se le deben 
brindar los medios a la sociedad para que no solo sobreviva, sino que avance en la 
escala social, esto disminuye la marginación y contribuye a disminuir la brecha 
social.  
 

“El Estado debe velar por el bienestar de la comunidad en orden a 
contrarrestar las desigualdades sociales y ofrecer las oportunidades 
necesarias para desarrollar sus aptitudes y superar los apremios materiales. 
La finalidad consiste en asegurar a los asociados unas condiciones 
materiales mínimas de existencia digna, por lo que ha de intervenir con 
decisión en la sociedad”. (Corte Constitucional, C-209, 2016)10 

 

                                                 
9 https://www.cointernet.com.co/noticias/encuesta-co-2017-seguridad-de-los-ninos-en-internet/ 
10 CORTE CONSTITUCIONAL (2016) C-209 de 2016. M.P. Jorge Iván Palacio. 

En concordancia, la Función Púbica debe trabajar en mejorar las garantías y 
promover la protección de los Derechos amparados en los principios y deberes 
consagrados en la Constitución. En el artículo 13 constitucional se menciona “(…) 
El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y 
adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados (…)”. En igual 
sentido el artículo 366 apunta a la focalización de los esfuerzos públicos para 
maximizar el impacto social. “hacia los sectores de la población que más lo 
necesitan con el fin de maximizar su impacto social, (…) es un medio de lucha contra 
la pobreza y la desigualdad” 
 
 
IV. COMPETENCIA DEL CONGRESO PARA REGULAR LA MATERIA. 
 
Competencia constitucional. 
 
“…ARTÍCULO 114. Corresponde al Congreso de la República reformar la 
Constitución, hacer las leyes y ejercer control político sobre el gobierno y la 
administración. 

 
El Congreso de la República, estará integrado por el Senado y la Cámara de 
Representantes…” 

 
Competencia legal 
 
LEY 3 de 1992 “Por la cual se expiden normas sobre las comisiones del Congreso 
de Colombia y se dictan otras disposiciones”. 
 

“…ARTÍCULO 2º Tanto en el Senado como en la Cámara de 
Representantes funcionarán Comisiones Constitucionales 
Permanentes, encargadas de dar primer debate a los proyectos de 
acto legislativo o de ley referente a los asuntos de su competencia. 
 
Las Comisiones Constitucionales Permanentes en cada una de las 
Cámaras serán siete (7) a saber: 
 
(…) Comisión Primera. Compuesta por diecinueve (19) miembros 
en el Senado y treinta y cinco (35) en la Cámara de 
Representantes, conocerá de: reforma constitucional; leyes 
estatutarias; organización territorial; reglamentos de los 
organismos de control; normas generales sobre contratación 
administrativa; notariado y registro; estructura y organización de la 
administración nacional central; de los derechos, las garantías y los 
deberes; rama legislativa; estrategias y políticas para la paz; 
propiedad intelectual; variación de la residencia de los altos 
poderes nacionales; asuntos étnicos (…)”. 

VI. SITUACIONES QUE PUEDEN LLEGAR A CONFIGURAR CONFLICTO 
DE INTERÉS 

 
El artículo 3 de la Ley 2003 de 2019 “Por la cual se modifica parcialmente la Ley 5 
de 1992 y se dictan otras disposiciones” estableció:  
 
“Artículo 3. El artículo 291 de la Ley 5 de 1992 quedará así: Artículo 291. 
Declaración de Impedimentos. El autor del proyecto y el ponente presentarán en 
el cuerpo de la exposición de motivos un acápite que describa las circunstancias o 
eventos que podrían generar un conflicto de interés para la discusión y votación del 
proyecto, de acuerdo al artículo 286. Estos serán criterios guías para que los otros 
congresistas tomen una decisión en torno a si se encuentran en una causal de 
impedimento, no obstante, otras causales que el Congresista pueda encontrar”. 
 
Como ponentes consideramos que el contenido y propuesta, al ser una reforma 
constitucional es de carácter general, por lo que no configuraría un conflicto de 
interés. A su vez, si, aun así, se considerara que hay interés, este no es actual, por 
lo que no se estaría incurso en un conflicto de interés de acuerdo a los criterios 
establecidos en la Ley.  
 

VII. TEXTOS PRESENTADOS INICIALMENTE.  
 

Proyecto de Acto Legislativo 201 de 
2020 

Proyecto de acto legislativo 032 de 
2020 

Artículo 1°. El artículo 20 de la 
Constitución Política quedará así: 

 
 
Artículo 20. Se garantiza a toda 
persona la libertad de expresar y 
difundir su pensamiento y opiniones, la 
de informar y recibir información veraz 
e imparcial, la de acceder 
efectivamente a Internet, y la de fundar 
medios masivos de comunicación.  

 
Estos son libres y tienen 
responsabilidad social. Se garantiza el 
derecho a la rectificación en 
condiciones de equidad. No habrá 
censura, será universal y con 
protección de la privacidad e intimidad. 
 

Artículo 1: Modifíquese el inciso 
tercero, del artículo 20 de la 
Constitución Política de Colombia, el 
cual quedará así: 
 
ARTICULO 20. Se garantiza a toda 
persona la libertad de expresar y 
difundir su pensamiento y opiniones, la 
de informar y recibir información veraz 
e imparcial, y la de fundar medios 
masivos de comunicación. 
 
Estos son libres y tienen 
responsabilidad social. Se garantiza el 
derecho a la rectificación en 
condiciones de equidad. No habrá 
censura. 
 
Se garantiza el derecho y promoción al 
acceso a internet a todos los habitantes 
del territorio nacional. El Estado 

proporcionará subsidios para satisfacer 
este derecho a las personas de 
menores ingresos. 
 

Artículo 2°. El Gobierno Nacional 
contará con un término de tres (3) 
meses contados a partir de la fecha de 
promulgación del presente acto 
legislativo, para radicar ante el 
Congreso de la República el proyecto 
de ley que regule el acceso a la Internet. 
 

 

Artículo 3º. Vigencia.  Artículo 2. Vigencia.  
 

VIII. PLIEGO DE MODIFICACIONES 
 
CONSTITUCION DEL 91 Texto propuesto 
 
 
 
ARTICULO 20. Se garantiza a toda 
persona la libertad de expresar y 
difundir su pensamiento y opiniones, la 
de informar y recibir información veraz 
e imparcial, y la de fundar medios 
masivos de comunicación. 
 
Estos son libres y tienen 
responsabilidad social. Se garantiza el 
derecho a la rectificación en 
condiciones de equidad. No habrá 
censura. 

 
 
Artículo 1°. El artículo 20 de la 
Constitución Política quedará así: 
 
Artículo 20. Se garantiza a toda 
persona la libertad de expresar y 
difundir su pensamiento y opiniones, la 
de informar y recibir información veraz 
e imparcial, la de acceder 
efectivamente a Internet, y la de 
fundar medios masivos de 
comunicación.  

 
Estos son libres y tienen 
responsabilidad social. Se garantiza el 
derecho a la rectificación en 
condiciones de equidad. No habrá 
censura. 
 

 Artículo 2°. El Gobierno Nacional 
contará con un término de tres (3) 
meses contados a partir de la fecha 
de promulgación del presente acto 
legislativo, para radicar ante el 
Congreso de la República el 
proyecto de ley que regule el acceso 
a la Internet y su garantía a todos los 
habitantes del territorio nacional.  
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 Artículo 3°. El presente Acto 

legislativo rige a partir de su 
promulgación y deroga todas las 
normas que le sean contrarias. 
 

 
 

IX. PROPOSICIÓN.  
 
Considerando los argumentos expuestos y en cumplimiento de los requisitos 
establecidos en la Ley 5 de 1992, presentamos ponencia favorable y, en 
consecuencia, solicitamos a los miembros de la Comisión Primera de la Cámara de 
Representantes dar primer debate al Proyecto de Acto Legislativo 032 de 2020 
Cámara “por medio del cual se establece el acceso a internet como derecho 
fundamental”, acumulado con el Proyecto de Acto Legislativo 201 de 2020 Cámara 
“por el cual se constituye el acceso a internet como derecho fundamental, se 
modifica el artículo 20 de la constitución política y se dictan otras disposiciones”, de 
acuerdo al texto propuesto a continuación  
 
 
 
Cordialmente,  
 
 
 
 
 
 

 
LUIS ALBERTO ALBAN URBANO 
Representante a la Cámara 

 
ANDRES DAVID CALLE AGUAS 
Representante a la Cámara 

 

 
JORGE MÉNDEZ HERNÁNDEZ 
Representante a la Cámara 

 
 
 
 
 
INTI RAÚL ASPRILLA REYES 
Representante a la Cámara 

 
 
 
 
OSCAR LEONARDO VILLAMIZAR 
Representante a la Cámara 

 
 
 
 
JOSE GUSTAVO PADILLA OROZCO 
Representante a la Cámara 

 
 
 
 
 
ELBERT DÍAZ LOZANO 
Representante a la Cámara 

 
 
 
 
 

CARLOS GERMAN NAVAS TALERO 
Representante a la Cámara 

 
ÁNGELA MARÍA ROBLEDO GÓMEZ 
Representante a la Cámara 

 

TEXTO QUE SE PROPONE PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE 
ACTO LEGISLATIVO 032 DE 2020 CÁMARA ACUMULADO CON EL 

PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO 201 DE 2020 CÁMARA “POR EL CUAL 
SE CONSTITUYE EL ACCESO A INTERNET COMO DERECHO 

FUNDAMENTAL, SE MODIFICA EL ARTÍCULO 20 DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”. 

 
EL CONGRESO DE COLOMBIA: 

 
DECRETA: 

 
Artículo 1°. El artículo 20 de la Constitución Política quedará así: 
 

Artículo 20. Se garantiza a toda persona la libertad de expresar y difundir su 
pensamiento y opiniones, la de informar y recibir información veraz e 
imparcial, la de acceder efectivamente a Internet, y la de fundar medios 
masivos de comunicación.  

 
Estos son libres y tienen responsabilidad social. Se garantiza el derecho a la 
rectificación en condiciones de equidad. No habrá censura. 

 
 
Artículo 2°. El Gobierno Nacional contará con un término de tres (3) meses 
contados a partir de la fecha de promulgación del presente acto legislativo, para 
radicar ante el Congreso de la República el proyecto de ley que regule el acceso a 
la Internet y la garantía a todos los habitantes del territorio nacional.  
 
Artículo 3°. El presente Acto legislativo rige a partir de su promulgación y deroga 
todas las normas que le sean contrarias. 
 
 
 
Cordialmente,  
 
 

 
 
LUIS ALBERTO ALBAN URBANO 
Representante a la Cámara 

 
ANDRES DAVID CALLE AGUAS 
Representante a la Cámara 

 
JORGE MÉNDEZ HERNÁNDEZ 
Representante a la Cámara 

 
 
 
 
INTI RAÚL ASPRILLA REYES 
Representante a la Cámara 

 
 
 
 
 
OSCAR LEONARDO VILLAMIZAR 
Representante a la Cámara 

 
 
 
 
 
JOSE GUSTAVO PADILLA OROZCO 
Representante a la Cámara 

 
 
 
 
 
ELBERT DÍAZ LOZANO 
Representante a la Cámara 

 
 
 
 
 

CARLOS GERMAN NAVAS TALERO 
Representante a la Cámara 

 
ÁNGELA MARÍA ROBLEDO GÓMEZ 
Representante a la Cámara 
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PONENCIA PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 044 DE 2020 
CÁMARA

por medio de la cual se otorga seguridad jurídica y financiera al seguro agropecuario y se dictan otras 
disposiciones a favor del agro.

PONENCIA PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE LEY NO. 044 DE 2020 “POR MEDIO DE LA 
CUAL SE OTORGA SEGURIDAD JURÍDICA Y FINANCIERA AL SEGURO AGROPECUARIO Y SE 

DICTAN OTRAS DISPOSICIONES A FAVOR DEL AGRO”. 

  

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 150, 153 y 156 de la Ley 5ª de 1992 y en atención 
a la designación efectuada por la Mesa Directiva de la Comisión Tercera Constitucional 
Permanente de la honorable Cámara de Representantes, nos permitimos presentar el informe de 
ponencia para primer debate al Proyecto de Ley No. 044 de 2020 Cámara “Por medio de la cual 
se otorga seguridad jurídica y financiera al seguro agropecuario y se dictan otras disposiciones a 
favor del agro”. 

 
1. TRÁMITE DE LA INICIATIVA 

 
El proyecto de ley que nos ocupa corresponde a una iniciativa de origen congresional presentada 
por los Honorables Representantes a la Cámara Felix Alejandro Chica Correa, Buenaventura León 
León, Edwin Gilberto Ballesteros Archila, Gabriel Jaime Vallejo Chujfi y el Honorable Senador de 
la República Alejandro Corrales Escobar. Dicho proyecto fue radicado en la Secretaria General de 
la Cámara de Representantes el día 20 de julio de 2020. 
 
El proyecto de ley es remitido a la Comisión Tercera de la Cámara de Representantes por tratarse 
de asuntos de su competencia y la Mesa Directiva, mediante comunicación electrónica oficial del 
19 de agosto de 2020, designa como ponentes a los Representantes a la Cámara Nubia López 
Morales (Coordinadora), Sara Elena Piedrahita Lyons, Nidia Marcela Osorio Salgado y Néstor 
Leonardo Rico Rico.El actual informe de ponencia se presenta en el plazo estipulado cumpliendo 
con los términos establecidos. 
 

2. OBJETO DEL PROYECTO 
  
El proyecto de ley pretende modificar disposiciones de la ley 69 de 1993, con referencia al Seguro 
Agropecuario en Colombia y el Fondo Nacional de Riesgos Agropecuarios, buscando incentivar y 

proteger la producción de alimentos, buscar el mejoramiento económico del sector agropecuario y/o 
rural, promover el ordenamiento económico del sector agropecuario y/o rural y como estrategia para 
coadyuvar al desarrollo global del país. 
 

3. CONTENIDO DEL PROYECTO 
 

El Proyecto de Ley No. 044 de 2020 Cámara consta de nueve (9) artículos, incluida la vigencia. 
 

ARTÍCULO 1°. Modifíquese el Artículo 1° de la Ley 69 de 1993 y adiciónese un tercer parágrafo, el cual 
quedará así: 

ARTÍCULO 1°. Del establecimiento del Seguro Agropecuario. Establézcase el Seguro Agropecuario en 
Colombia, como instrumento para incentivar y proteger la producción de alimentos, buscar el 
mejoramiento económico del sector agropecuario y/o rural, promover el ordenamiento económico del 
sector agropecuario y/o rural y como estrategia para coadyuvar al desarrollo global del país. 

El objeto del seguro es la protección de la totalidad o parte de las inversiones agropecuarias, financiadas 
con recursos de crédito provenientes del Sistema Nacional de Crédito Agropecuario o con recursos propios 
del productor, el reconocimiento del daño emergente y el lucro cesante o el ingreso esperado del productor, 
siempre y cuando este sea objeto de un acuerdo expreso dentro del respectivo contrato de seguro, 
previendo las necesidades de producción, transformación y comercialización nacional e internacional y el 
desarrollo integral del sector económico primario. 

PARÁGRAFO 1. El Seguro Agropecuario podrá ofrecerse bajo la modalidad de seguro paramétrico o por 
índice, de manera que el pago de la indemnización se hará exigible ante la realización de un índice, definido 
en el contrato de seguro, el cual deberá estar correlacionado con el daño o la pérdida, teniendo en cuenta 
para el pago, la suma fija predeterminada en la póliza. 

Esta modalidad de seguro podrá ser tomada por cualquier persona natural o jurídica de Derecho Privado o 
de Derecho Público. En este último caso, la entidad de derecho público podrá actuar como tomador, 
asegurado y/o beneficiario del Seguro Agropecuario paramétrico, asumir el pago de la prima del seguro y 
disponer de los recursos recibidos por concepto de indemnización para resarcir a las personas o 
infraestructura afectada por el riesgo amparado en el seguro, en cuyo caso tal erogación se entenderá 
como gasto público social. 

PARÁGRAFO 2. La Comisión Nacional de Crédito Agropecuario definirá las condiciones para acceder al 
Seguro Agropecuario, considerando la modalidad de seguro paramétrico o por índice, la protección de la 
infraestructura y bienes dedicados a la actividad agropecuaria y/o rural, la multiactividad, así como la 
protección del pequeño productor y su actividad en caso de accidentes en desarrollo de la misma (seguro 
inclusivos), con el fin de garantizar que el diseño del incentivo apoye la política de Gestión de Riesgo 
Agropecuario trazada por el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural. 

PARÁGRAFO 3. Para efectos de focalización del seguro agropecuario y/o subsidios de los que trata la 
presente ley, se deberá tener en cuenta la Cédula Rural establecida en el Artículo 252 de la ley 1955 del 
2019, una vez sea implementada. 

ARTÍCULO 2°. Modifíquese el Artículo 3° de la Ley 69 de 1993, modificado por el Artículo 75° de la Ley 1450 
de 2011, el cual quedará así: 

ARTÍCULO 3°. Cobertura del Seguro Agropecuario. El Seguro Agropecuario ampara los perjuicios causados 
por riesgos meteorológicos, geológicos, biológicos, antrópicos, de mercado y comercialización entre otros, 
resultantes de factores extraordinarios e incontrolables al productor, ajenos al control del tomador, de 
fuerza mayor o caso fortuito y que afecten la producción agropecuaria y la estabilidad de los ingresos de 
los productores. El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural reglamentará la aplicación de esta norma. 

ARTICULO 3°. Modifíquese el Artículo 6° de la Ley 69 de 1993, modificado por el Artículo 20° de la Ley 812 
de 2003, el cual quedará así: 

ARTÍCULO 6°. Del Fondo Nacional de Riesgos Agropecuarios FNRA. Créase El Fondo Nacional de Riesgos 
Agropecuarios, el cual tendrá el tratamiento de Fondo – Cuenta sin personería jurídica ni planta de 
personal, que será administrado por el Fondo para el Financiamiento del Sector Agropecuario – FINAGRO, 
o quien haga sus veces. El Fondo Nacional de Riesgos Agropecuarios tendrá por objeto: 

1. Subsidiar las primas de seguros que amparen a los productores, siempre y cuando la Comisión 
Nacional de Crédito Agropecuario apruebe su conveniencia, el mecanismo de otorgamiento por 
tipo de producto y previendo la sostenibilidad del esquema, según la capacidad del Fondo; 

2. Financiar los costos necesarios para el fortalecimiento técnico del Seguro Agropecuario y de 
pilotos de nuevos diseños de aseguramiento; 

3. Otorgar subsidios, apoyos o incentivos para la implementación de instrumentos de gestión de 
riesgos en el sector agropecuario, forestal, pesquero y de la acuicultura, tales como derivados 
financieros climáticos, coberturas de precios o de riesgo cambiario; y 

4. Obtener información que no sea de carácter público. Para efectos de la información que reposa 
en entidades públicas, esta no tendrá costo alguno para FINAGRO y las otras entidades que 
defina el Gobierno Nacional, el cual además definirá las condiciones de acceso a ella. 

La Comisión Nacional de Crédito Agropecuario reglamentará las financiaciones, subsidios, apoyos o 
incentivos al seguro, definirá las condiciones de asegurabilidad de los proyectos agropecuarios, forestales, 
pesqueros y de la acuicultura, objeto del Seguro Agropecuario y priorizará a los pequeños productores 
agropecuarios y/o rurales en el acceso a los subsidios. 

En todo caso, se tendrán en cuenta los recursos aprobados en el Marco de Gasto de Mediano Plazo del 
sector agropecuario. 

PARÁGRAFO. Excepcionalmente el Fondo Nacional de Riesgos Agropecuarios podrá destinar recursos 
complementarios para ofrecer la cobertura del reaseguro agropecuario cuando no exista oferta sobre el 
producto a asegurar y de ser el caso, la Comisión Nacional de Crédito Agropecuario estudiará la 
conveniencia de establecer este mecanismo, de acuerdo con la capacidad del Fondo y previendo la 
sostenibilidad del esquema. 

ARTÍCULO 4°. Modifíquese el Artículo 8° de la Ley 69 de 1993, sobre los recursos del Fondo Nacional de 
Riesgos Agropecuarios, el cual quedará así: 

ARTÍCULO 8°. Recursos del Fondo Nacional De Riesgos Agropecuarios. Serán recursos del FNRA los 
siguientes: 

1. Las partidas que le sean asignadas en el Presupuesto General de la Nación, en los términos del 
artículo 86 de la Ley 101 de 1993. El Ministerio de Hacienda y Crédito Público garantizará los 
recursos para el financiamiento del Fondo Nacional de Riesgo Agropecuario con un presupuesto 
no inferior al valor ejecutado el año anterior en el marco del incentivo al Seguro Agropecuario. 

2. Un porcentaje de los recursos provenientes de las primas pagadas en seguros agropecuarios a 
que se refiere esta Ley, determinado periódicamente por el Gobierno Nacional, y sin exceder el 
20% del valor neto de las mismas. 

3. Los Recursos que tome a título de créditos internos o mediante cualquier mecanismo financiero, 
que se desarrolle para obtener con cumplimiento de los requisitos establecidos en las normas 
que regulen el crédito público. 

4. Las donaciones, aportes y contrapartidas que le otorguen organismos nacionales o 
internacionales, multilaterales, privados o públicos. 

5. Recursos aportados por las entidades públicas o particulares a través de convenios o 
transferencias. 

6. Las utilidades del Fondo Nacional de Riesgos Agropecuarios. 
7. Un porcentaje de las utilidades del Gobierno Nacional en las sociedades de economía mixta y las 

empresas industriales y comerciales del Estado, de acuerdo con la reglamentación que expida el 
Gobierno Nacional. 

PARÁGRAFO: Los recursos del Fondo Nacional de Riesgos Agropecuarios que le sean transferidos por parte 
del Presupuesto General de la Nación, serán hechos a título de capitalización. Así mismo, se considerarán 
como recursos ejecutados aquellos recursos comprometidos, los cuales quedarán obligados, y su pago, en 
la misma o posterior vigencia. 

ARTÍCULO 5°. Estaciones Meteorológicas y Servicios Climáticos. Del Presupuesto General de la Nación se 
apropiarán recursos para que el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, se encargue de proveer 
herramientas provistas por el Sistema de Información Geográfico, como imágenes obtenidas a través de 
sensores remotos, drones, entre otros, en aras de proveer insumos para el procesamiento de la información 
y con ello alimentar el Sistema de Información para la Gestión de Riesgos Agropecuarios y demás 
necesidades relacionadas, y que el Instituto de Hidrología, Meteorología y Estudios Ambientales de 
Colombia - IDEAM, lleve a cabo la instalación, operación, mantenimiento y automatización de la red de 
estaciones meteorológicas de cubrimiento nacional, ubicadas en áreas con vocación agropecuaria. 

Artículo 6° - Sistema de Información para la Gestión de Riesgos Agropecuarios. Créase el Sistema de 
Información para la Gestión de Riesgos Agropecuarios (SIGRA), con el propósito de fomentar el 
conocimiento, la generación, el análisis y el uso de la información sobre los distintos riesgos que afectan la 
actividad agropecuaria, como una herramienta para apoyar la toma de decisiones y orientar la 
formulación, seguimiento e implementación de la política en esta materia, y ofrecer el apoyo de 
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información que demanden los distintos actores del sector agropecuario en los diferentes eslabones de las 
cadenas productivas agropecuarias y rurales, así como de otros actores relacionados con la gestión de 
riesgos agropecuarios, tales como centros de investigación, aseguradoras, entre otros. 

El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, en el marco de las políticas, y tecnologías que definen la 
infraestructura colombiana de datos espaciales, las tecnologías de la información y las comunicaciones, los 
estándares y buenas prácticas de producción y difusión de estadísticas, deberá poner en marcha el SIGRA, 
el cual debe mantenerse actualizado y funcional mediante la integración de información y contenidos de 
todas sus entidades adscritas y vinculadas, de las que trata el artículo 1º. del Decreto 1985 de 2013 o el 
que haga sus veces. 

El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural reglamentará la aplicación de esta norma. 

PARÁGRAFO 1. La información relacionada con riesgos agropecuarios que las entidades públicas, como el 
Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC), el Instituto de Hidrología, Meteorología y Estudios Ambientales 
– IDEAM, la Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres, el Departamento Administrativo 
Nacional de Estadística (DANE) y las entidades adscritas y vinculadas al Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural, que desarrollan, procesan, almacenan y comunican, deberán estar disponibles para su 
uso por parte del SIGRA en las condiciones propicias para tal fin. 

PARÁGRAFO 2. Para la estructuración, puesta en marcha e implementación del SIGRA, las entidades 
adscritas y vinculadas al Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, así como las entidades públicas del 
orden nacional y entidades territoriales, celebrarán los respectivos acuerdos de interoperabilidad de la 
información y/o convenios de cooperación técnica a los que haya lugar, para construir un sistema de 
información robusto que incluya además modelaciones de producción de los bienes de origen vegetal y 
animal más representativos de cada región con el fin de establecer la línea base de las variables 
fundamentales a ser consideradas en los seguros agropecuarios paramétricos. 

PARÁGRAFO 3. La aplicación de la presente Ley atenderá las apropiaciones del Presupuesto respetando el 
marco fiscal y de gasto de mediano plazo del sector agropecuario. 

Artículo 7°. Socialización. El Fondo Nacional de Riesgos Agropecuarios con apoyo de las demás entidades 
gubernamentales relacionadas con la implementación del Seguro Agropecuario en Colombia, se 
encargarán de adelantar jornadas de socialización en todos los municipios con vocación agropecuaria a 
nivel nacional. De ser necesario, se podrán destinar recursos del Fondo Nacional De Riesgos Agropecuarios 
para la respectiva socialización. 

Artículo 8°. Modifíquese el Artículo 1 de la ley 302 de 1.996, modificado por el Artículo 11 de la ley 1731 de 
2.014 el cual quedará así: 

Artículo 1. Creación y objetivos. Créase el Fondo de Solidaridad Agropecuario, como Fondo Cuenta especial 
separada de los recursos del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, cuyo objetivo exclusivo es otorgar 
apoyo económico a los pequeños y medianos productores agropecuarios, forestales, de acuicultura y 
pesqueros, para la atención y alivio de sus deudas, cuando en desarrollo de dichas actividades se presenten 
algunas de las situaciones a que se refiere el Artículo 2º. de esta ley. También serán beneficiarios de los 
apoyos contemplados en esta ley los titulares o integradores de esquemas de crédito asociativo o de 

alianzas estratégicas, que hubieren sido redescontados o registrados ante FINAGRO u otorgados, en 
general, para el sector agropecuario, en relación con la porción de dichos créditos que correspondan a 
integrados o asociados que califiquen como pequeños o medianos productores. 

El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural podrá celebrar un contrato de fiducia para la administración 
de los recursos del Fondo de Solidaridad Agropecuario, así como contratos para la administración o compra 
de cartera o el otorgamiento de alivios con cualquier entidad habilitada para el efecto, la cual quedará 
facultada para comprar cartera a los establecimientos de crédito públicos o privados, así como la cartera 
del Fondo Agropecuario de Garantías (FAG). 

Para los efectos de la presente ley se considerará como pequeños productores a aquellas personas 
naturales que cumplan con las siguientes condiciones: 

a) Que sus activos totales no superen los doscientos cincuenta salarios mínimos legales mensuales 
vigentes (250 SMLMV) incluidos los de su cónyuge o compañero (a) permanente, según balance 
comercial. Para el caso de los usuarios de la reforma agraria, el valor de la tierra no será computable 
dentro de sus activos totales; 

b) Que no menos de las dos terceras (2/3) partes de sus ingresos provengan de la actividad agropecuaria 
y/o pesquera o que tengan por lo menos el setenta y cinco por ciento (75%) de sus activos invertidos 
en el sector agropecuario, forestal, de acuicultura o pesquero, según el balance comercial. 

Para los efectos de la presente ley se considerará por mediano productor aquella persona natural o jurídica 
dedicada principalmente a actividades relacionadas con la producción del sector agropecuario, forestal, de 
acuicultura o pesquero, que al momento de solicitar los apoyos cuenten con un patrimonio neto líquido 
total que no supere los setecientos salarios mínimos mensuales vigentes (700 SMLMV), incluidos los de su 
cónyuge o compañero (a) permanente, según su balance comercial, pero en ningún caso sus activos podrán 
superar los del mediano productor emergente definidos en el Sistema Nacional de Crédito Agropecuario 
por la Comisión Nacional de Crédito Agropecuario. 

Artículo 9°. Vigencia. La presente ley deroga el artículo 5 de la ley 1731 de 2014 y demás normas que le 
sean contrarias y rige a partir de la fecha de su promulgación. 

 
4. MARCO JURÍDICO DEL PROYECTO DE LEY 

 
El Proyecto de ley número 044 de 2020 Cámara “Por medio de la cual se otorga seguridad jurídica 
y financiera al seguro agropecuario y se dictan otras disposiciones a favor del agro” a que se 
refiere la presente ponencia cumple con lo establecido en los artículos 140 numeral 1 de la Ley 
5ª de 1992. 
 
Cumple además con los artículos 154, 157, 158 y 169 de la Constitución Política referentes a la 
Iniciativa Legislativa, formalidades de Publicidad, Unidad de Materia y título de la Ley. Así mismo 

con el artículo 150 de la Carta Política que manifiesta que dentro de las funciones del Congreso 
está la de hacer las Leyes. 
 

5. PROBLEMA A RESOLVER 
 

De conformidad con el contenido de la exposición de motivos y las consideraciones de los autores 
del proyecto de ley No. 044 de 2020 Cámara, esta iniciativa plantea un problema con referencia 
al Fondo Nacional de Riesgos Agropecuarios (FNAR), y consecuentemente, con la aplicación 
efectiva del seguro agropecuario. «A pesar de la relevancia que tiene el FNRA, para continuar con 
su desarrollo es necesario contar con recursos suficientes que le permitan al mismo cumplir con 
su función (…) actualmente el FNRA solo puede obtener recursos mediante aportes que hace la 
Nación lo cual dificulta que su objetivo pueda cumplirse a cabalidad»1.  

Tal y como están diseñadas las condiciones legales bajo las cuales funciona el FNAR, se encuentra 
que para continuar con su desarrollo y cubrir las necesidades del seguro agropecuario, es 
necesario contar con recursos suficientes. «De mantenerse el instrumento atado al ciclo 
económico del país, tendría un problema estructural, ya que soportaría a los productores 
agropecuarios en los mismos momentos que el Gobierno Nacional podría hacerlo (como fue el 
periodo 2012-2014), pero en los momentos de restricciones fiscales los productores no contarían 
con posibilidades de apoyo ni del sector público (por escasez de recursos) ni del privado (por 
imposibilidad de acceso), haciendo imposible la construcción de una política proactiva y de largo 
aliento»2. 

Por esa razón, el proyecto se ofrece como una alternativa para asegurar la estabilidad del 
instrumento a lo largo del tiempo, dando una tranquilidad al mercado de la suficiencia de 
recursos, y permitiendo el diseño e implementación de nuevos instrumentos de gestión de riesgo 
que se acoplen a las diferentes necesidades del sector.  

 

                                                           
1 Exposición de motivos del Proyecto de Ley No. 044 de 2020 Cámara, “Por medio de la cual se otorga seguridad 
jurídica y financiera al seguro agropecuario y se dictan otras disposiciones a favor del agro”, p. 14.   
2 Ibíd, p. 16. 

6. JUSTIFICACIÓN E IMPORTANCIA DEL PROYECTO 

Como ya ha sido mencionada, la ley 69 de 1993 representa el marco legal general del seguro 
agropecuario en Colombia. De conformidad con su artículo primero, el seguro agropecuario es un 
instrumento para incentivar y proteger la producción de alimentos, buscar el mejoramiento 
económico del sector agropecuario, promover el ordenamiento económico del sector 
agropecuario y como estrategia para coadyuvar al desarrollo global del país.  El objetivo último 
del seguro no es más que el medio por el cual los productores agropecuarios pueden proteger 
sus inversiones, al adquirir pólizas de seguros, de manera individual o colectiva, a través de las 
aseguradoras. 

Los tipos de riesgos que cubre este seguro son naturales, tales como: exceso o déficit de lluvias, 
vientos fuertes, inundaciones, heladas, granizadas,  deslizamientos y avalanchas; y biológicos, por 
ejemplo: plagas o enfermedades. En ambos casos, se trata de aquellos riesgos ajenos al control 
del tomador, asegurado o beneficiario que afecten las actividades agropecuarias. 

FINAGRO, el Fondo para el Financiamiento del Sector Agropecuario, que está adscrita al 
Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural y cuya vigilancia está en cabeza de la 
Superintendencia Financiera de Colombia, es una de las entidades claves en materia de acceso al 
financiamiento.  

De acuerdo con la solicitud de concepto enviada por parte de los ponentes, esta institución 
asegura que «la gestión de riesgos agropecuarios es un aspecto primordial para promover la 
profundización del financiamiento y el desarrollo del sector agropecuario y rural en Colombia» y 
que, en particular, el proyecto de ley No. 044 de 2020 Cámara,  «permite dar una visión de largo 
plazo al Fondo Nacional de Riesgos Agropecuarios (FNRA), le brinda un objeto amplio que 
contribuye a la posibilidad del desarrollo de nuevos productos de aseguramiento como los 
seguros paramétricos, seguros de ingresos y seguros inclusivos; nuevas coberturas; y una fuente 
de financiación estable que posibilita la disponibilidad de recursos para otorgar incentivos que 
promueven la utilización de este importante instrumento». 

Además, continúa FINAGRO, «el proyecto de Ley contempla un componente de información que 
se requiere para dinamizar el mercado a través de la información agrometeorológica de la mano 
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del Instituto de Hidrología, Meteorología y Estudios Ambientales de Colombia (IDEAM), así como 
la consolidación del Sistema de Información para la Gestión de Riesgos Agropecuarios-SIGRA».  

Finalmente, FINAGRO sostiene que respalda y celebra la iniciativa, «pues atiende las necesidades 
reales de la política pública, al actualizar el marco normativo para la entrada de nuevos productos 
dirigidos no solo a las actividades productivas, sino también al productor agropecuario y rural». 

7. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 

Las normas legales que soportan el presente proyecto de ley se encuentran contenidas en la ley 
69 de 1993, que establece el seguro agropecuario en Colombia como instrumento para incentivar 
y proteger la producción de alimentos, buscar el mejoramiento económico del sector rural, 
promoviendo el ordenamiento económico del sector agropecuario y la proteción de las 
inversiones agropecuarios. 

La ley 101 de 1993 determina que el Estado concurrirá al pago de las primas que los productores 
agropecuarios deban sufragar para tomar el seguro agropecuario. En el artículo 75 de la ley 1450 
de 2011 “Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014”, se dicta que corresponde al Ministerio de 
Agricultura y Desarrollo Rural reglamentar lo relacionado con los riesgos naturales y biológicos 
amparados por el seguro agropecuarios.  

También en el artículo 5 de la ley 1731 de 2014, el cual dispone que, con el propósito de fomentar 
la oferta del seguro agropecuario, y con cargo a los recursos disponibles por el Fondo Nacional de 
Riesgos Agropecuarios de que trata la Ley 69 de 1993, que será administrado por Finagro, se 
podrán cofinanciar los costos para el fortalecimiento técnico del seguro agropecuario y la 
obtención de información que no sea pública. Para efectos de la información que reposa en 
entidades públicas, esta no tendrá costo alguno para Finagro y las otras entidades que defina el 
Gobierno Nacional, el cual además definirá las condiciones de acceso a ella. Igualmente, con el 
propósito de fomentar la gestión de riesgos en el sector agropecuario, se podrán otorgar 
subsidios, apoyos o incentivos para la implementación de instrumentos de gestión de riesgos en 
el sector agropecuario, forestal, pesquero y de la acuicultura, tales como derivados financieros 
climáticos, coberturas de precios o de riesgo cambiario. La Comisión Nacional de Crédito 
Agropecuario reglamentará estas cofinanciaciones, subsidios, apoyos o incentivos. En todo caso, 

se tendrán en cuenta los recursos aprobados en el Marco de Gasto de Mediano Plazo del sector 
agropecuario.  

Las condiciones de asegurabilidad de los proyectos agropecuarios, forestales, pesqueros y de la 
acuicultura, objeto del seguro agropecuario serán definidas por la Comisión Nacional de Crédito 
Agropecuario.  

8. PLIEGO DE MODIFICACIONES 

Con base en las anteriores consideraciones y los argumentos expuestos que en definitiva 
demuestran la necesidad de continuar con el trámite del proyecto de ley en el Congreso de la 
República, presentamos a continuación el siguiente pliego de modificaciones.  

 
TEXTO ORIGINAL 

PROYECTO DE LEY No. 044 DE 2020 
CÁMARA 

 
TEXTO PROPUESTO 

PROYECTO DE LEY No. 044 DE 2020 
CÁMARA 

 

 
 

JUSTIFICACIÓN 

 
“Por medio de la cual se otorga 

seguridad jurídica y financiera al 
seguro agropecuario y se dictan otras 

disposiciones a favor del agro”. 
 

 

 
“Por medio de la cual se otorga 

seguridad jurídica y financiera al 
seguro agropecuario y se dictan otras 

disposiciones a favor del agro”. 
 

Queda igual. 

ARTÍCULO 1°. Modifíquese el Artículo 
1° de la Ley 69 de 1993 y adiciónese un 
tercer parágrafo, el cual quedará así: 

 

ARTÍCULO 1°. Del establecimiento del 
Seguro Agropecuario. Establézcase el 
Seguro Agropecuario en Colombia, 
como instrumento para incentivar y 
proteger la producción de alimentos, 
buscar el mejoramiento económico del 
sector agropecuario y/o rural, 
promover el ordenamiento económico 
del sector agropecuario y/o rural y 

ARTÍCULO 1°. Modifíquese el Artículo 
1° de la Ley 69 de 1993 y adiciónese un 
tercer parágrafo, el cual quedará así: 

 

ARTÍCULO 1°. Del establecimiento del 
Seguro Agropecuario. Establézcase el 
Seguro Agropecuario en Colombia, 
como instrumento para incentivar y 
proteger la producción agropecuaria 
de alimentos, buscar el mejoramiento 
económico del sector agropecuario y/o 
rural, promover el ordenamiento 
económico del sector agropecuario y/o 

Según FINAGRO, constituye 
un gran avance de la 
normatividad, el hecho de 
reconocer el seguro 
agropecuario más allá de 
los seguros comerciales 
tradicionales (que cubren 
los costos de producción); y 
permitir el apoyo a seguros 
no tradicionales de tipo 
paramétrico y catastrófico, 
así como los seguros de 
ingresos (cubren los 
precios). 
 
 

 
como estrategia para coadyuvar al 
desarrollo global del país. 

 

El objeto del seguro es la protección de 
la totalidad o parte de las inversiones 
agropecuarias, financiadas con 
recursos de crédito provenientes del 
Sistema Nacional de Crédito 
Agropecuario o con recursos propios 
del productor, el reconocimiento del 
daño emergente y el lucro cesante o el 
ingreso esperado del productor, 
siempre y cuando este sea objeto de 
un acuerdo expreso dentro del 
respectivo contrato de seguro, 
previendo las necesidades de 
producción, transformación y 
comercialización nacional e 
internacional y el desarrollo integral 
del sector económico primario. 

 

PARÁGRAFO 1. El Seguro 
Agropecuario podrá ofrecerse bajo la 
modalidad de seguro paramétrico o 
por índice, de manera que el pago de 
la indemnización se hará exigible ante 
la realización de un índice, definido en 
el contrato de seguro, el cual deberá 
estar correlacionado con el daño o la 
pérdida, teniendo en cuenta para el 
pago, la suma fija predeterminada en 
la póliza. 

 

Esta modalidad de seguro podrá ser 
tomada por cualquier persona natural 
o jurídica de Derecho Privado o de 
Derecho Público. En este último caso, 
la entidad de derecho público podrá 

rural y como estrategia para coadyuvar 
al desarrollo global del país. 

 

El objeto del seguro es la protección de 
la totalidad o parte de las inversiones 
agropecuarias, financiadas con 
recursos de crédito provenientes del 
Sistema Nacional de Crédito 
Agropecuario o con recursos propios 
del productor, el reconocimiento del 
daño emergente y el lucro cesante o el 
ingreso esperado del productor, 
siempre y cuando este sea objeto de un 
acuerdo expreso dentro del respectivo 
contrato de seguro, previendo las 
necesidades de producción, 
transformación y comercialización 
nacional e internacional y el desarrollo 
integral del sector económico 
primario. 

 

PARÁGRAFO 1. El Seguro Agropecuario 
podrá ofrecerse bajo la modalidad de 
seguro paramétrico o por índice, de 
manera que el pago de la 
indemnización se hará exigible ante la 
realización de un índice, definido en el 
contrato de seguro, el cual deberá 
estar correlacionado con el daño o la 
pérdida, teniendo en cuenta para el 
pago, la suma fija predeterminada en la 
póliza. 

 

Esta modalidad de seguro podrá ser 
tomada por cualquier persona natural 
o jurídica de Derecho Privado o de 
Derecho Público. En este último caso, 
la entidad de derecho público podrá 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

actuar como tomador, asegurado y/o 
beneficiario del Seguro Agropecuario 
paramétrico, asumir el pago de la 
prima del seguro y disponer de los 
recursos recibidos por concepto de 
indemnización para resarcir a las 
personas o infraestructura afectada 
por el riesgo amparado en el seguro, 
en cuyo caso tal erogación se 
entenderá como gasto público social. 

 

PARÁGRAFO 2. La Comisión Nacional 
de Crédito Agropecuario definirá las 
condiciones para acceder al Seguro 
Agropecuario, considerando la 
modalidad de seguro paramétrico o 
por índice, la protección de la 
infraestructura y bienes dedicados a la 
actividad agropecuaria y/o rural, la 
multiactividad, así como la protección 
del pequeño productor y su actividad 
en caso de accidentes en desarrollo de 
la misma (seguro inclusivos), con el fin 
de garantizar que el diseño del 
incentivo apoye la política de Gestión 
de Riesgo Agropecuario trazada por el 
Ministerio de Agricultura y Desarrollo 
Rural. 

 

PARÁGRAFO 3. Para efectos de 
focalización del seguro agropecuario 
y/o subsidios de los que trata la 
presente ley, se deberá tener en 
cuenta la Cédula Rural establecida en 
el Artículo 252 de la ley 1955 del 2019, 
una vez sea implementada. 

 

actuar como tomador, asegurado y/o 
beneficiario del Seguro Agropecuario 
paramétrico, asumir el pago de la 
prima del seguro y disponer de los 
recursos recibidos por concepto de 
indemnización para resarcir a las 
personas o infraestructura afectada 
por el riesgo amparado en el seguro, en 
cuyo caso tal erogación se entenderá 
como gasto público social. 

 

PARÁGRAFO 2. La Comisión Nacional 
de Crédito Agropecuario definirá las 
condiciones para acceder al Seguro 
Agropecuario, considerando la 
modalidad de seguro paramétrico o 
por índice, la protección de la 
infraestructura y bienes dedicados a la 
actividad agropecuaria y/o rural, la 
multiactividad, así como la protección 
del pequeño productor y su actividad 
en caso de accidentes en desarrollo de 
la misma. Además promoverá y 
establecerá condiciones para el 
acceso a incentivos a los seguros 
inclusivos rurales, expedidos a través 
del ramo agropecuario y otros,  
(seguro inclusivos), con el fin de 
garantizar que el diseño del incentivo 
apoye la política de Gestión de Riesgo 
Agropecuario trazada por el Ministerio 
de Agricultura y Desarrollo Rural. 

 

PARÁGRAFO 3. Para efectos de 
focalización del seguro agropecuario 
y/o subsidios de los que trata la 
presente ley, se deberá tener en cuenta 
la Cédula Rural establecida en el 
Artículo 252 de la ley 1955 del 2019, una 
vez sea implementada. 
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ARTÍCULO 2°. Modifíquese el Artículo 
3° de la Ley 69 de 1993, modificado por 
el Artículo 75° de la Ley 1450 de 2011, 
el cual quedará así: 

 

ARTÍCULO 3°. Cobertura del Seguro 
Agropecuario. El Seguro Agropecuario 
ampara los perjuicios causados por 
riesgos meteorológicos, geológicos, 
biológicos, antrópicos, de mercado y 
comercialización entre otros, 
resultantes de factores extraordinarios 
e incontrolables al productor, ajenos al 
control del tomador, de fuerza mayor 
o caso fortuito y que afecten la 
producción agropecuaria y la 
estabilidad de los ingresos de los 
productores. El Ministerio de 
Agricultura y Desarrollo Rural 
reglamentará la aplicación de esta 
norma. 

ARTÍCULO 2°. Modifíquese el Artículo 
3° de la Ley 69 de 1993, modificado por 
el Artículo 75° de la Ley 1450 de 2011, 
el cual quedará así: 

 

ARTÍCULO 3°. Cobertura del Seguro 
Agropecuario. El Seguro Agropecuario 
ampara los perjuicios causados por 
riesgos naturales meteorológicos, 
geológicos, biológicos, antrópicos, de 
mercado y comercialización, transporte, 
entre otros, resultantes de factores 
extraordinarios e incontrolables al 
productor, ajenos al control del 
tomador, de fuerza mayor o caso 
fortuito y que afecten la producción 
agropecuaria y la estabilidad de los 
ingresos de los productores. El 
Ministerio de Agricultura y Desarrollo 
Rural reglamentará la aplicación de esta 
norma. 

Se deberá incluir el 
transporte como un riesgo 
a cubrir. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

ARTICULO 3°. Modifíquese el Artículo 
6° de la Ley 69 de 1993, modificado por 
el Artículo 20° de la Ley 812 de 2003, el 
cual quedará así: 

 

ARTÍCULO 6°. Del Fondo Nacional de 
Riesgos Agropecuarios FNRA. Créase 
El Fondo Nacional de Riesgos 
Agropecuarios, el cual tendrá el 
tratamiento de Fondo – Cuenta sin 
personería jurídica ni planta de 
personal, que será administrado por el 
Fondo para el Financiamiento del 
Sector Agropecuario – FINAGRO, o 
quien haga sus veces. El Fondo 
Nacional de Riesgos Agropecuarios 
tendrá por objeto: 

ARTICULO 3°. Modifíquese el Artículo 
6° de la Ley 69 de 1993, modificado por 
el Artículo 20° de la Ley 812 de 2003, el 
cual quedará así: 

 

ARTÍCULO 6°. Del Fondo Nacional de 
Riesgos Agropecuarios FNRA. Créase 
El Fondo Nacional de Riesgos 
Agropecuarios, el cual tendrá el 
tratamiento de Fondo – Cuenta sin 
personería jurídica ni planta de 
personal, que será administrado por el 
Fondo para el Financiamiento del 
Sector Agropecuario – FINAGRO, o 
quien haga sus veces. El Fondo 
Nacional de Riesgos Agropecuarios 
tendrá por objeto: 

Se incluye el principio de 
equidad para la mujer en 
las operaciones que de 
ahora en adelante deba 
implementar el Fondo. 

 

1. Subsidiar las primas de 
seguros que amparen a los 
productores, siempre y 
cuando la Comisión 
Nacional de Crédito 
Agropecuario apruebe su 
conveniencia, el mecanismo 
de otorgamiento por tipo de 
producto y previendo la 
sostenibilidad del esquema, 
según la capacidad del 
Fondo; 

2. Financiar los costos 
necesarios para el 
fortalecimiento técnico del 
Seguro Agropecuario y de 
pilotos de nuevos diseños 
de aseguramiento; 

3. Otorgar subsidios, apoyos o 
incentivos para la 
implementación de 
instrumentos de gestión de 
riesgos en el sector 
agropecuario, forestal, 
pesquero y de la acuicultura, 
tales como derivados 
financieros climáticos, 
coberturas de precios o de 
riesgo cambiario; y 

4. Obtener información que no 
sea de carácter público. Para 
efectos de la información 
que reposa en entidades 
públicas, esta no tendrá 
costo alguno para FINAGRO 
y las otras entidades que 
defina el Gobierno Nacional, 
el cual además definirá las 
condiciones de acceso a ella. 

 

1. Subsidiar las primas de 
seguros que amparen a los 
productores, siempre y 
cuando la Comisión Nacional 
de Crédito Agropecuario 
apruebe su conveniencia, el 
mecanismo de 
otorgamiento por tipo de 
producto y previendo la 
sostenibilidad del esquema, 
según la capacidad del 
Fondo; 

2. Financiar los costos 
necesarios para el 
fortalecimiento técnico del 
Seguro Agropecuario y de 
pilotos de nuevos diseños de 
aseguramiento; 

3. Otorgar subsidios, apoyos o 
incentivos para la 
implementación de 
instrumentos de gestión de 
riesgos en el sector 
agropecuario, forestal, 
pesquero y de la acuicultura, 
tales como derivados 
financieros climáticos, 
coberturas de precios o de 
riesgo cambiario; y 

4. Obtener información que no 
sea de carácter público. Para 
efectos de la información 
que reposa en entidades 
públicas, esta no tendrá 
costo alguno para FINAGRO 
y las otras entidades que 
defina el Gobierno Nacional, 
el cual además definirá las 
condiciones de acceso a ella. 

 

La Comisión Nacional de Crédito 
Agropecuario reglamentará las 
financiaciones, subsidios, apoyos o 
incentivos al seguro, definirá las 
condiciones de asegurabilidad de los 
proyectos agropecuarios, forestales, 
pesqueros y de la acuicultura, objeto 
del Seguro Agropecuario y priorizará a 
los pequeños productores 
agropecuarios y/o rurales en el acceso 
a los subsidios. 

En todo caso, se tendrán en cuenta los 
recursos aprobados en el Marco de 
Gasto de Mediano Plazo del sector 
agropecuario. 

 

PARÁGRAFO. Excepcionalmente el 
Fondo Nacional de Riesgos 
Agropecuarios podrá destinar recursos 
complementarios para ofrecer la 
cobertura del reaseguro agropecuario 
cuando no exista oferta sobre el 
producto a asegurar y de ser el caso, la 
Comisión Nacional de Crédito 
Agropecuario estudiará la 
conveniencia de establecer este 
mecanismo, de acuerdo con la 
capacidad del Fondo y previendo la 
sostenibilidad del esquema. 

 

La Comisión Nacional de Crédito 
Agropecuario reglamentará las 
financiaciones, subsidios, apoyos o 
incentivos al seguro, definirá las 
condiciones de asegurabilidad de los 
proyectos agropecuarios, forestales, 
pesqueros y de la acuicultura, objeto 
del Seguro Agropecuario y priorizará a 
los pequeños productores 
agropecuarios y/o rurales en el acceso 
a los subsidios. 

La Comisión Nacional de Crédito 
Agropecuario deberá garantizar el 
principio de equidad de género en la 
asignación de los recursos y 
oportunidades y adoptará los 
mecanismos de decisión que 
consideren prioritariamente a las 
mujeres rurales cabezas de familia y a 
los productores agropecuarios con 
menor acceso a recursos económicos. 

En todo caso, se tendrán en cuenta los 
recursos aprobados en el Marco de 
Gasto de Mediano Plazo del sector 
agropecuario. 

 

PARÁGRAFO. Excepcionalmente el 
Fondo Nacional de Riesgos 
Agropecuarios podrá destinar recursos 
complementarios para ofrecer la 
cobertura del reaseguro agropecuario 
cuando no exista oferta sobre el 
producto a asegurar y de ser el caso, la 
Comisión Nacional de Crédito 
Agropecuario estudiará la conveniencia 
de establecer este mecanismo, de 
acuerdo con la capacidad del Fondo y 

previendo la sostenibilidad del 
esquema. 

ARTÍCULO 4°. Modifíquese el Artículo 
8° de la Ley 69 de 1993, sobre los 
recursos del Fondo Nacional de 
Riesgos Agropecuarios, el cual quedará 
así: 

 

ARTÍCULO 8°. Recursos del Fondo 
Nacional De Riesgos Agropecuarios. 
Serán recursos del FNRA los siguientes: 

 

1. Las partidas que le sean 
asignadas en el Presupuesto 
General de la Nación, en los 
términos del artículo 86 de 
la Ley 101 de 1993. El 
Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público garantizará 
los recursos para el 
financiamiento del Fondo 
Nacional de Riesgo 
Agropecuario con un 
presupuesto no inferior al 
valor ejecutado el año 
anterior en el marco del 
incentivo al Seguro 
Agropecuario. 

2. Un porcentaje de los 
recursos provenientes de las 
primas pagadas en seguros 
agropecuarios a que se 
refiere esta Ley, 
determinado 
periódicamente por el 
Gobierno Nacional, y sin 
exceder el 20% del valor 
neto de las mismas. 

3. Los Recursos que tome a 

ARTÍCULO 4°. Modifíquese el Artículo 
8° de la Ley 69 de 1993, sobre los 
recursos del Fondo Nacional de Riesgos 
Agropecuarios, el cual quedará así: 

 

ARTÍCULO 8°. Recursos del Fondo 
Nacional De Riesgos Agropecuarios. 
Serán recursos del FNRA los siguientes: 

 

1. Las partidas que le sean 
asignadas en el Presupuesto 
General de la Nación, en los 
términos del artículo 86 de la 
Ley 101 de 1993. El 
Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público garantizará 
los recursos para el 
financiamiento del Fondo 
Nacional de Riesgo 
Agropecuario con un 
presupuesto no inferior al 
valor aprobado ejecutado el 
año anterior en el marco del 
incentivo al Seguro 
Agropecuario. 

2. Un porcentaje de los 
recursos provenientes de las 
primas pagadas en seguros 
agropecuarios a que se 
refiere esta Ley, 
determinado 
periódicamente por el 
Gobierno Nacional, y sin 
exceder el 20% del valor 
neto de las mismas. 

3. Los Recursos que tome a 
título de créditos internos o 

La ejecución de recursos de 
la vigencia pasada no 
refleja el potencial de 
recursos demandados, 
mientras que los recursos 
aprobados del Plan Anual 
atienden las proyecciones 
que anualmente se realizan 
frente al crecimiento del 
mercado. 
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título de créditos internos o 
mediante cualquier 
mecanismo financiero, que 
se desarrolle para obtener 
con cumplimiento de los 
requisitos establecidos en 
las normas que regulen el 
crédito público. 

4. Las donaciones, aportes y 
contrapartidas que le 
otorguen organismos 
nacionales o 
internacionales, 
multilaterales, privados o 
públicos. 

5. Recursos aportados por las 
entidades públicas o 
particulares a través de 
convenios o transferencias. 

6. Las utilidades del Fondo 
Nacional de Riesgos 
Agropecuarios. 

7. Un porcentaje de las 
utilidades del Gobierno 
Nacional en las sociedades 
de economía mixta y las 
empresas industriales y 
comerciales del Estado, de 
acuerdo con la 
reglamentación que expida 
el Gobierno Nacional. 

 

PARÁGRAFO: Los recursos del Fondo 
Nacional de Riesgos Agropecuarios 
que le sean transferidos por parte del 
Presupuesto General de la Nación, 
serán hechos a título de capitalización. 
Así mismo, se considerarán como 
recursos ejecutados aquellos recursos 
comprometidos, los cuales quedarán 

mediante cualquier 
mecanismo financiero, que 
se desarrolle para obtener 
con cumplimiento de los 
requisitos establecidos en 
las normas que regulen el 
crédito público. 

4. Las donaciones, aportes y 
contrapartidas que le 
otorguen organismos 
nacionales o 
internacionales, 
multilaterales, privados o 
públicos. 

5. Recursos aportados por las 
entidades públicas o 
particulares a través de 
convenios o transferencias. 

6. Las utilidades del Fondo 
Nacional de Riesgos 
Agropecuarios. 

7. Un porcentaje de las 
utilidades del Gobierno 
Nacional en las sociedades 
de economía mixta y las 
empresas industriales y 
comerciales del Estado, de 
acuerdo con la 
reglamentación que expida 
el Gobierno Nacional. 
 

PARÁGRAFO 1. Los recursos del Fondo 
Nacional de Riesgos Agropecuarios que 
le sean transferidos por parte del 
Presupuesto General de la Nación, 
serán hechos a título de capitalización. 
Así mismo, se considerarán como 
recursos ejecutados aquellos recursos 
comprometidos, los cuales quedarán 
obligados, y su pago, en la misma o 
posterior vigencia. 

obligados, y su pago, en la misma o 
posterior vigencia. 

 

 

PARÁGRAFO 2. El Fondo Nacional de 
Riesgos Agropecuarios también se 
podrá financiar con los bonos verdes 
que decida regular, emitir y 
reglamentar el Gobierno Nacional. 

 
ARTÍCULO 5°. Estaciones 
Meteorológicas y Servicios Climáticos. 
Del Presupuesto General de la Nación 
se apropiarán recursos para que el 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible, se encargue de proveer 
herramientas provistas por el Sistema 
de Información Geográfico, como 
imágenes obtenidas a través de 
sensores remotos, drones, entre otros, 
en aras de proveer insumos para el 
procesamiento de la información y con 
ello alimentar el Sistema de 
Información para la Gestión de Riesgos 
Agropecuarios y demás necesidades 
relacionadas, y que el Instituto de 
Hidrología, Meteorología y Estudios 
Ambientales de Colombia - IDEAM, 
lleve a cabo la instalación, operación, 
mantenimiento y automatización de la 
red de estaciones meteorológicas de 
cubrimiento nacional, ubicadas en 
áreas con vocación agropecuaria. 

 
 

 
 

Queda igual. 

Artículo 6° - Sistema de Información 
para la Gestión de Riesgos 
Agropecuarios. Créase el Sistema de 
Información para la Gestión de Riesgos 
Agropecuarios (SIGRA), con el 
propósito de fomentar el 
conocimiento, la generación, el 
análisis y el uso de la información 
sobre los distintos riesgos que afectan 

 Queda igual. 

la actividad agropecuaria, como una 
herramienta para apoyar la toma de 
decisiones y orientar la formulación, 
seguimiento e implementación de la 
política en esta materia, y ofrecer el 
apoyo de información que demanden 
los distintos actores del sector 
agropecuario en los diferentes 
eslabones de las cadenas productivas 
agropecuarias y rurales, así como de 
otros actores relacionados con la 
gestión de riesgos agropecuarios, tales 
como centros de investigación, 
aseguradoras, entre otros. 

 

El Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural, en el marco de las 
políticas, y tecnologías que definen la 
infraestructura colombiana de datos 
espaciales, las tecnologías de la 
información y las comunicaciones, los 
estándares y buenas prácticas de 
producción y difusión de estadísticas, 
deberá poner en marcha el SIGRA, el 
cual debe mantenerse actualizado y 
funcional mediante la integración de 
información y contenidos de todas sus 
entidades adscritas y vinculadas, de las 
que trata el artículo 1º. del Decreto 
1985 de 2013 o el que haga sus veces. 

 

El Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural reglamentará la 
aplicación de esta norma. 

 

PARÁGRAFO 1. La información 
relacionada con riesgos agropecuarios 
que las entidades públicas, como el 

Instituto Geográfico Agustín Codazzi 
(IGAC), el Instituto de Hidrología, 
Meteorología y Estudios Ambientales – 
IDEAM, la Unidad Nacional para la 
Gestión del Riesgo de Desastres, el 
Departamento Administrativo 
Nacional de Estadística (DANE) y las 
entidades adscritas y vinculadas al 
Ministerio de Agricultura y Desarrollo 
Rural, que desarrollan, procesan, 
almacenan y comunican, deberán 
estar disponibles para su uso por parte 
del SIGRA en las condiciones propicias 
para tal fin. 

 

PARÁGRAFO 2. Para la estructuración, 
puesta en marcha e implementación 
del SIGRA, las entidades adscritas y 
vinculadas al Ministerio de Agricultura 
y Desarrollo Rural, así como las 
entidades públicas del orden nacional 
y entidades territoriales, celebrarán 
los respectivos acuerdos de 
interoperabilidad de la información 
y/o convenios de cooperación técnica 
a los que haya lugar, para construir un 
sistema de información robusto que 
incluya además modelaciones de 
producción de los bienes de origen 
vegetal y animal más representativos 
de cada región con el fin de establecer 
la línea base de las variables 
fundamentales a ser consideradas en 
los seguros agropecuarios 
paramétricos. 

 

PARÁGRAFO 3. La aplicación de la 
presente Ley atenderá las 
apropiaciones del Presupuesto 
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respetando el marco fiscal y de gasto 
de mediano plazo del sector 
agropecuario. 

 

 
Artículo 7°. Socialización. El Fondo 
Nacional de Riesgos Agropecuarios con 
apoyo de las demás entidades 
gubernamentales relacionadas con la 
implementación del Seguro 
Agropecuario en Colombia, se 
encargarán de adelantar jornadas de 
socialización en todos los municipios 
con vocación agropecuaria a nivel 
nacional. De ser necesario, se podrán 
destinar recursos del Fondo Nacional 
De Riesgos Agropecuarios para la 
respectiva socialización. 

 

Artículo 7°. Socialización. El Fondo 
Nacional de Riesgos Agropecuarios con 
apoyo de las demás entidades 
gubernamentales relacionadas con la 
implementación del Seguro 
Agropecuario en Colombia, se 
encargarán de adelantar jornadas de 
socialización en todos los municipios 
con vocación agropecuaria a nivel 
nacional. De ser necesario, se podrán 
destinar recursos del Fondo Nacional 
De Riesgos Agropecuarios para la 
respectiva socialización. 

 

Los recursos son limitados 
y las jornadas de 
socialización deberán 
concentrarse en municipios 
con fuerte vocación 
agropecuaria. 

Artículo 8°. Modifíquese el Artículo 1 
de la ley 302 de 1.996, modificado por 
el Artículo 11 de la ley 1731 de 2.014 el 
cual quedará así: 

 

Artículo 1. Creación y objetivos. 
Créase el Fondo de Solidaridad 
Agropecuario, como Fondo Cuenta 
especial separada de los recursos del 
Ministerio de Agricultura y Desarrollo 
Rural, cuyo objetivo exclusivo es 
otorgar apoyo económico a los 
pequeños y medianos productores 
agropecuarios, forestales, de 
acuicultura y pesqueros, para la 
atención y alivio de sus deudas, 
cuando en desarrollo de dichas 
actividades se presenten algunas de 
las situaciones a que se refiere el 

 Queda igual. 

 
Artículo 2º. de esta ley. También serán 
beneficiarios de los apoyos 
contemplados en esta ley los titulares 
o integradores de esquemas de crédito 
asociativo o de alianzas estratégicas, 
que hubieren sido redescontados o 
registrados ante FINAGRO u 
otorgados, en general, para el sector 
agropecuario, en relación con la 
porción de dichos créditos que 
correspondan a integrados o asociados 
que califiquen como pequeños o 
medianos productores. 

 

El Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural podrá celebrar un 
contrato de fiducia para la 
administración de los recursos del 
Fondo de Solidaridad Agropecuario, así 
como contratos para la administración 
o compra de cartera o el otorgamiento 
de alivios con cualquier entidad 
habilitada para el efecto, la cual 
quedará facultada para comprar 
cartera a los establecimientos de 
crédito públicos o privados, así como la 
cartera del Fondo Agropecuario de 
Garantías (FAG). 

 

Para los efectos de la presente ley se 
considerará como pequeños 
productores a aquellas personas 
naturales que cumplan con las 
siguientes condiciones: 

 

a) Que sus activos totales no 
superen los doscientos 
cincuenta salarios mínimos 

legales mensuales vigentes (250 
SMLMV) incluidos los de su 
cónyuge o compañero (a) 
permanente, según balance 
comercial. Para el caso de los 
usuarios de la reforma agraria, el 
valor de la tierra no será 
computable dentro de sus 
activos totales; 

b) Que no menos de las dos 
terceras (2/3) partes de sus 
ingresos provengan de la 
actividad agropecuaria y/o 
pesquera o que tengan por lo 
menos el setenta y cinco por 
ciento (75%) de sus activos 
invertidos en el sector 
agropecuario, forestal, de 
acuicultura o pesquero, según el 
balance comercial. 

 

Para los efectos de la presente ley se 
considerará por mediano productor 
aquella persona natural o jurídica 
dedicada principalmente a actividades 
relacionadas con la producción del 
sector agropecuario, forestal, de 
acuicultura o pesquero, que al 
momento de solicitar los apoyos 
cuenten con un patrimonio neto 
líquido total que no supere los 
setecientos salarios mínimos 
mensuales vigentes (700 SMLMV), 
incluidos los de su cónyuge o 
compañero (a) permanente, según su 
balance comercial, pero en ningún 
caso sus activos podrán superar los del 
mediano productor emergente 
definidos en el Sistema Nacional de 

 
Crédito Agropecuario por la Comisión 
Nacional de Crédito Agropecuario. 

 

 
Artículo 9°. Vigencia. La presente ley 
deroga el artículo 5 de la ley 1731 de 
2014 y demás normas que le sean 
contrarias y rige a partir de la fecha de 
su promulgación. 

 

 Queda igual. 
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PROPOSICIÓN 
 
 
 
 
Con fundamento en las razones expuestas, nos permitimos rendir PONENCIA POSITIVA y en 
consecuencia solicitarle a la Comisión Tercera de la Cámara de Representantes DAR PRIMER 
DEBATE al Proyecto de Ley No. 044 de 2020 Cámara, “POR MEDIO DE LA CUAL SE OTORGA 
SEGURIDAD JURÍDICA Y FINANCIERA AL SEGURO AGROPECUARIO Y SE DICTAN OTRAS 
DISPOSICIONES A FAVOR DEL AGRO”. 
 

 

Cordialmente,  

 

 

 

 
NUBIA LÓPEZ MORALES 
Representante a la Cámara 
 

 

 
NIDIA MARCELA OSORIO SALGADO 
Representante a la Cámara
 

  
 
 

TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE LEY NO. 044 DE 2018 CÁMARA 

 

“POR MEDIO DE LA CUAL SE OTORGA SEGURIDAD JURÍDICA Y FINANCIERA AL SEGURO 
AGROPECUARIO Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES A FAVOR DEL AGRO”. 

 
El Congreso de la República de Colombia 

 
DECRETA: 

ARTÍCULO 1°. Modifíquese el Artículo 1° de la Ley 69 de 1993 y adiciónese un tercer parágrafo, el cual quedará así: 

ARTÍCULO 1°. Del establecimiento del Seguro Agropecuario. Establézcase el Seguro Agropecuario en 
Colombia, como instrumento para incentivar y proteger la producción agropecuaria, buscar el 
mejoramiento económico del sector agropecuario y/o rural, promover el ordenamiento económico del 
sector agropecuario y/o rural y como estrategia para coadyuvar al desarrollo global del país. 

El objeto del seguro es la protección de la totalidad o parte de las inversiones agropecuarias, financiadas 
con recursos de crédito provenientes del Sistema Nacional de Crédito Agropecuario o con recursos propios 
del productor, el reconocimiento del daño emergente y el lucro cesante o el ingreso esperado del 
productor, siempre y cuando este sea objeto de un acuerdo expreso dentro del respectivo contrato de 
seguro, previendo las necesidades de producción, transformación y comercialización nacional e 
internacional y el desarrollo integral del sector económico primario. 

PARÁGRAFO 1. El Seguro Agropecuario podrá ofrecerse bajo la modalidad de seguro paramétrico o por 
índice, de manera que el pago de la indemnización se hará exigible ante la realización de un índice, definido 
en el contrato de seguro, el cual deberá estar correlacionado con el daño o la pérdida, teniendo en cuenta 
para el pago, la suma fija predeterminada en la póliza. 

Esta modalidad de seguro podrá ser tomada por cualquier persona natural o jurídica de Derecho Privado 
o de Derecho Público. En este último caso, la entidad de derecho público podrá actuar como tomador, 
asegurado y/o beneficiario del Seguro Agropecuario paramétrico, asumir el pago de la prima del seguro y 
disponer de los recursos recibidos por concepto de indemnización para resarcir a las personas o 
infraestructura afectada por el riesgo amparado en el seguro, en cuyo caso tal erogación se entenderá 
como gasto público social. 

PARÁGRAFO 2. La Comisión Nacional de Crédito Agropecuario definirá las condiciones para acceder al 
Seguro Agropecuario, considerando la modalidad de seguro paramétrico o por índice, la protección de la 
infraestructura y bienes dedicados a la actividad agropecuaria y/o rural, la multiactividad, así como la 
protección del pequeño productor y su actividad en caso de accidentes en desarrollo de la misma. Además 
promoverá y establecerá condiciones para el acceso a incentivos a los seguros inclusivos rurales, expedidos 

a través del ramo agropecuario y otros, con el fin de garantizar que el diseño del incentivo apoye la política 
de Gestión de Riesgo Agropecuario trazada por el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural. 

PARÁGRAFO 3. Para efectos de focalización del seguro agropecuario y/o subsidios de los que trata la 
presente ley, se deberá tener en cuenta la Cédula Rural establecida en el Artículo 252 de la ley 1955 del 
2019, una vez sea implementada. 

 

ARTÍCULO 2°. Modifíquese el Artículo 3° de la Ley 69 de 1993, modificado por el Artículo 75° de la Ley 1450 de 2011, 
el cual quedará así: 

ARTÍCULO 3°. Cobertura del Seguro Agropecuario. El Seguro Agropecuario ampara los perjuicios causados 
por riesgos naturales meteorológicos, geológicos, biológicos, antrópicos, de mercado y comercialización, 
transporte, entre otros, resultantes de factores extraordinarios e incontrolables al productor, ajenos al 
control del tomador, de fuerza mayor o caso fortuito y que afecten la producción agropecuaria y la 
estabilidad de los ingresos de los productores. El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural reglamentará 
la aplicación de esta norma. 

 

ARTICULO 3°. Modifíquese el Artículo 6° de la Ley 69 de 1993, modificado por el Artículo 20° de la Ley 812 de 2003, 
el cual quedará así: 

ARTÍCULO 6°. Del Fondo Nacional de Riesgos Agropecuarios FNRA. Créase El Fondo Nacional de Riesgos 
Agropecuarios, el cual tendrá el tratamiento de Fondo – Cuenta sin personería jurídica ni planta de personal, 
que será administrado por el Fondo para el Financiamiento del Sector Agropecuario – FINAGRO, o quien haga 
sus veces. El Fondo Nacional de Riesgos Agropecuarios tendrá por objeto: 

1. Subsidiar las primas de seguros que amparen a los productores, siempre y cuando la Comisión 
Nacional de Crédito Agropecuario apruebe su conveniencia, el mecanismo de otorgamiento por 
tipo de producto y previendo la sostenibilidad del esquema, según la capacidad del Fondo; 

2. Financiar los costos necesarios para el fortalecimiento técnico del Seguro Agropecuario y de pilotos 
de nuevos diseños de aseguramiento; 

3. Otorgar subsidios, apoyos o incentivos para la implementación de instrumentos de gestión de 
riesgos en el sector agropecuario, forestal, pesquero y de la acuicultura, tales como derivados 
financieros climáticos, coberturas de precios o de riesgo cambiario; y 

4. Obtener información que no sea de carácter público. Para efectos de la información que reposa en 
entidades públicas, esta no tendrá costo alguno para FINAGRO y las otras entidades que defina el 
Gobierno Nacional, el cual además definirá las condiciones de acceso a ella. 
 

La Comisión Nacional de Crédito Agropecuario reglamentará las financiaciones, subsidios, apoyos o incentivos 
al seguro, definirá las condiciones de asegurabilidad de los proyectos agropecuarios, forestales, pesqueros y 
de la acuicultura, objeto del Seguro Agropecuario y priorizará a los pequeños productores agropecuarios y/o 
rurales en el acceso a los subsidios. 

La Comisión Nacional de Crédito Agropecuario deberá garantizar el principio de equidad de género en la 
asignación de los recursos y oportunidades y adoptará los mecanismos de decisión que consideren 
prioritariamente a las mujeres rurales cabezas de familia y a los productores agropecuarios con menor acceso 
a recursos económicos. 

En todo caso, se tendrán en cuenta los recursos aprobados en el Marco de Gasto de Mediano Plazo del sector 
agropecuario. 

PARÁGRAFO. Excepcionalmente el Fondo Nacional de Riesgos Agropecuarios podrá destinar recursos 
complementarios para ofrecer la cobertura del reaseguro agropecuario cuando no exista oferta sobre el 
producto a asegurar y de ser el caso, la Comisión Nacional de Crédito Agropecuario estudiará la conveniencia 
de establecer este mecanismo, de acuerdo con la capacidad del Fondo y previendo la sostenibilidad del 
esquema 

 

ARTÍCULO 4°. Modifíquese el Artículo 8° de la Ley 69 de 1993, sobre los recursos del Fondo Nacional de Riesgos 
Agropecuarios, el cual quedará así: 

ARTÍCULO 8°. Recursos del Fondo Nacional De Riesgos Agropecuarios. Serán recursos del FNRA los siguientes: 

 

1. Las partidas que le sean asignadas en el Presupuesto General de la Nación, en los términos del 
artículo 86 de la Ley 101 de 1993. El Ministerio de Hacienda y Crédito Público garantizará los 
recursos para el financiamiento del Fondo Nacional de Riesgo Agropecuario con un presupuesto no 
inferior al valor aprobado el año anterior en el marco del incentivo al Seguro Agropecuario. 

2. Un porcentaje de los recursos provenientes de las primas pagadas en seguros agropecuarios a que 
se refiere esta Ley, determinado periódicamente por el Gobierno Nacional, y sin exceder el 20% del 
valor neto de las mismas. 

3. Los Recursos que tome a título de créditos internos o mediante cualquier mecanismo financiero, 
que se desarrolle para obtener con cumplimiento de los requisitos establecidos en las normas que 
regulen el crédito público. 

4. Las donaciones, aportes y contrapartidas que le otorguen organismos nacionales o internacionales, 
multilaterales, privados o públicos. 

5. Recursos aportados por las entidades públicas o particulares a través de convenios o transferencias. 
6. Las utilidades del Fondo Nacional de Riesgos Agropecuarios. 
7. Un porcentaje de las utilidades del Gobierno Nacional en las sociedades de economía mixta y las 

empresas industriales y comerciales del Estado, de acuerdo con la reglamentación que expida el 
Gobierno Nacional. 
 

PARÁGRAFO 1. Los recursos del Fondo Nacional de Riesgos Agropecuarios que le sean transferidos por parte 
del Presupuesto General de la Nación, serán hechos a título de capitalización. Así mismo, se considerarán 
como recursos ejecutados aquellos recursos comprometidos, los cuales quedarán obligados, y su pago, en la 
misma o posterior vigencia. 
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PARÁGRAFO 2. El Fondo Nacional de Riesgos Agropecuarios también se podrá financiar con los bonos verdes 
que decida regular, emitir y reglamentar el Gobierno Nacional. 

 

ARTÍCULO 5°. Estaciones Meteorológicas y Servicios Climáticos. Del Presupuesto General de la Nación se 
apropiarán recursos para que el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, se encargue de proveer 
herramientas provistas por el Sistema de Información Geográfico, como imágenes obtenidas a través de sensores 
remotos, drones, entre otros, en aras de proveer insumos para el procesamiento de la información y con ello 
alimentar el Sistema de Información para la Gestión de Riesgos Agropecuarios y demás necesidades relacionadas, 
y que el Instituto de Hidrología, Meteorología y Estudios Ambientales de Colombia - IDEAM, lleve a cabo la 
instalación, operación, mantenimiento y automatización de la red de estaciones meteorológicas de cubrimiento 
nacional, ubicadas en áreas con vocación agropecuaria. 

 

ARTÍCULO 6° - Sistema de Información para la Gestión de Riesgos Agropecuarios. Créase el Sistema de Información 
para la Gestión de Riesgos Agropecuarios (SIGRA), con el propósito de fomentar el conocimiento, la generación, el 
análisis y el uso de la información sobre los distintos riesgos que afectan la actividad agropecuaria, como una 
herramienta para apoyar la toma de decisiones y orientar la formulación, seguimiento e implementación de la 
política en esta materia, y ofrecer el apoyo de información que demanden los distintos actores del sector 
agropecuario en los diferentes eslabones de las cadenas productivas agropecuarias y rurales, así como de otros 
actores relacionados con la gestión de riesgos agropecuarios, tales como centros de investigación, aseguradoras, 
entre otros. 

El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, en el marco de las políticas, y tecnologías que definen la 
infraestructura colombiana de datos espaciales, las tecnologías de la información y las comunicaciones, los 
estándares y buenas prácticas de producción y difusión de estadísticas, deberá poner en marcha el SIGRA, el cual 
debe mantenerse actualizado y funcional mediante la integración de información y contenidos de todas sus 
entidades adscritas y vinculadas, de las que trata el artículo 1º. del Decreto 1985 de 2013 o el que haga sus veces. 

El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural reglamentará la aplicación de esta norma. 

PARÁGRAFO 1. La información relacionada con riesgos agropecuarios que las entidades públicas, como el Instituto 
Geográfico Agustín Codazzi (IGAC), el Instituto de Hidrología, Meteorología y Estudios Ambientales – IDEAM, la 
Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres, el Departamento Administrativo Nacional de Estadística 
(DANE) y las entidades adscritas y vinculadas al Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, que desarrollan, 
procesan, almacenan y comunican, deberán estar disponibles para su uso por parte del SIGRA en las condiciones 
propicias para tal fin. 

PARÁGRAFO 2. Para la estructuración, puesta en marcha e implementación del SIGRA, las entidades adscritas y 
vinculadas al Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, así como las entidades públicas del orden nacional y 
entidades territoriales, celebrarán los respectivos acuerdos de interoperabilidad de la información y/o convenios 
de cooperación técnica a los que haya lugar, para construir un sistema de información robusto que incluya además 
modelaciones de producción de los bienes de origen vegetal y animal más representativos de cada región con el fin 

de establecer la línea base de las variables fundamentales a ser consideradas en los seguros agropecuarios 
paramétricos. 

PARÁGRAFO 3. La aplicación de la presente Ley atenderá las apropiaciones del Presupuesto respetando el marco 
fiscal y de gasto de mediano plazo del sector agropecuario. 

 

ARTÍCULO 7°. Socialización. El Fondo Nacional de Riesgos Agropecuarios con apoyo de las demás entidades 
gubernamentales relacionadas con la implementación del Seguro Agropecuario en Colombia, se encargarán de 
adelantar jornadas de socialización en los municipios con vocación agropecuaria. De ser necesario, se podrán 
destinar recursos del Fondo Nacional De Riesgos Agropecuarios para la respectiva socialización. 

 

ARTÍCULO 8°. Modifíquese el Artículo 1 de la ley 302 de 1.996, modificado por el Artículo 11 de la ley 1731 de 2.014 
el cual quedará así: 

Artículo 1. Creación y objetivos. Créase el Fondo de Solidaridad Agropecuario, como Fondo Cuenta 
especial separada de los recursos del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, cuyo objetivo exclusivo 
es otorgar apoyo económico a los pequeños y medianos productores agropecuarios, forestales, de 
acuicultura y pesqueros, para la atención y alivio de sus deudas, cuando en desarrollo de dichas actividades 
se presenten algunas de las situaciones a que se refiere el Artículo 2º. de esta ley. También serán 
beneficiarios de los apoyos contemplados en esta ley los titulares o integradores de esquemas de crédito 
asociativo o de alianzas estratégicas, que hubieren sido redescontados o registrados ante FINAGRO u 
otorgados, en general, para el sector agropecuario, en relación con la porción de dichos créditos que 
correspondan a integrados o asociados que califiquen como pequeños o medianos productores. 

El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural podrá celebrar un contrato de fiducia para la administración 
de los recursos del Fondo de Solidaridad Agropecuario, así como contratos para la administración o compra 
de cartera o el otorgamiento de alivios con cualquier entidad habilitada para el efecto, la cual quedará 
facultada para comprar cartera a los establecimientos de crédito públicos o privados, así como la cartera 
del Fondo Agropecuario de Garantías (FAG). 

Para los efectos de la presente ley se considerará como pequeños productores a aquellas personas 
naturales que cumplan con las siguientes condiciones: 

a) Que sus activos totales no superen los doscientos cincuenta salarios mínimos legales mensuales 
vigentes (250 SMLMV) incluidos los de su cónyuge o compañero (a) permanente, según balance 
comercial. Para el caso de los usuarios de la reforma agraria, el valor de la tierra no será computable 
dentro de sus activos totales; 

b) Que no menos de las dos terceras (2/3) partes de sus ingresos provengan de la actividad agropecuaria 
y/o pesquera o que tengan por lo menos el setenta y cinco por ciento (75%) de sus activos invertidos 
en el sector agropecuario, forestal, de acuicultura o pesquero, según el balance comercial. 
Para los efectos de la presente ley se considerará por mediano productor aquella persona natural o 
jurídica dedicada principalmente a actividades relacionadas con la producción del sector agropecuario, 
forestal, de acuicultura o pesquero, que al momento de solicitar los apoyos cuenten con un patrimonio 

neto líquido total que no supere los setecientos salarios mínimos mensuales vigentes (700 SMLMV), 
incluidos los de su cónyuge o compañero (a) permanente, según su balance comercial, pero en ningún 
caso sus activos podrán superar los del mediano productor emergente definidos en el Sistema 
Nacional de Crédito Agropecuario por la Comisión Nacional de Crédito Agropecuario. 

Artículo 9°. Vigencia. La presente ley deroga el artículo 5 de la ley 1731 de 2014 y demás normas que le 
sean contrarias y rige a partir de la fecha de su promulgación. 

 

De los honorables Congresistas, 

 

 

 

 
NUBIA LÓPEZ MORALES 
Representante a la Cámara 
 

 

 
NIDIA MARCELA OSORIO SALGADO 
Representante a la Cámara 
 

 
 

 
 
 

CÁMARA DE REPRESENTANTES -  COMISIÓN TERCERA CONSTITUCIONAL 
PERMANENTE 

(ASUNTOS ECONÓMICOS) 

 

Bogotá D.C., 23 de septiembre de 2020. En la fecha se recibió en esta Secretaría el Informe de 
Ponencia Positiva  para Primer Debate del Proyecto de Ley 044  de 2020  CÁMARA,“POR 
MEDIO DE LA CUAL SE OTORGA SEGURIDAD JURÍDICA Y FINANCIERA AL 
SEGURO AGROPECUARIO Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES A FAVOR DEL 
AGRO”, presentado por los Honorables Representantes a la Cámara: NUBIA LÓPEZ 
MORALES, NIDIA MARCELA OSORIO SALGADO, NÉSTOR LEONARDO RICO RICO 
y se remite a la Secretaría General de la Corporación para su respectiva publicación en la Gaceta 
del Congreso, tal y como lo ordena el artículo 156 de la Ley 5ª de 1992. 

 

La Secretaria General, 

 

 

 

ELIZABETH MARTÍNEZ BARRERA 

Comisión Tercera Constitucional Permanente 
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INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 
109 DE 2020 CÁMARA

“Ley de internet como servicio público esencial y universal” o por medio de la cual se modifica la Ley 
1431 de 2009 y se dictan otras disposiciones.

Bogotá, 22 de septiembre de 2020 

Presidente 
OSWALDO ARCOS BENAVIDES    
Comisión Sexta Cámara de Representantes.  
Congreso de la República. 
Ciudad 
 
 

Referencia: Informe de ponencia para segundo debate al Proyecto 
de Ley No. 109 de 2020 Cámara, “Ley de Internet como Servicio 
Público Esencial y Universal” o “Por medio de la cual se modifica la 
Ley 1341 de 2009 y se dictan otras disposiciones”. 

 
 
Respetado Presidente.  
 
En cumplimiento de la designación realizada por la Mesa Directiva de la Comisión Sexta de 
la Cámara de Representantes, por medio del presente escrito nos permitimos rendir informe 
de ponencia positiva para segundo debate al proyecto de ley de la referencia. 
 
 
TRÁMITE DE LA INICIATIVA 
 
El pasado 20 de julio de 2020 fue radicado en la Secretaría General de la Cámara, el 
Proyecto de Ley 109 de 2020. La iniciativa tiene como autores a los siguientes: H.R. Rodrigo 
Arturo Rojas Lara , H.R. Carlos Julio Bonilla. 
 
Por designación de la Mesa Directiva de la Honorable Comisión Sexta Constitucional de la 
Cámara se nombraron los ponentes para el estudio de esa iniciativa legislativa.   
 
Radicada la ponencia, ésta fue publicada en la Gaceta 793 de 2020. Posteriormente, el 7 
de septiembre del año curso, el proyecto fue discutido y aprobado por unanimidad en la 
Comisión Sexta de la Cámara de Representantes.  

 
 

1. OBJETO DEL PROYECTO DE LEY  
 
Este proyecto de ley tiene por objeto dotar de herramientas legales al gobierno nacional 
para que se garantice la prestación del servicio de Internet de manera eficiente, continua y 
permanente, con el fin de ampliar la conectividad de todos los habitantes del territorio 
nacional, en especial de los más vulnerables. Fortaleciendo las disposiciones, principios y 
mandatos de progresividad contemplados en la Ley 1341 de 2009, modificada por la Ley 
1978 de 2019, por medio de la cual se modernizó el sector de las Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones (TIC).  
  
 

2. JUSTIFICACIÓN DEL PROYECTO DE LEY  
 

a. Antecedentes.  

2.1.1. Decretos Legislativos 464 y 555 de 2020 
 
En atención a los múltiples efectos negativos que estaba ocasionando el Covid-19 en todo 
el territorio nacional, el 17 de marzo y el 6 de mayo del año en curso el Presidente la 
República expidió los Decretos 417 y 637, por los cuales se declaró el estado de 
emergencia económica social y ecológica, con fundamento el artículo 215 constitucional, 
con el propósito de adoptar, a través de Decretos Legislativos, las medidas y acciones 
necesarias para conjurar la crisis e impedir y mitigar la extensión de los efectos de la 
pandemia.   
 
En ese contexto y conforme a las facultades asumidas por el jefe de estado, fueron 
expedidos los Decretos Legislativos 464 del 23 de marzo del 2020 y 555 del 15 de abril del 
mismo año. Ambos en su artículo primero establecen:  
 

“ARTÍCULO 1. Declaratoria de servicios públicos esenciales. Los servicios de 
telecomunicaciones incluidos los servicios de radiodifusión sonora, los de televisión 
y los servicios postales, son servicios públicos esenciales. Por tanto, no se 
suspenderá su prestación durante el estado de emergencia. Los proveedores de 
redes y servicios de telecomunicaciones y postales no podrán suspender las labores 
de instalación, mantenimiento y adecuación de las redes requeridas para la 
operación del servicio”. 

 
La diferencia entre dichos decretos radica en su vigencia y temporalidad, pues el primero 
establece que regirá por el término que se mantenga el estado de emergencia, mientras 
que el segundo contempla que permanecerá vigente mientras se mantenga la emergencia 
sanitaria, esta última decretada por el Ministerio de Salud en ejercicio de las facultades 
ordinarias (Resolución 1462 de 20201).  
 
Es así como en la parte considerativa de ambos Decretos Legislativos, se argumenta que:  
 

“Que de conformidad con el numeral 10 del artículo 2 de la Ley 1341 de 2009 "Por 
la cual se definen Principios y conceptos sobre la sociedad de la información y la 
organización de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones -TIC-, se 
crea la Agencia Nacional del Espectro y se dictan otras disposiciones", con el 
propósito de garantizar el ejercicio y goce efectivo de los derechos constitucionales 
a la comunicación, la vida en situaciones de emergencia, la educación, la salud, la 
seguridad personal y el acceso a la información, al conocimiento, la ciencia y a la 
cultura, así como el de contribuir a la masificación de los trámites y servicios 
digitales, es deber de la Nación asegurar la prestación continua, oportuna y de 
calidad de los servicios públicos de comunicaciones. 

  

Que los servicios de telecomunicaciones y postales permiten la protección de bienes 
jurídicos ligados con el respeto, vigencia, ejercicio y efectividad de los derechos y 
libertades fundamentales y hacer efectivas las garantías dispuestas para su amparo, 
con el fin de asegurar su respeto y efectividad. Si bien los artículos 10 y 73 de la Ley 

                                                
1 Artículo 1. Prorróguese la emergencia sanitaria en todo el territorio nacional hasta el 30 de noviembre de 2020. 
Dicha prórroga podrá finalizar antes de la fecha aquí señalada cuando desaparezcan las causas que le dieron 
origen o, si estas persisten o se incrementan, el término podrá prorrogarse nuevamente. 

1341 de 2009, 1 de la Ley 182 de 1995 y 1 de la Ley 1369 de 2009, definen que 
estos servicios son públicos, no han determinado que revisten naturaleza de 
esenciales, adicionalmente, fueron expresamente excluidos del régimen de los 
servicios públicos domiciliarios por el citado artículo 73. Esta declaratoria es 
especialmente importante para garantizar la operación, adecuación y mantenimiento 
de las redes e infraestructura de telecomunicaciones y postales, de manera 
ininterrumpida, durante la emergencia, porque estos servicios habilitan la 
comunicación remota, que es fundamental para permitir el desarrollo de actividades 
en condiciones no presenciales que permitan el distanciamiento social y aislamiento, 
acciones claves para la contención y mitigación del COVID-19. 

Que la Corte Constitucional, en sentencia C-691 del 9 de julio de 2008, estableció 
el criterio para determinar si un servicio público es esencial, señalando "(...) cuando 
"las actividades que lo conforman contribuyen de modo directo y concreto a la 
protección de bienes o a la satisfacción de intereses o a la realización de valores, 
ligados con el respeto, vigencia, ejercicio y efectividad de los derechos y libertades 
fundamentales" 

Que en esa medida los servicios de telecomunicaciones y postales se convierten en 
una herramienta esencial para permitir la protección de bienes jurídicos ligados con 
el respeto, vigencia, ejercicio y efectividad de los derechos y libertades 
fundamentales y hacer efectivas las garantías dispuestas para su amparo, con el fin 
de asegurar su respeto y efectividad, por tanto, los servicios de telecomunicaciones 
y postales, revisten naturaleza de esenciales y debe garantizarse la adecuación y 
mantenimiento de las redes e infraestructura de telecomunicaciones y postales, de 
manera ininterrumpida, por lo que se hace necesario crear una norma en este 
sentido. 

Que es necesario garantizar la continua y oportuna comunicación entre las 
autoridades, personal de atención médica, la población afectada, en riesgo, y el 
resto de los ciudadanos, para que conozcan, entre otras, las medidas a implementar, 
los canales de atención, los beneficios que sean entregados, entre otra información 
útil, que debe estar disponible y ser transmitida mediante los servicios de 
telecomunicaciones incluyendo la televisión, así como los servicios postales, según 
la necesidad de difusión de la información por parte de las autoridades. 

Que de acuerdo con la Encuesta de Calidad de Vida (ECV) del DANE, a diciembre 
de 2018 el 53,0% (8,2 millones) de hogares colombianos contaban con Internet (fijo 
y móvil), adicionalmente, el país cuenta con 22, 19 millones de conexiones de más 
de 10 Mbps, de las cuales 2,82 millones son residenciales fijas y 19,37 millones son 
móviles en tecnología 4G. En relación con los accesos residenciales de Internet fijo 
el 81,5 % (5.200.806) disponen de velocidad de bajada mayor o igual a 5Mpbs. El 
60,2 % (3.844.776) tienen acceso a Internet fijo con velocidad de descarga mayor o 
igual a 10 Mbps. Las anteriores cifras demuestran que, si bien el país ha avanzado 
de manera importante en la provisión de los servicios de telecomunicaciones aún no 
existe servicio universal, por ello, se precisan medidas para que las personas en 

necesidad de comunicarse y acceder a la información no vean restringidas sus 
posibilidades debido a problemas económicos derivados de la emergencia. 

  

Que según las cifras del Boletín TIC del Ministerio de Tecnologías de la Información 
y las Comunicaciones, con corte al tercer trimestre de 2019, en el país había 
12.412.834 abonados al servicio de Internet móvil por suscripción y 13.854.011 
abonados al servicio de voz móvil por suscripción, esto es, usuarios en la modalidad 
de pospago que, podrían ver afectada su capacidad de pago por las restricciones 
en la disponibilidad de flujo de caja y el comportamiento en la tasa de cambio, como 
se expresa en la parte motiva del Decreto 417 de 2020. En consecuencia, para 
garantizar que la población acceda de manera permanente a los servicios de 
telecomunicaciones y postales, para asegurar su oportuna atención así como el 
ejercicio de sus derechos durante la emergencia, se deben adoptar medidas para 
que el servicio no sea suspendido por razones patrimoniales como la falta de pago 
o la mora en el pago del servicio, así como brindar la posibilidad de acceso a 
contenidos educativos que son fundamentales para garantizar este derecho, durante 
la emergencia sanitaria. 

  

Que dadas las circunstancias y medidas de cuidado para preservar la salud y la vida, 
especialmente el distanciamiento social, debido a la ocurrencia de la pandemia 
declarada por la Organización Mundial de la Salud, es necesario adoptar acciones 
que permitan enfocar los esfuerzos en el cumplimiento de las obligaciones que 
garanticen la continuidad en la prestación de los servicios de comunicaciones y, 
especialmente, que permitan de manera prioritaria el funcionamiento de los servicios 
de telecomunicaciones y postales para el acceso a los servicios de salud el 
desarrollo de actividades laborales y el ejercicio de derechos fundamentales, que 
prevalecen frente a servicios simplemente recreativos o de ocio. 

(…) 

 

Que las redes y servicios de telecomunicaciones, al igual de los servicios postales, 
se convierten en instrumentos esenciales durante la emergencia sanitaria y es 
imperiosa la necesidad de garantizar su provisión a todos los habitantes del territorio 
nacional hasta que cesen las causas que dieron origen a la emergencia sanitaria y 
se retomen las actividades laborales y académicas de manera presencial y se 
disminuyan las mayores necesidades de uso de toda la población por lo que se 
requiere adicionar un parágrafo al artículo 56 de la Ley 1450 de 2011 "Por la cual se 
expide el Plan Nacional de Desarrollo, 2010-2014 (…)".  

 
2.1.2. Constitucionalidad Decretos Legislativos 464 y 555 de 2020  
 
Recientemente la Corte Constitucional mediante las Sentencias C-151 de 20202 y C-209 de 
20203 declaró exequibles los Decretos aludidos, señalando: 
 

                                                
2 Comunicado No. 22. Corte Constitucional de Colombia. Mayo 27 y 28 de 2020.  
3 Comunicado no. 27. Corte Constitucional de Colombia. Julio 1 y 2 de 2020. 
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“(…) la Corte aplicó los juicios de finalidad, de conexidad material, de motivación 
suficiente, de ausencia de arbitrariedad, de intangibilidad, de no contradicción 
específica, de incompatibilidad, de necesidad, de proporcionalidad y de no 
discriminación, y pudo constatar que todas las medidas adoptadas en este decreto 
superaban los antedichos juicios. Por lo tanto, concluyó que el Decreto Legislativo 
464 de 2020 supera el examen material de constitucionalidad. 
(…) 
 
Dentro de los anteriores análisis, la Corte revisó de manera específica cada una de 
las medidas adoptadas por el referido decreto. En este ejercicio, estableció que la 
declaratoria como servicio público esencial del servicio de telecomunicaciones, 
dentro del cual se incluyen los servicios de radiodifusión sonora, los de televisión y 
los servicios postales (art. 1), era compatible con la Constitución. A esta conclusión 
se llegó al considerar que la propia Carta (art. 67 CP) faculta al legislador para 
definir los servicios públicos esenciales; que el legislador ordinario, en diversas 
oportunidades, ha calificado a las telecomunicaciones como un servicio público 
esencial; y que, en la coyuntura generada por el COVID-19 y, en particular, en el 
contexto de las medidas sanitarias de distanciamiento social y de mantenerse 
informado y seguir las recomendaciones de los profesionales sanitarios, se 
encuentra que dichos servicios tienen, la condición de herramientas esenciales, 
durante el período de vigencia del Decreto Legislativo 464 de 2020, que es, según 
lo previsto en su artículo 7, “desde la fecha de su publicación en el Diario Oficial y 
regirá por el término que se mantenga el Estado de emergencia”.  
 

 
2.1.3. Petición al Gobierno Nacional 
 
En virtud de lo anterior, el 5 de mayo que pasó, junto con mi colega el Representante Carlos 
Julio Bonilla, enviamos una misiva al señor presidente Iván Duque, proponiendo que con 
fundamento en el artículo 365 de la Constitución Política, en el cual se establece que los 
servicios públicos son inherentes a la finalidad social del Estado y que es un deber del 
Estado asegurar su prestación eficiente a todos los habitantes del territorio nacional, se 
establezca que el servicio de Internet, sea un servicio público esencial, más allá de la 
vigencia del Decreto 555 de 2020, al considerar en otras cosas, que la “nueva normalidad” 
a la que nos llevó esta pandemia, demanda que el Estado disponga de todos los 
instrumentos para garantizar el servicio de Internet a todos los colombianos, pues está 
íntimamente ligado al ejercicio de múltiples derechos fundamentales, tales como como el 
acceso a la educación, a la vida, la educación, al trabajo, la salud, al libre desarrollo de la 
personalidad, al mínimo vital, a la seguridad personal y el acceso a la información, al 
conocimiento, la ciencia y a la cultura, los cuales deben ser provistos por el Estado. 
 
El Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones respondió aduciendo 
que las leyes 1341 del 2009 y 1978 del 2019, establecen que el estado ya tiene el deber de 
garantizar la prestación continua, oportuna y de calidad de los servicios públicos de 
comunicaciones, para lo cual velará por el despliegue de la infraestructura de redes de 
telecomunicaciones, lo cual resulta un poco contradictorio con las medidas adoptadas vía 
Decreto Legislativo, pues de no tener ningún efecto o no ser necesario establecer este 
estatus, pues sencillamente podría afirmarse que tanto el artículo primero, como la 
excelente exposición de las consideraciones de los Decretos 464 como el 555 son también 
innecesarias, conclusión con la cual se no se está de acuerdo, pues contrario a lo dice el 
ministerio, esta medida resulta de vital importancia de cara al presente y por supuesto al 

futuro que nos espera en lo que refiere a la conectividad que se requiere para que poder 
desarrollar varios derechos fundamentales, tal y como se demostrará seguidamente. 
Adicionalmente, se indicó por el Ministerio que, “de conformidad con lo dispuesto en la 
jurisprudencia constitucional las medidas con fuerza de Ley proferidas en ejercicio de las 
facultades propias del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica, deben 
dirigirse a superar y conjurar el estado de emergencia y deben ser proporcionales con los 
hechos que se pretenden superar, de modo que, introducir modificaciones a la legislación 
permanente, excede dichas facultades.” 
 
De acuerdo con lo anterior, es necesario introducir las modificaciones propuestas mediante 
el presente proyecto de Ley, con vocación de permanencia, a través del trámite propio de 
las leyes ordinarias. 
 
2.2. Legislación comparada 

 
Son varios los países que le han dado relevancia jurídica y normativa a la conectividad 
(Internet). Algunos lo han elevado a rango constitucional, otros lo han contemplado en 
disposiciones legales y otros han avanzado vía jurisprudencial.  
 
Antes de mencionar los casos concretos, valga la pena poner de presente que desde 2011, 
mediante la declaración conjunta sobre la libertad de expresión e Internet4, las Naciones 
Unidas (ONU) para la Libertad de Opinión y de Expresión, la Organización para la 
Seguridad y la Cooperación en Europa (OSCE), la Organización de Estados Americanos 
(OEA) para la Libertad de Expresión y Comisión Africana de Derechos Humanos y de los 
Pueblos (CADHP), frente al acceso a Internet señalaron que:  

“6.      Acceso a Internet  

a.  Los Estados tienen la obligación de promover el acceso universal a 
Internet para garantizar el disfrute efectivo del derecho a la libertad de 
expresión. El acceso a Internet también es necesario para asegurar el 
respeto de otros derechos, como el derecho a la educación, la 
atención de la salud y el trabajo, el derecho de reunión y asociación, 
y el derecho a elecciones libres.  

(…) 

e.   Los Estados tienen la obligación positiva de facilitar el acceso 
universal a Internet. Como mínimo, los Estados deberían: 

                        i.      Establecer mecanismos regulatorios —que contemplen regímenes de 
precios, requisitos de servicio universal y acuerdos de licencia— 
para fomentar un acceso más amplio a Internet, incluso de los 
sectores pobres y las zonas rurales más alejadas. 

                       ii.      Brindar apoyo directo para facilitar el acceso, incluida la creación de 
centros comunitarios de tecnologías de la información y la 
comunicación (TIC) y otros puntos de acceso público. 

                                                
4 Declaración conjunta sobre libertad de expresión e Internet. (2011). Tomado de: 
http://www.oas.org/es/cidh/expresion/showarticle.asp?artID=849&lID=2 

                      iii.      Generar conciencia sobre el uso adecuado de Internet y los beneficios 
que puede reportar, especialmente entre sectores pobres, niños y 
ancianos, y en las poblaciones rurales aisladas. 

                      iv.      Adoptar medidas especiales que aseguren el acceso equitativo a 
Internet para personas con discapacidad y los sectores menos 
favorecidos.  

f.    A fin de implementar las medidas anteriores, los Estados deberían adoptar 
planes de acción detallados de varios años de duración para ampliar el 
acceso a Internet, que incluyan objetivos claros y específicos, así como 
estándares de transparencia, presentación de informes públicos y sistemas 
de monitoreo”. (Negrilla propio).  

Por otra parte, el Consejo de Derechos Humanos en la resolución del A/HRC/20/L.13 del 
29 de junio del 2012 denominada promoción, protección y difusión de los derechos 
humanos en Internet indicó en lo que interesa:  
 

“(…) 2. Reconoce la naturaleza mundial y abierta de Internet como fuerza impulsora 
de la aceleración de los progresos hacia el desarrollo en sus distintas formas;  
 

3. Exhorta a los Estados a que promuevan y faciliten el acceso a Internet y la 
cooperación internacional encaminada al desarrollo de los medios de 
comunicación y los servicios de información y comunicación en todos los 
países(…)”.5(Negrilla propio) 

 
En esa misma línea la Asamblea General de las Naciones Unidas, mediante la Resolución 
No. A/RES/70/299 aprobó la “Agenda de 2030 para el Desarrollo Sostenible”. Consagró 
como uno de los objetivos principales, el aumentar significativamente el acceso a la 
tecnología de la información y las comunicaciones y esforzarse por proporcionar acceso 
universal y asequible a Internet en los países menos adelantados de aquí a 2020 (Metas 
del Objetivo 9)6.   
 
2.1.1. México 
 
Desde 2013, con ocasión de la reforma a la industria de las telecomunicaciones, en México 
se consagró en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (1917) el derecho 
de acceso a Internet. 
 
Tal derecho se incorporó en el artículo 6º, relativo a la libertad de expresión. Al efecto, la 
reforma supuso incorporar nuevos incisos que reconocen el derecho de toda persona “al 
libre acceso a información plural y oportuna, así como a buscar, recibir y difundir información 
e ideas de toda índole por cualquier medio de expresión”. Acto seguido, la norma dispone 
una garantía constitucional al respecto7: 
                                                
5 Asamblea General de la Naciones Unidas. Promoción, protección y disfrute de los derechos humanos en 
Internet29 de junio de 2012. Tomado de: http://ap.ohchr.org/documents/S/HRC/d_res_dec/A_HRC_20_L13.pdf  
6 La Agenda 2030 y los Objetivos de Desarrollo Sostenible Una oportunidad para América Latina y el Caribe. 
Tomado de: https://repositorio.cepal.org/bitstream/handle/11362/40155/24/S1801141_es.pdf 
7 Congreso Nacional de Chile. 2020. INFORME DE LA COMISION DE TRANSPORTES Y 
TELECOMUNICACIONES, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, para reconocer el 
acceso a Internet como un servicio público de telecomunicaciones. Boletín 11.632-15.  

 
“Artículo 6o. La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición judicial 
o administrativa, sino en el caso de que ataque a la moral, la vida privada o los derechos 
de terceros, provoque algún delito, o perturbe el orden público; el derecho de réplica 
será ejercido en los términos dispuestos por la ley. El derecho a la información será 
garantizado por el Estado (…). 
 

El Estado garantizará el derecho de acceso a las tecnologías de la información y 
comunicación, así como a los servicios de radiodifusión y telecomunicaciones, 
incluido el de banda ancha e Internet. Para tales efectos, el Estado establecerá 
condiciones de competencia efectiva en la prestación de dichos servicios (…).” 
(Negrilla propia).  

Se argumentó por parte del gobierno mexicano que la importancia de Internet es que 
es un habilitador de otros derechos fundamentales como el derecho a la información, 
derecho a la privacidad y derecho de acceso a las Tecnologías de la Información y 
de la Comunicación (TIC), a los servicios de radiodifusión y telecomunicaciones8. 
 
2.2.2. Finlandia 
 
En 2010, Finlandia fue el primer país del mundo en considerar a Internet como un derecho 
universal de sus ciudadanos, tal como el teléfono fijo y el servicio postal.  
 
Este derecho, incluido en la Ley del Mercado de las Comunicaciones (Communications 
Market Act), en la sección 60, ha sido definido como una conexión funcional a Internet, la 
que se estimó por parte de la autoridad como de 1Mb por segundo, por medio del Ministerio 
de Transporte y Telecomunicaciones. Esta velocidad se ha ido ampliando y actualmente 
alcanza los 2 Mb/s.  
 
La Agencia de Transportes y Telecomunicaciones (TRAFICOM, ex Autoridad Finlandesa 
Reguladora de las Comunicaciones, FICORA), es la encargada de definir qué empresas 
son las que pueden prestar este servicio universal y cuál es el rango de precios razonable 
para que la banda ancha pueda ser accesible a toda la población. 
 

 
2.2.3. Francia 
 
Francia reconoció el acceso a Internet como un derecho básico mediante sentencia del 
Consejo Constitucional Francés, No. 2009-580 DC de 10 de junio de 2009, al desprenderlo 
de lo dispuesto en el artículo 11 de la Declaración de los Derechos del Hombre y del 
Ciudadano de 1789 que tutela la libre comunicación de pensamientos y opiniones. 
 
2.2.4. Costa Rica 
 
Este país, tomando el precedente francés, mediante la sentencia Nº 12790-2010 y N° 
10627, de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Costa Rica, reconoció el acceso 
                                                
8 Tomado de: https://www.gob.mx/gobmx/articulos/en-mexico-el-acceso-a-Internet-es-un-derecho-
constitucional 
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a Internet como un derecho fundamental.  
 
De acuerdo con Miranda (2016)9, la citada sala determinó que “el retardo verificado en la 
apertura del mercado de las telecomunicaciones quebrantó no sólo el derecho de justicia 
pronta y cumplida, consagrado en el artículo 41 de la Constitución Política, sino que, 
además, ha incidido en el ejercicio y disfrute de otros derechos fundamentales”, como son: 
la libertad de elección de los consumidores, el derecho de acceso a las nuevas tecnologías 
de la información, el derecho a la igualdad y la erradicación de la brecha digital, el derecho 
de acceder al Internet por la interface que elija el consumidor o usuario y la libertad 
empresarial y de comercio.  
 
El citado autor sostiene que, en base a dicho reconocimiento, la Sala Constitucional ha 
acogido una serie de recursos de amparo relacionados con problemas de accesibilidad de 
Internet de personas que habitan zonas aisladas. 
 
Igualmente, se tiene que señalar mediante la Ley General de Telecomunicaciones (No. 
8642), se precisan como objetivos de la norma: Garantizar el derecho de los habitantes a 
obtener servicios de telecomunicaciones; Asegurar la aplicación de los principios de 
universalidad10 y solidaridad del servicio de telecomunicaciones y fortalecer los 
mecanismos de universalidad y solidaridad de las telecomunicaciones, garantizando el 
acceso a los habitantes que lo requieran. 
 
2.2.5. Grecia 
 
El numeral 2 del artículo 5A de la Constitución de Grecia (1975) dispone el derecho de toda 
persona de participar en la Sociedad de la Información. Luego establece, en la misma 
norma, la obligación del Estado de facilitar el acceso a la transmisión electrónica de 
información, así como a su producción, intercambio y difusión. 
 
Por expresa remisión de la norma constitucional citada, el ejercicio del derecho, así como 
el cumplimiento de la obligación por parte del Estado, debe efectuarse respetando otras 
garantías constitucionales, como son la inviolabilidad del hogar, de las comunicaciones y la 
protección de datos personales. 

 
“Artículo 5 A.  
1. Todos tienen derecho a la información, tal y como se detalle por ley. Las 
restricciones a este derecho pueden solamente imponerse por ley y en la medida en 
que sean absolutamente necesarias y justificadas por razones de seguridad 
nacional, lucha contra el crimen o protección de derechos o intereses de terceros. 
 
2. Todos tienen derecho a participar en la Sociedad de la Información. El 
Estado está obligado a facilitar el acceso a la información transmitida 
electrónicamente, así como a su producción, intercambio y difusión, siembre 
salvaguardando las garantías establecidas en los artículos 9, 9A y 19”. (Negrilla 
propia). 

                                                
9 Miranda Bonilla, Haideer. “EL ACCESO A INTERNET COMO DERECHO FUNDAMENTAL”. Revista Jurídica 
IUS Doctrina. N° 15, 2016.  
10 La Ley define universalidad como: Derecho efectivo al acceso de servicios de telecomunicaciones disponibles 
al público en general, de uso colectivo a costo asequible y a una distancia razonable respecto de los domicilios, 
con independencia de la 4 localización geográfica y condición socioeconómica del usuario, de acuerdo con lo 
establecido en el Plan nacional de desarrollo de las telecomunicaciones. 

2.2.6. Suiza 
 
Desde 2006, con la reforma a la Ley de Telecomunicaciones de 1997 (Telecommunications 
Law, of April 30th, 1997), en el artículo 11, Suiza cuenta con un servicio universal en materia 
de telecomunicaciones, que consiste en garantizar que el suministro de servicios básicos 
de telecomunicaciones esté a disposición de toda la población y en todas las regiones del 
país. Estos servicios deben ser accesibles, confiables y de una cierta calidad. 
 
El servicio universal incluye telefonía, fax, transmisión de datos, conexión a los servicios de 
acceso a Internet de banda ancha, el acceso a los servicios de emergencia, teléfonos 
públicos de pago y la prestación de servicios especiales para las personas en situación de 
discapacidad. 
 
A partir del 1 de enero de 2015, la velocidad mínima para la conexión a Internet de banda 
ancha, según lo estipulado en la licencia de servicio universal, es de 2000/200 kbit/s en 
comparación con la de 1000/100 kbit/s prescrita anteriormente. El precio máximo de ese 
servicio de banda ancha se ha reducido de 69 a 55 francos por mes (IVA no incluido).  
 
A la fecha, el servicio universal de telecomunicaciones continuará siendo proporcionado por 
Swisscom, pues la Comisión Federal de Comunicaciones (ComCom) ha otorgado la licencia 
de servicio universal para el período de 2018 a 2022 a esta empresa. 
 
2.6.7. Chile 
 
Actualmente en Chile se está discutiendo un proyecto de ley para establecer el Internet 
como Servicio Público, modificando la Ley General de Telecomunicaciones. Argumenta el 
Senador Juan Pablo Letelier, presidente de la Comisión de Transporte y 
Telecomunicaciones, que el proyecto busca la universalidad del servicio a Internet, 
aumentar cobertura y conectividad. Porque se ha evidenciado que, ante una reducción de 
los ingresos, las familias lo primero que piensan para reducir costos es abandonar los 
asociados a la conectividad (Foro: “La conectividad en la post-pandemia. Hacia una 
regulación inteligente”).11 
 
2.6.8. Ecuador 
 
Este país tiene contemplado en el artículo 16 de la Constitución Política que Todas las 
personas, en forma individual o colectiva, tienen derecho al acceso universal a las 
tecnologías de información y comunicación. 
 
Como se evidencia, son varios los países que han venido avanzando progresivamente en 
la necesidad de darle relevancia jurídica y normativa al Internet, algunos contemplándolo 
como un derecho de carácter constitucional y otros dejándolo a disposiciones de carácter 
legal, pero todos convergen en principios como el de universalidad, esencialidad, cobertura 
y calidad. Mismos objetivos que se pretenden con esta iniciativa.  
 
2.6.9. Argentina 
 

                                                
11 Se puede ver en: http://quecircule.com/nota/diputados-analiza-la-conectividad-en-la-post-pandemia/ 

Recientemente mediante el DNU No. 690/2020 (decreto de necesidad y urgencia), fueron 
declarados servicios públicos esenciales a la telefonía celular y fija, servicios de Internet y 
Televisión y, consecuentemente, se suspendieron los aumentos de tarifas hasta el 31 de 
diciembre 2020. 
 
 
2.3. Colombia  
 
2.3.1. Necesidad de Conectividad con cifras que preocupan  
 
Según un informe publicado en noviembre de 2019 por la Unión Internacional de 
Telecomunicaciones (UIT), se estima que en el mundo hay 3.600 millones de personas aún 
sin conexión a Internet12, los cuales en su mayoría viven en los países menos desarrollados, 
donde en promedio solo dos de cada diez personas están en línea. Por esa razón, se 
considera que las tecnologías digitales deben convertirse en una de las prioridades para el 
desarrollo de una sociedad. Para Doreen Bogdan-Martin, Directora de la Oficina de 
Desarrollo de Telecomunicaciones de la UIT, la colaboración de múltiples partes 
interesadas será clave para hacer que la conectividad universal y significativa sea una 
realidad para todos, y que para ellos se requerirán esfuerzos específicos para reducir el 
costo de la banda ancha y políticas innovadoras para financiar el despliegue de la red a 
poblaciones no conectadas. 
 
Colombia hace parte de las cifras que menciona el estudio de la UIT y la pandemia del 
Covid-19 dejó en evidencia las brechas digitales que existen en el país, con la inmensa 
mayoría de los ciudadanos confinados muchos no pudieron realizar teletrabajo, trabajar 
desde caso o educarse en línea, pues carecen de conectividad. 
 
El panorama es crítico si se tiene en cuenta que según el más reciente boletín del Ministerio 
de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones (Cuarto Trimestre de 2019)13, tan 
solo 6,9 millones de hogares cuentan acceso fijo de Internet, lo que significa que por cada 
100 habitantes tan solo 13,81 cuentan con este servicio.  
 

                                                
12. Digital gender divide. 2019. Tomado de: https://www.itu.int/en/mediacentre/Pages/2019-PR19.aspxNew ITU 
data reveal growing Internet uptake but a widening divide.  
13 Ministerio de Tecnologias de la Informacion y las Comunicaciones- MinTic. Boletin Trimestral de las TIC. 
Cifras cuarto Trimestre 2019. Tomado de: https://colombiatic.mintic.gov.co/679/articles-135691_archivo_pdf.pdf 

 
 
El panorama regional es más desalentador, pues cerca de 24 departamentos (más de la 
mitad), están por debajo del promedio nacional.  
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De otra parte, la velocidad de descarga promedio nacional del servicio de acceso fijo a 
Internet fue de 18,9 Mbps en el último trimestre de 2019, lo que es significativamente bajo 
comparado con el promedio de la velocidad media mundial de descarga que es de 
aproximadamente 63 Mbps para conexiones fijas.  
 
La velocidad de descarga de Internet promedio en el estrato 6 fue de 42,4 Mbps al finalizar 
el cuarto trimestre de 2019, siendo este el segmento que concentró la mayor cantidad de 
accesos con velocidades de descarga superiores a 60 Mbps. Por lo anterior, para el cuarto 
trimestre de 2019 se presentó una brecha de más de 30 Mbps en relación con el estrato 1 
y de 20 Mbps frente al estrato 3. 
 
Por ejemplo, la velocidad de descarga en países como Corea del Sur es de 112 Mbps, 
Qatar con 75 Mbps y Noruega con 69 Mbps. Para no ir tan lejos, en América Latina 
Uruguay cuenta una velocidad de 30Mbps, Cuba con 28Mbps y México 26.5 Mbps14.  
 

                                                
14 Tomado de: 
 https://www.bbc.com/mundo/noticias-
50604735#:~:text=Millones%20de%20usuarios&text=En%20el%20%C3%BAltimo%20a%C3%B1o%2C%20la,
63%20Mbps%20en%20conexiones%20fijas. 

 
 

 
 
 
Según el informe del MinTIC hasta ese trimestre existían más de 30.9 millones de accesos 
a Internet móvil, lo que significa que en promedio 61 persona de cada 100 tenían esta 
herramienta. En lo que refiere a Internet por suscripción se tiene que por cada 100 
habitantes 25 cuentan con este servicio (total de 12,59 millones). Se debe decir que no 
obstante que estas cifras son mejores que las de Internet fijo, lo cierto es que por una parte 
no se tiene en cuenta que muchas personas pueden contar con 2 o más servicios en estas 
categorías, por lo que no puede pensarse que todas las cifras son tan alentadores, y de 
otra parte, se debe considerar que muchas de las actividades diarias que en estos 
momentos se están desempeñando como el trabajo y estudio desde casa no se pueden 
desarrollar óptimamente a través de equipos celulares.  
 
Finalmente, en dicho informe se reporta que los ingresos de los operadores en algunos 
casos superan los 10.000 millones de pesos, tan solo por la prestación de servicios de 
Internet móvil. Así mismo, durante el cuarto trimestre de 2019, el proveedor con mayores 
ingresos en pesos colombianos, sin incluir impuestos, producidos por la prestación del 
servicio de acceso móvil a Internet por suscripción fue Claro ($ 767.200 millones), seguido 
por Movistar ($ 308.900 millones), TIGO ($ 162.000 millones) y Avantel ($ 65.100 millones). 
Lo que demuestra que es un sector que mueve una gran cantidad de dinero.  
 
Más recientemente el DANE publicó algunas cifras que también dan cuenta de la necesidad 
de avanzar con esta iniciativa:  

 En las zonas rurales de Colombia, tan solo el 6,7 % de los hogares con personas 
asistentes al sistema escolar, entre los 5 y 18 años, tienen acceso a Internet.  
 

 
 
El panorama regional sigue la tendencia, pues existe una brecha enorme entre algunos de 
los departamentos, por ejemplo, mientras que en Bogotá, el 78,0 % de los hogares con 
personas entre los 5 y 18 años, que asisten al sistema escolar, tiene Internet, en el Vaupés 
tan solo el 2,9 % de los hogares con personas en ese rango de edad, que asisten al sistema 
escolar, tiene Internet.  

Frente al total nacional, la cifra no mejora, pues el 43,0 % (menos del 57 % del total nacional) 
de los hogares con personas entre los 5 y 18 años, asistentes al sistema escolar, tienen 
Internet. 
 
Se informa por parte de esa misma entidad de estadística que a pesar de que la penetración 
de Internet en el país supera el 40 %, la brecha geográfica sigue siendo muy amplia. Afirma 
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el director del DANE, que este 40 % a nivel nacional corresponde a la alta penetración en 
departamentos como Bogotá (70 %), Antioquia (60 %) y Valle del Cauca (60 %)15. 

 

 

 

En 2018, el 52,7 % de los hogares poseía conexión a Internet para el total nacional; 63,1 % 
para las cabeceras y 16,2 % en centros poblados y rural disperso. La conexión a Internet 
fijo registró mayor proporción de hogares para el total nacional (40,5 %) y cabecera (50,8 
%), respecto a la conexión a Internet móvil. 

 
Durante el mismo período de análisis, el costo elevado fue la razón principal por la que los 
hogares no tenían conexión a Internet con 50,7 % para el total nacional, seguido por los 
hogares que no lo consideran necesario (27,6 %), no hay cobertura en la zona (7,7 %), no 
saben usarlo (7,0 %) y los hogares que no acceden porque no tienen un dispositivo para 
conectarse (3,8 %)16. 
 

                                                
15Ver: https://www.canalinstitucional.tv/noticias/resultados-censo-poblacional-dane  
16 Boletín Técnico Indicadores básicos de tenencia y uso de tecnologías de la información y comunicación – TIC 
en hogares y personas de 5 y más años de edad. Bogotá. 2018. Tomado de: 
https://www.dane.gov.co/files/investigaciones/boletines/tic/bol_tic_hogares_2018.pdf 

 
 
 
Antes de la pandemia, el 68,7 % de las personas censadas por el DANE manifestaron que 
usaron el Internet todos los días de la semana; 27,4 % lo hicieron al menos una vez a la 
semana, pero no cada día, y 3,5 % lo hicieron al menos una vez al mes, pero no cada 
semana. Para cabecera, del total de personas de 5 y más años que usaron Internet, 73,9 
% lo hicieron todos los días de la semana; 23,3 % lo usaron al menos una vez a la semana, 
pero no cada día, y 2,5 % lo usaron al menos una vez al mes, pero no cada semana. Para 
centros poblados y rural disperso, del total de personas de 5 y más años que usaron 
Internet, 33,1 % lo hicieron todos los días de la semana; 55,5 % lo usaron al menos una vez 
a la semana, pero no cada día, y 10,1 % lo usaron al menos una vez al mes, pero no cada 
semana. 

 
 
Según cifras del Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones hasta 
el 2019, había en el país cerca de 23,8 millones de personas que no contaban con acceso 
a Internet, siendo la población de las regiones apartadas y rurales, así como los estrados 1 
y 2 de las zonas urbanas del país los más afectados por esta carencia. Por esta razón, la 
meta del Gobierno, fijada en el Plan Nacional de Desarrollo (PND), es que para 2022, al 
menos el 70 % de la población (31,8 millones) tenga acceso a banda ancha de calidad, esto 
es aumentar al menos un 46,5 % el número de personas con Internet, respecto al año 
anterior. Frente al panorama estudiantil, según cifras del DANE para 2018 en Colombia 
había casi 10 millones de estudiantes y 447 mil docentes. Al respecto, un estudio del 
Laboratorio de Economía de la Educación (LEE), de la Universidad Javeriana, reveló que 
el 96 por ciento de los municipios del país no podrían implementar lecciones 
virtuales debido a que menos de la mitad de los diez millones de estudiantes de colegios 
públicos (cerca del 37 %) tienen computador e Internet en su casa17.  Según el Ministerio 
del Trabajo, actualmente están teletrabajando o haciendo trabajo en casa más de 6 millones 
de personas y se espera que muchos de ellos sigan por largo tiempo en esa medida18.  
 

                                                
17 «Los retos que plantea el coronavirus para la educación en Colombia», 2020. Semana. Recuperado 3 de 
mayo de 2020, de https://www.semana.com/nacion/articulo/los-retos-que-plantea-el-coronavirus-para-la-
educacion-en-colombia/659653 
18 Tomado de: https://www.mintrabajo.gov.co/web/guest/prensa/comunicados/2020/mayo/efectivas-han-sido-
las-medidas-implementadas-por-el-gobierno-para-proteger-el-empleo-en-colombia 

 
Por último, esta iniciativa también atiende al llamado que se hiciera por parte de la OCDE. 
De acuerdo con el estudio de este organismo, un paquete de Internet de alto consumo fijo 
en Colombia cuesta 2,5 veces lo que se paga en promedio en los demás países. Esto limita 
los niveles de conectividad de los colombianos. De hecho, a pesar de haber registrado un 
importante incremento en las conexiones durante los últimos años, Colombia sigue teniendo 
la penetración de banda ancha más baja de los países de la OCDE, con 52 subscripciones 
móviles y 13 fijas por cada 100 habitantes, en comparación con un promedio de la OCDE 
de 110 subscripciones móviles y 31 fijas por cada 100 habitantes.  
 
Ese organismo recomendó mejorar la infraestructura digital y su utilización, pues según un 
informe realizado se determinó en diciembre de 2018, los datos sobre subscriptores a 
banda ancha fija y móvil por cada 100 habitantes (13,4 y 52,1 respectivamente) eran de los 
más bajos de la OCDE. Agregó que el 13 % de las conexiones mediante fibra y la velocidad 
de descarga promedio (3,48 megabits por segundo) también son inferiores a los niveles 
promedio de la OCDE, aunque los precios de los servicios de banda ancha fija (pese a estar 
descendiendo) pueden llegar a ser 2,5 veces más elevados que los registrados en los 
países de la OCDE. 
 
Culminó diciendo que Colombia se está quedando rezagada en cuanto a uso generalizado 
de Internet, ya que en 2017 este servicio solo llegaba a un 64 % de la población, un nivel 
alcanzado por la mayoría de países de la OCDE a mediados de la primera década de 2000 
según el informe. El Gobierno debería dar más pasos para aumentar la adopción y el uso 
de tecnologías digitales y reducir así la brecha digital entre los ciudadanos. Por ejemplo, 
podría mejorar la orientación del financiamiento estatal para centros públicos de conexión 
a Internet situados en comunidades pobres y apartadas, destinar nuevos fondos a la 
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adquisición de computadores y tecnologías de la información en escuelas y pequeñas 
empresas e introducir incentivos fiscales que promuevan el uso de la banca electrónica19. 
 
2.3.2. Razones Jurídicas:  
La Constitución Política contiene diferentes disposiciones que resulta necesario mencionar, 
pues son el sustento constitucional de esta iniciativa. En ellos se establece que corresponde 
al estado garantizar y asegurar la prestación de los servicios públicos, entre ellos el de 
acceso a Internet, pues hoy más que nunca resulta de vital importancia para el goce efectivo 
de otros derechos como lo son el trabajo, la educación y la salud:   

 El artículo 2 define que son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, 
promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, 
derechos y deberes consagrados en la Constitución.  

 El artículo 13 establece el principio de igualdad, para lo cual el Estado promoverá 
las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en favor 
de grupos discriminados o marginados. 

 El artículo 20 dispone que se debe garantizar a toda persona la libertad de expresar 
y difundir su pensamiento y opiniones, la de informar y recibir información veraz e 
imparcial, y la de fundar medios masivos de comunicación.  

 El artículo 25 consagra que el trabajo es un derecho y una obligación social y goza, 
en todas sus modalidades, de la especial protección del Estado. Toda persona tiene 
derecho a un trabajo en condiciones dignas y justas. 

 El artículo 27 contempla que el Estado garantiza las libertades de enseñanza, 
aprendizaje, investigación y cátedra. 

 El artículo 44 dicta que son derechos fundamentales de los niños: la vida, la 
integridad física, la salud y la seguridad social, la alimentación equilibrada, su 
nombre y nacionalidad, tener una familia y no ser separados de ella, el cuidado y 
amor, la educación y la cultura, la recreación y la libre expresión de su opinión. Para 
tal efecto la familia, la sociedad y el Estado tienen la obligación de asistir y proteger 
al niño para garantizar su desarrollo armónico e integral y el ejercicio pleno de sus 
derechos. 

 El artículo 49 dice que la atención de la salud y el saneamiento ambiental son 
servicios públicos a cargo del Estado y que se garantiza a todas las personas el 
acceso a los servicios de promoción, protección y recuperación de la salud. 
Corresponde al Estado organizar, dirigir y reglamentar la prestación de servicios de 
salud a los habitantes y de saneamiento ambiental conforme a los principios de 
eficiencia, universalidad y solidaridad. 

 Por su parte el artículo 365 señala que los servicios públicos son inherentes a la 
finalidad social del Estado. Es deber del Estado asegurar su prestación eficiente a 
todos los habitantes del territorio nacional. 

 Finalmente, el artículo 366 contempla que el bienestar general y el mejoramiento 
de la calidad de vida de la población son finalidades sociales del Estado, por lo que 

                                                
19Tomado de: https://www.oecd.org/newsroom/colombia-debe-impulsar-la-transformacion-digital-y-adoptar-
medidas-adicionales-para-garantizar-que-toda-la-poblacion-comparta-los-beneficios.htm 

será objetivo fundamental de su actividad la solución de las necesidades 
insatisfechas de salud, de educación, de saneamiento ambiental y de agua potable. 

A nivel legal y por vía jurisprudencial, frente a los servicios públicos esenciales 
expresamente se tiene los siguientes:  
 

 Los servicios públicos domiciliarios señalados en la ley 142 de 1994, reconocidos 
como tal por la Corte Constitucional mediante sentencia T – 568 de 1999.  

 Las actividades que realizan las ramas del poder público y del sector educativo, de 
acuerdo con lo señalado por la Corte Constitucional en sentencia T – 1059 de 2001.  

 Los servicios ofrecidos por la Policía Fiscal y de Aduanas, de acuerdo con lo 
señalado en el artículo 53 de la Ley 633 de 2000. 

 Los servicios de los funcionarios del INPEC relacionadas con la custodia y vigilancia 
carcelaria, de conformidad con el artículo 113 del Decreto 407 de 1994.  

 Los que proveen los bomberos y el personal de prevención y atención en desastres, 
de acuerdo a lo consignado por el artículo 2º de la Ley 322 de 1996.  

 El servicio de administración de justicia, de acuerdo a lo señalado en el artículo 125 
de la Ley 270 de 1996. 

 Los servicios que presta la banca central, Ley 31 de 1992.  
 La Seguridad social relacionada con salud y pago de pensiones (Ley 100/93).  
 La Explotación del Petróleo y Educación (desarrollo Jurisprudencial) y también a la 

Reglamentación del transporte público aéreo, marítimo, fluvial, férreo, masivo y 
terrestre y su operación en el territorio nacional, de conformidad con la Ley 105 de 
1993, y con las normas que la modifiquen o sustituyan. (Ley 336 de 1996). 

 
Existen unos servicios públicos esenciales, definidos como tal por la propia Constitución, 
como la educación, el saneamiento ambiental y el suministro de agua potable, tal como lo 
ha entendido la Corte Constitucional en la sentencia T-423 de 1996. 

 
 

Por su parte, el desarrollo de los servicios públicos como esenciales ya ha sido objeto de 
múltiples pronunciamientos por parte del máximo tribunal constitucional colombiano. Es así 
como desde el año de 1995, a través de la sentencia C- 450 de 1995, de la Corte definió 
que:  
 

“(…) El carácter esencial de un servicio público se predica, cuando las actividades 
que lo conforman contribuyen de modo directo y concreto a la protección de 
bienes o a la satisfacción de intereses o a la realización de valores, ligados 
con el respeto, vigencia, ejercicio y efectividad de los derechos y libertades 
fundamentales (…)”. 

 
Adicionalmente, debe tenerse presente que esta iniciativa atiende a lo que el mismo órgano 
jurisdiccional ha dicho en la sentencia C-075 de 1997, en cuanto a que corresponde al 
Congreso de la República definir los servicios públicos esenciales. 
 
Concretamente, frente al servicio de acceso a Internet se reconoce que mediante las Leyes 
1341 de 2009 y 1978 de 2019, se avanzó en reconocer que este es un servicio público, sin 
embargo, a pesar de su importancia estas normas no disponen expresamente que el 
acceso a Internet es un servicio público esencial  

No obstante, la Corte Constitucional, mediante la Sentencia C-691/0820, al referirse a la 
prohibición del derecho de huelga para los trabajadores que laboran en servicios públicos 
esenciales, expresó lo siguiente: 
 

“En el marco de su competencia, la Corte se ha ocupado en distintas ocasiones de 
resolver demandas de inconstitucionalidad presentadas contra normas que prohibían 
la huelga en distintas actividades y para juzgar si la exclusión de este derecho se ajusta 
a la norma constitucional que establece que solamente se puede prohibir la huelga en 
los servicios públicos esenciales, la Corte ha acudido al criterio de acuerdo con el 
cual un servicio público es esencial cuando “las actividades que lo conforman 
contribuyen de modo directo y concreto a la protección de bienes o a la 
satisfacción de intereses o a la realización de valores, ligados con el respeto, 
vigencia, ejercicio y efectividad de los derechos y libertades fundamentales”. En 
tal sentido, la Corte ha declarado que servicios como la banca central; el transporte; 
las telecomunicaciones; la explotación, refinación, transporte y distribución de 
petróleo y los servicios públicos domiciliarios, son materialmente servicios públicos 
esenciales”. (resaltado fuera de texto). 

 
Como se observa, la Corte Constitucional ya le ha dado un carácter material de servicio 
público esencial a los servicios públicos de telecomunicaciones. 
 
En este contexto, Por lo que resulta necesario otorgarle tal estatus en la legislación 
permanente para: 
  

 Permitir el goce efectivo de Derechos tales como: La educación, acceso a la 
información, al conocimiento, la ciencia y a la cultura, la educación, al trabajo, la 
salud, al libre desarrollo de la personalidad, mínimo vital, a la seguridad personal y 
muchos otros más.  

 Garantizar una prestación ininterrumpida del servicio y la operación del mismo, así 
como las acciones necesarias para la adecuación y mantenimiento de las redes e 
infraestructura de telecomunicaciones. 

 Permitir un mayor amparo a través de las acciones constitucionales contempladas 
en el ordenamiento jurídico, por cuanto, la interrupción de dicho servicio público 
puede ocasionar la vulneración de otros derechos fundamentales.  

 Focalizar esfuerzos políticos y económicos para que se garantice el acceso de este 
servicio de manera universal, de calidad y con continuidad, para toda la población 
sobre todo para aquellos que hacen parte la población vulnerable de las zonas 
rurales y urbanas del país. 

 A través de la conectividad garantizar un mínimo de nivel de vida digna a los 
habitantes del territorio nacional.  

 Fijar el principio de la prelación del interés general sobre el particular, especialmente 
en cuanto a la garantía de la prestación del servicio y a la protección de los usuarios 
(Sentencia Corte Constitucional C-122 de 2012).  

 Garantizar el cumplimiento del deber del Estado en asegurar una prestación 
eficiente a todos los habitantes del territorio nacional, en forma directa o a través de 
empresas públicas o privadas.    

 
De acuerdo con todo el panorama previamente expuesto y teniendo en cuenta que la actual 
                                                
20 Demandas de inconstitucionalidad contra los artículos 430 (parcial), 432 (parcial), modificado por el art. 16 de la Ley 584 de 2000, y 
463 del Código Sustantivo del Trabajo. 

situación de emergencia sanitaria ha obligado a la población colombiana a tomar acciones 
para evitar la aglomeración y el contacto físico entre personas, las Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones, concretamente el acceso a Internet, se ha convertido 
en la herramienta más usada y efectiva a la hora de continuar las actividades laborales, 
académicas, familiares, médicas, sociales y económicas, a través de las no recientes pero 
si crecientes modalidades de teletrabajo, trabajo desde casa, telestudio, telemedicina, entre 
otras medidas, de uso creciente entre los actores sociales y económicos y cuya adopción 
fue acelerada por la pandemia del COVID-19. En ese sentido, ahora más que nunca la 
tecnología debe estar al servicio del bienestar social de todos los habitantes del territorio 
nacional y no puede ser un factor que genere más desigualdad.  
 
Sea esta la oportunidad para tomar medidas contundentes que permitan cumplir de manera 
anticipada y con celeridad la meta de conectividad que se había propuesto el Gobierno 
Nacional, pues los ciudadanos más vulnerables no pueden seguir viviendo 
anacrónicamente en una sociedad que demanda el uso constante de las tecnologías de la 
información y la comunicación. Además, con esta medida se estaría aportando 
enormemente a lo que podría ser una alternativa de virtualidad en el sector educativo, con 
el fin de hacerle frente a la muy alta probabilidad de cierre o suspensión de los programas 
académicos de todos los niveles de la educación.  
 
En ese sentido, con esta propuesta se estaría dando un gran paso para que más 
ciudadanos accedan a la información y a las experiencias que se habilitante mediante el 
acceso a Internet, sobre todo a la población más vulnerable de nuestro país que no tiene 
acceso a este servicio que resulta  indispensables para la satisfacción de intereses y la 
realización de valores, ligados con el respeto, vigencia, ejercicio, efectividad y garantía de 
los derechos y libertades fundamentales que mejoren la calidad de vida de todos los 
colombianos. Así mismo, en los términos del Decreto 555 de 2020, se garantizaría la 
operación, adecuación y mantenimiento de las redes e infraestructura de 
telecomunicaciones de manera ininterrumpida, necesarios para el goce efectivo de los 
derechos constitucionales.  
 
La conexión a Internet es fundamental, porque aunque no esté reconocido de manera 
expresa en la carta política, si tiene una íntima e inescindible relación que de manera 
conexa permite no solo el goce efectivo, sino la garantía de derechos básicos como el 
acceso a la educación en situaciones como la que estamos viviendo, a la vida, la educación, 
al trabajo, la salud, al libre desarrollo de la personalidad, mínimo vital, a la seguridad 
personal y el acceso a la información, al conocimiento, la ciencia y a la cultura, los cuales 
deben ser provistos por el Estado.  
 
Colombia tiene una cuenta pendiente de asegurar el acceso a Internet a toda la población, 
y resulta evidente que hoy estamos atravesando por transformaciones que ya no van a 
revertirse. En ese sentido resulta necesario que el Estado y la ciudadanía cuente con las 
todas las herramientas necesarias para materializar ese propósito. Si algo nos deja la 
pandemia y que no se puede dejar pasar, es que se afianzaron los comportamientos 
centrados en el uso de las nuevas tecnologías de la comunicación e información y el Internet 



Gaceta del Congreso  976	 Jueves, 24 de septiembre de 2020	 Página 19

se ha convertido en un habilitador de derechos fundamentales como el de la información, 
privacidad, acceso a las tecnologías de la información y los servicios de telecomunicación, 
educación, salud, trabajo, y el desarrollo de todas las actividades sociales y económicas. 
 
3. MODIFICACIONES INCLUIDAS EN PRIMER DEBATE  
 
Frente al texto presentado y puesto a consideración de la Comisión Sexta de la Cámara de 
Representantes, fueron recibidas varias proposiciones que buscaron precisar y fortalecer 
el articulado del proyecto de ley, las cuales fueron aprobadas por los integrantes de la 
comisión (algunas de las cuales fueron dejadas como constancia por parte de sus autores). 
En ese sentido, a continuación, se presenta un cuadro que explica cuáles fueron las 
modificaciones aprobadas.  
 

ARTÍCULO AUTOR COMENTARIO 
Artículo 2 
 

H.R. CIRO RODRÍGUEZ   
Modifíquese el parágrafo transitorio del Art. 
2.  
 
Parágrafo transitorio. Dentro de los 6 meses 
siguientes a la vigencia de la presente ley, 
no se podrá suspender la prestación del 
servicio para aquellos usuarios ubicados 
en los estratos 1 y 2, que cuenten con de 
planes de Internet fijo y para quienes 
tengan servicios de Internet móvil, que 
no excedan las dos (2) Unidades de Valor 
Tributario – UVT.” 
 
 

Se reduce el tiempo de 1 año a 6 
meses, teniendo en cuenta 
precisamente el tiempo que dura el 
trámite legislativo.  
 
Resulta necesario precisar realmente la 
población a la que estaría dirigida la no 
suspensión, es decir la más vulnerable. 
En ese sentido la proposición busca 
especificar la población a estrados 1 y 2 
para Internet fijo y para Internet móvil 
para quienes tengan planes que no 
excedan los 2 (UVT) $71 mil aprox.  
 
 

H.R. AQUILEO MEDINA 
 
  
Declaratoria de servicio público esencial. El 
Internet será un servicio público esencial y 
universal. Los proveedores de redes y 
servicios de telecomunicaciones deberán 
prestar sus labores de instalación, 
mantenimiento y adecuación de las redes 
requeridas para la operación de este 
servicio de forma regular y continua. no 
podrán suspender las labores de instalación, 
mantenimiento y adecuación de las redes 
requeridas para la operación de este 
servicio.  
 

Se modifica la redacción, bajo el 
argumento que la redacción es con el fin 
de poner una obligación de carácter 
positivo o de hacer y no como estaba 
originalmente como una obligación 
negativa o de no hacer.  

ARTÍCULO AUTOR COMENTARIO 
Artículo 3 H.R. AQUILEO MEDINA 

 
Adiciónese el numeral 5 al artículo 3 del 
Proyecto de Ley No. 109 de 2020 Cámara, 
“Ley de Internet como servicio público 
esencial y universal” o “por medio de la cual 
se modifica la ley 1341 de 2009 y se dictan 
otras disposiciones”. El cual quedará así:  
5. Capacitar a la población vulnerable con 
necesidades económicas y sociales 
especiales, sobre el uso de herramientas 
y dispositivos tecnológicos con el fin de 
que se desenvuelvan en el mundo digital. 

Este aporte permite precisamente 
avanzar en reducir la brecha digital y 
capacitar a la población en el uso de las 
TIC, pues no es suficiente con que las 
personas tengan el servicio, sino que 
también deben saber usarlo.  

 
H.R. MILTON ANGULO 
 
Las poblaciones vulnerables con 
necesidades sociales especiales, como 
zonas rurales, municipios PDET, 
resguardos indígenas, las Comunidades 
Negras, Afrocolombianas, Raizales y 
Palenqueras –NARP-, las reconocidas 
por la Ley 70 de 1993 y demás priorizadas 
por el gobierno nacional. 
 
a) Los hospitales públicos de alta, 

mediana y baja complejidad; 
priorizando las zonas de difícil acceso 
con el propósito de fomentar en las 
regiones apartadas del país la 
telemedicina. 

 

Se agrega a un literal del artículo, la 
priorización para reducción de la brecha 
digital: Establece que también estén las 
comunidades negras, afro y raizales, 
etc.  
 
Adicionalmente se establece un literal 
nuevo para que también sean 
priorizados los hospitales públicos.  
 
Ambas van precisamente en el sentido 
del proyecto.  

Artículo 
Nuevo 

H.R. CIRO RODRÍGUEZ   
Se propuso la modificación del parágrafo 2° 
de artículo 34 de la Ley 1341 de 2009, 
adicionando lo siguiente:  
 
(…) 
 
El Fondo Único de Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones 
publicará un boletín trimestral sobre 
indicadores de cobertura y calidad del 
Servicio Universal y Acceso Universal en 
el sector TIC, realizados con inversión 
pública y con obligaciones de hacer. 

Con esa adición se permite hacer 
seguimiento más frecuente de los 
fondos y saber cómo se están usando 
los recursos del FUTIC.   

4. MODIFICACIONES PROPUESTAS PARA SEGUNDO DEBATE 
 
En atención a que durante el debate del proyecto de ley se recibieron algunos comentarios 
por parte de los representantes integrantes de la comisión, resulta necesario realizar 
algunos ajustes del articulado que den una mayor claridad al proyecto de ley. En ese 
sentido, previo a la ilustración del cuadro que dé cuenta de los ajustes, es pertinente hacer 
las siguientes observaciones.  
 

- Previo a la expedición de la Ley 1341 de 2009, los servicios de telecomunicaciones 
se encontraban inmersos en las disposiciones de la Ley 142 de 1994, pero debido 
a la especificidad técnica del sector de las TIC resultó necesario expedir una 
legislación que fuera más acorde con las necesidades y realidades del sector, pues 
muchas de las disposiciones contenidas en la Ley 142 de 1994 no respondían de 
manera adecuada a lo que requería el sector de las TIC. En ese sentido la 
expedición de la Ley 1341 de 2009 significó un avance en materia legislativa para 
este sector, con reglas acordes a las condiciones y particularidades de los servicios 
de telecomunicaciones, sometidos a constantes evoluciones y que requieren, como 
ninguno otro, de importantes inversiones privadas para su despliegue y operación. 
Posteriormente, esta norma fue mejorada a través de la Ley 1978 de 2019, que se 
ocupó de modernizar las condiciones institucionales y jurídicas para trazar un 
camino de avance acelerado en el cierre de la brecha digital. 
 

- En concordancia con lo anterior, resulta pertinente y oportuno mencionar que con la 
expedición de la Ley 1341 de 2009, se asignó de manera expresa en el numeral 11 
del artículo 18 de esa ley, la función de vigilancia y control del sector de Tecnologías 
de la Información y las Comunicaciones precisamente al Ministerio de Tecnologías 
de la Información y las Comunicaciones. Con la Ley 1978 de 2019, adicionalmente 
se brindó a esta entidad facultades de inspección sobre los servicios de 
telecomunicaciones, incluyendo el de televisión. De esta manera quedó claro que la 
Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios no sería el órgano natural para 
continuar desempeñando estas funciones sobre el sector de las TIC.  

 
Adicionalmente, el Sector cuenta con la Comisión de Regulación de 
Comunicaciones (CRC), regulador único consolidado mediante la Ley 1978 de 2019, 
como órgano técnico e independiente, encargado de promover la competencia en 
los mercados, promover el pluralismo informativo, evitar el abuso de posición 
dominante, regular los mercados de las redes y los servicios de comunicaciones y 
garantizar la protección de los derechos de los usuarios; con el fin que la prestación 
de los servicios sea económicamente eficiente, y refleje altos niveles de calidad, de 
las redes y los servicios de comunicaciones.  
 
En este contexto la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios ya no tiene 
competencia sobre el sector.  
 
Ahora bien, en materia de protección de los usuarios mediante el Decreto 4886 de 
2011 (artículo 1) sobre las funciones de la Superintendencia de Industria y Comercio 
se estableció que tendría la labor de:   
 

“(…) 
32. Velar en los términos establecidos por la ley y la regulación expedida por 

la Comisión de Regulación de Comunicaciones, por la observancia de las 
disposiciones sobre protección al consumidor y los usuarios de los servicios 
de telecomunicaciones y dar trámite a las quejas o reclamaciones que se 
presenten. 
33. Resolver los recursos de apelación y queja que se interpongan contra 
las decisiones adoptadas en primera instancia por los proveedores de los 
servicios de telecomunicaciones. 
34. Reconocer los efectos del silencio administrativo positivo en los casos 
de solicitudes no atendidas adecuadamente por los proveedores de servicios 
de telecomunicaciones dentro del término legal e imponer las sanciones que 
correspondan de acuerdo con la ley. 
35. Ordenar modificaciones a los contratos entre proveedores y 
comercializadores de redes y servicios de telecomunicaciones o entre estos 
y sus usuarios, cuando sus estipulaciones sean contrarias al régimen de 
telecomunicaciones o afecten los derechos de estos últimos. 
36. Imponer, previa investigación, de acuerdo con el procedimiento aplicable, 
sanciones por violación de las normas sobre protección al consumidor y del 
régimen de protección a usuarios de los servicios de telecomunicaciones.  
(…)” 

Lo anterior, fue ratificado en la Ley 1978 de 2019, mediante el artículo 37, que reitera 
las competencias de la Superintendencia de Industria y Comercio, entre otros 
asuntos, como autoridad de control y vigilancia encargada de la protección de los 
usuarios de los servicios que integran el sector TIC. 

 
- De otra parte, es necesario señalar que mediante esta iniciativa no se pretende 

derogar o modificar el modelo de mercado del sector, pues se insiste, fue una de las 
razones que motivaron a separar el sector de la Ley 142 de 1994, referida a los 
servicios públicos domiciliarios, y avanzar con la expedición de la Ley 1341 de 2009, 
que fue recientemente modificada por la Ley 1978 de 2019, para adecuarla a la 
nueva realidad tecnológica y de mercado y generar condiciones de focalización y 
priorización de recursos en la población pobre, vulnerable, en zonas rurales y 
apartadas.   
 

- Los elementos generados por la Ley 1978 incluyen, como se indicó, el deber de que 
el Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones y el Fondo de 
Único de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones concentren sus 
esfuerzos en la población pobre, vulnerable, en zonas rurales, apartadas y, en 
implementar planes, programas y proyectos para promover prioritariamente el 
acceso universal y promover el servicio universal.  

 
- De este modo, es claro el mandato de estas entidades, que ya existe en el 

ordenamiento jurídico con rango legal, para brindar soluciones de acceso público 
comunitario a Internet (acceso universal) y establecer las condiciones y proyectos 
para que los habitantes del territorio nacional accedan, en condiciones de 
asequibilidad, a Internet (servicio universal). 

 
- Aún más, este mandato legal se ratifica con especial importancia, como la función 

de financiar planes, programas y proyectos para promover el acceso con enfoque 
diferencial de las comunidades indígenas, afrocolombianas, raizales, palenqueras y 
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Rrom, a las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones (numeral 10 del 
artículo 35 de la Ley 1341 de 2009, modificado por el artículo 22 de la Ley 1978 de 
2019). 

 
- En el mismo sentido, a lo largo de la Ley, igualmente se incluye el mandato de 

financiar y establecer planes, programas y proyectos que permitan masificar la 
apropiación de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones y el 
fortalecimiento de las habilidades digitales, con prioridad para la población pobre y 
vulnerable (numeral 6 del artículo 35 de la Ley 1341 de 2009, modificado por el 
artículo 22 de la Ley 1978 de 2019). Lo anterior, con el propósito de que el acceso 
a Internet se complemente con la generación de habilidades y formaciones para el 
uso de las TIC y, particularmente, para su apropiación productiva. 

 
- Si bien esta norma tiene un poco más de un año de su expedición y ha generado 

condiciones que han permitido avances en el país para el cierre de la brecha digital, 
la situación creada por la emergencia sanitaria y la pandemia derivada del COVID-
19 en el mundo y, en el país, ponen de presente la necesidad de robustecer y 
fortalecer las acciones que, de manera concreta, incidan para que el país avance 
en implementar soluciones de acceso universal y en lograr el servicio universal a 
Internet que es el fin último de la intervención del Estado en Sector TIC desde hace 
más de 10 años, que fue expedida la Ley 1341 (numeral 2 del artículo 4). 
 

- Como último punto, es importe resaltar que este proyecto de ley de ninguna manera 
quiere fomentar una cultura del no pago, pues partiendo de la realidad económica y 
laboral del país buscamos proteger a las personas pobres y vulnerables, 
especialmente a los menores de edad, niños y niñas, que deben permanecer 
estudiando en casa a través de los medios virtuales. Para ello, se proponen acciones 
concretas que robustecerán el marco legal del Sector, a partir de las disposiciones 
vigentes, de modo que se garantice la seguridad jurídica y se eviten duplicidades o 
conflictos de interpretación en su aplicación. 
 

- De acuerdo con el DANE, en este segundo trimestre de 2020, la economía 
colombiana registró un decrecimiento del -15,7 %, cifras históricas y sin 
precedentes, pues el crecimiento más bajo reportado data del año 2008 donde 
tuvimos un crecimiento del +0,3 %; y frente al desempleo la misma entidad reporta 
cifras que llegaron al 20,2 %, lo que significa un incremento de 9,5 puntos 
porcentuales más que el mismo mes del año 2019, cuando el porcentaje de 
desempleo era de 10,7 %.  

 
Para el alcanzar el objetivo de esta iniciativa, la Ley 1341 de 2009 establece algunas 
normas que resultan ser fundamentales a la hora de discutir el articulado del 
proyecto de ley.  
 

“Artículo 2. Principios orientadores. (…) Promoción de la inversión. (…) El 
Estado asegurará que los recursos del FUTIC se destinen de manera 
específica para garantizar el acceso y servicio universal y el uso de las 
Tecnologías de la Información y las Comunicaciones. (…) 

Artículo 4. Intervención del Estado en el sector de las Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones. (…) 2. Promover el acceso a las 
Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, teniendo como fin 
último el servicio universal. 
 
Artículo 15. Parágrafo 2: El Ministerio de Tecnologías de la Información y 
las Comunicaciones creará un sistema de información integral, con los datos, 
variables e indicadores relevantes, sobre el sector de las Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones, que facilite la fijación de metas, 
estrategias, programas y proyectos para su desarrollo. 
 
Artículo 35. El objeto del FUTIC es. (…) 1. Financiar planes, programas y 
proyectos para promover prioritariamente el acceso universal a servicios TIC 
comunitarios en zonas rurales y urbanas, que priorice la población pobre y 
vulnerable; Financiar planes, programas y proyectos para promover el 
servicio universal a las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, 
mediante incentivos a la oferta o a la demanda en los segmentos de 
población pobre y vulnerable, así como zonas rurales y zonas 
geográficamente aisladas. (…) Financiar y establecer planes, programas y 
proyectos que permitan masificar la apropiación de las Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones y el fortalecimiento de las habilidades 
digitales, con prioridad para la población pobre y vulnerable. (…) Financiar 
planes, programas y proyectos para promover el acceso con enfoque 
diferencial de las comunidades indígenas, afrocolombianas, raizales, 
palenqueras y Rrom, a las Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones (…) 
 
Artículo 38. Masificación del uso de las TIC y cierre de la brecha 
digital. El Ministerio de Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones, revisará, estudiará e implementará estrategias para la 
masificación de la conectividad, buscando sistemas que permitan llegar a las 
regiones más apartadas del país y que motiven a todos los ciudadanos a 
hacer uso de las TIC. PARÁGRAFO. Las autoridades territoriales 
implementarán los mecanismos a su alcance para gestionar recursos a nivel 
nacional e internacional, para apoyar la masificación de las TIC, en sus 
respetivas jurisdicciones. 
 

Igualmente, la Ley 1978 de 2019, prevé como medida para lograr el servicio 
universal, lo siguiente: 

Artículo 31. Establecimiento de cargas u obligaciones diferenciales en 
zonas de servicio universal. El Ministerio de Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones y la Comisión de Regulación de 
Comunicaciones deberán siempre evaluar, en el desarrollo de cualquier 
tipo de proyecto normativo bajo el ámbito de sus competencias legales, la 
posibilidad de establecer medidas o reglas diferenciales que incentiven el 
despliegue de infraestructura y la provisión de servicios en zonas rurales o 
de difícil acceso o en aquellos municipios focalizados por las políticas 
públicas sociales de acuerdo con la normatividad del sector TIC u otra que 
resulte igualmente aplicable, respecto de aquellos proveedores que 

extiendan sus redes o servicios a zonas no cubiertas y los que prestan sus 
servicios con total cobertura, y deberán dejar constancia de la evaluación 
adelantada en los documentos soporte de la publicación de la regla o 
medida normativa que se pretenda adoptar. 

 
Con base en las anteriores consideraciones, a continuación, se presenta el cuadro con el 
pliego de modificaciones propuestas para la discusión y votación en la Plenaria de Cámara 
de Representantes.  
 

 
APROBADO PRIMER 

DEBATE 
PROPUESTO SEGUNDO 

DEBATE COMENTARIO 
“Ley de Internet como 

Servicio Público Esencial y 
Universal” o “Por medio de 
la cual se modifica la Ley 
1341 de 2009 y se dictan 

otras disposiciones” 

Igual  Igual  

Artículo 1º. Objeto. Esta ley 
tiene por objeto establecer 
dentro de los servicios públicos 
de telecomunicación, el 
internet como uno de carácter 
esencial y universal, con el fin 
de propender por garantizar y 
asegurar la prestación del 
servicio de manera eficiente, 
continua y permanente, 
permitiendo la conectividad  
de todos los habitantes del 
territorio nacional, en especial 
de los más vulnerables.   

Artículo 1º. Objeto. Esta ley tiene 
por objeto establecer dentro de los 
servicios públicos de 
telecomunicaciones, el acceso a 
Internet como uno de carácter 
esencial y universal, con el fin de 
propender la universalidad para 
garantizar y asegurar la prestación 
del servicio de manera eficiente, 
continua y permanente, 
permitiendo la conectividad de 
todos los habitantes del territorio 
nacional, en especial de la 
población pobre, los más 
vulnerables, en zonas rurales y 
apartadas.   

Se hacen algunos ajustes de 
simple redacción, en los que 
se incluyen precisiones en 
cuanto a que el servicio es el 
“acceso a Internet” y no 
Internet. Así mismo, se 
incorporan la población en la 
que se enfoque la intervención, 
acorde con la modificación 
introducida por la Ley 1978 de 
2019, precisando igualmente, 
que el concepto de vulnerable 
corresponde a quien ha 
superado la pobreza, pero aún 
persisten condiciones que han 
impedido la consolidación de 
esta situación y se incluye, 
igualmente, la población pobre 
y ubicada en zonas rurales y 
apartadas, justamente donde 
se debe avanzar con la 
conectividad a internet.  

Artículo 2º. Modifíquese el 
artículo 2° de la Ley 1341 de 
2009, modificado por el artículo 
3° de la Ley 1978 de 2019, el 
cual quedará así:  
 
“Artículo 2º. PRINCIPIOS 
ORIENTADORES. La 
investigación, el fomento, la 
promoción y el desarrollo de las 
Tecnologías de la Información 

Artículo 2º. Agréguese un 
numeral al Modifíquese el artículo 
2 de la Ley 1341 de 2009, 
modificado por el artículo 3 de la 
Ley 1978 de 2019, el cual quedará 
así:  
 
“Artículo 2º. PRINCIPIOS 
ORIENTADORES. 
 

A efectos de evitar dudas en la 
interpretación de la Ley, una 
vez promulgada, y facilitar su 
aplicación, se incluyen en este 
artículo únicamente las 
disposiciones referidas a 
principios y las demás que 
tratan sobre la prestación del 
servicio público de 
telecomunicaciones se ubican 
en los artículos que se ocupan 

APROBADO PRIMER 
DEBATE 

PROPUESTO SEGUNDO 
DEBATE COMENTARIO 

y las Comunicaciones son una 
política de Estado que 
involucra a todos los sectores y 
niveles de la administración 
pública y de la sociedad, para 
contribuir al desarrollo 
educativo, cultural, económico, 
social y político e incrementar 
la productividad, la 
competitividad, el respeto a los 
Derechos Humanos inherentes 
y la inclusión social.  
 
Las Tecnologías de la 
Información y las 
Comunicaciones deben servir 
al interés general y es deber del 
Estado promover su acceso 
eficiente y en igualdad de 
oportunidades, a todos los 
habitantes del territorio 
nacional.  
Son principios orientadores de 
la presente ley:  
 
1. Prioridad al acceso y uso de 
las Tecnologías de la 
Información y las 
Comunicaciones. El Estado y 
en general todos los agentes 
del sector de las Tecnologías 
de la Información y las 
Comunicaciones deberán 
colaborar, dentro del marco de 
sus obligaciones, para priorizar 
el acceso y uso a las 
Tecnologías de la Información 
y las Comunicaciones en la 
producción de bienes y 
servicios, en condiciones no 
discriminatorias en la 
conectividad, la educación, los 
contenidos y la competitividad. 
En el cumplimiento de este 
principio el Estado promoverá 
prioritariamente el acceso a las 
Tecnologías de la Información 
y las Comunicaciones para la 
población pobre y vulnerable, 

La investigación, el fomento, la 
promoción y el desarrollo de las 
Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones son una política 
de Estado que involucra a todos los 
sectores y niveles de la 
administración pública y de la 
sociedad, para contribuir al 
desarrollo educativo, cultural, 
económico, social y político e 
incrementar la productividad, la  
competitividad, el respeto a los 
Derechos Humanos inherentes y la 
inclusión social.  
 
Las Tecnologías de la Información 
y las Comunicaciones deben servir 
al interés general y es deber del 
Estado promover su acceso 
eficiente y en igualdad de 
oportunidades, a todos los 
habitantes del territorio nacional.  
Son principios orientadores de la 
presente ley:  
 
1. Prioridad al acceso y uso de las 
Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones. El Estado y en 
general todos los agentes del 
sector de las Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones 
deberán colaborar, dentro del 
marco de sus obligaciones, para 
priorizar el acceso y uso a las 
Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones en la producción 
de bienes y servicios, en 
condiciones no discriminatorias en 
la conectividad, la educación, los 
contenidos y la competitividad. En 
el cumplimiento de este principio el 
Estado promoverá prioritariamente 
el acceso a las Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones 
para la población pobre y 
vulnerable, en zonas rurales y 
apartadas del país.  
 

de estos aspectos. En ese 
sentido, lo que refiere a la 
Declaratoria de Servicio 
Público Esencial hará parte del 
artículo 4 del proyecto de ley.  
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APROBADO PRIMER 
DEBATE 

PROPUESTO SEGUNDO 
DEBATE COMENTARIO 

en zonas rurales y apartadas 
del país.  
 
1.1 Declaratoria de servicio 
público esencial. El internet 
será un servicio público 
esencial y universal. Los 
proveedores de redes y 
servicios de 
telecomunicaciones deberán 
prestar sus labores de 
instalación, mantenimiento y 
adecuación de las redes 
requeridas para la operación 
de este servicio de forma 
regular y continua.   
 
11. Universalidad: El Estado 
propenderá por garantizar de 
manera progresiva el derecho 
efectivo al acceso de servicios 
de telecomunicaciones 
disponibles al público en 
general, con tarifas asequibles, 
con independencia de la 
localización geográfica y 
condición socioeconómica de 
los usuarios.  
 
Parágrafo transitorio. Dentro 
de los 6 meses siguientes a la 
vigencia de la presente ley, no 
se podrá suspender la 
prestación del servicio para 
aquellos usuarios ubicados en 
los estratos 1 y 2, que cuenten 
con planes de internet fijo y 
para quienes tengan servicios 
de internet móvil, que no 
excedan las dos (2) Unidades 
de Valor Tributario – UVT. 

1.1 Declaratoria de servicio público 
esencial. El internet será un 
servicio público esencial y 
universal. Los proveedores de 
redes y servicios de 
telecomunicaciones deberán 
prestar sus labores de instalación, 
mantenimiento y adecuación de las 
redes requeridas para la operación 
de este servicio de forma regular y 
continua.   
 
11. Universalidad: El fin último de 
intervención del Estado en el 
Sector TIC es propenderá por el 
servicio universal a las 
Tecnologías de la Información y 
las Comunicaciones garantizar de 
manera progresiva el derecho 
efectivo al acceso de servicios de 
telecomunicaciones disponibles al 
público en general, con tarifas 
asequibles, con independencia de 
la localización geográfica y 
condición socioeconómica de los 
usuarios.  
 
Parágrafo transitorio. Dentro de 
los 6 meses siguientes a la vigencia 
de la presente ley, no se podrá 
suspender la prestación del 
servicio para aquellos usuarios 
ubicados en los estratos 1 y 2, que 
cuenten con planes de internet fijo 
y para quienes tengan servicios de 
internet móvil, que no excedan las 
dos (2)  
Unidades de Valor Tributario – 
UVT.  

Artículo 3°. Disminución de la 
brecha digital. Corresponde al 
Gobierno Nacional:  
 
1. Promover el acceso a 

servicios de 
telecomunicaciones de 
calidad, de manera 

Artículo 3. Agréguese el inciso 
segundo al artículo 38 de la Ley 
1341 de 2009, así: 
 
“ARTÍCULO 38. MASIFICACIÓN 
DEL USO DE LAS TIC Y CIERRE 
DE LA BRECHA DIGITAL.  
(…) 

La Ley 1341, en su artículo 38 
ya dispone lo referido al 
mandato de cerrar la brecha 
digital y propender por su 
apropiación por todos los 
habitantes del territorio 
nacional, igualmente, desde la 
reforma de la Ley 1978 se 

APROBADO PRIMER 
DEBATE 

PROPUESTO SEGUNDO 
DEBATE COMENTARIO 

oportuna, eficiente y a 
precios asequibles y 
competitivos, a los 
habitantes de las zonas del 
país donde el costo de las 
inversiones para la 
instalación y el 
mantenimiento de la 
infraestructura hace que el 
suministro de estos 
servicios no sea 
financieramente rentable.  
 

2. Promover el acceso a 
servicios de 
telecomunicaciones de 
calidad, de manera 
oportuna, eficiente y a 
precios asequibles y 
competitivos, a los 
habitantes del país que no 
tengan recursos suficientes 
para acceder a ellos.  
 

3. Reducir la brecha digital, 
garantizar mayor igualdad 
de oportunidades, así como 
el disfrute de los beneficios 
de la sociedad de la 
información y el 
conocimiento por medio del 
fomento de la conectividad, 
el desarrollo de 
infraestructura y la 
disponibilidad de 
dispositivos de acceso y 
servicios de banda ancha. 
 

4. Dotar de servicios de 
telecomunicaciones de 
calidad, de manera 
oportuna, eficiente y a 
precios asequibles y 
competitivos, a:  

 
a. Las instituciones 

públicas de educación 
básica, media y superior. 

 
Lo anterior, mediante la 
promoción del acceso universal, 
el servicio universal, la 
apropiación, capacitación y uso 
productivo de las TIC, de manera 
prioritaria para la población 
pobre, vulnerable, en zonas 
rurales, y apartadas.  
 
 
Artículo 3°. Disminución de la 
brecha digital. Corresponde al 
Gobierno Nacional:  
 
1. Promover el acceso a servicios 

de telecomunicaciones de 
calidad, de manera oportuna, 
eficiente y a precios asequibles 
y competitivos, a los habitantes 
de las zonas del país donde el 
costo de las inversiones para la 
instalación y el mantenimiento 
de la infraestructura hace que el 
suministro de estos servicios no 
sea financieramente rentable.  
 

2. Promover el acceso a servicios 
de telecomunicaciones de 
calidad, de manera oportuna, 
eficiente y a precios asequibles 
y competitivos, a los habitantes 
del país que no tengan recursos 
suficientes para acceder a ellos.  
 

3. Reducir la brecha digital, 
garantizar mayor igualdad de 
oportunidades, así como el 
disfrute de los beneficios de la 
sociedad de la información y el 
conocimiento por medio del 
fomento de la conectividad, el 
desarrollo de infraestructura y la 
disponibilidad de dispositivos de 
acceso y servicios de banda 
ancha. 
 

4. Dotar de servicios de 
telecomunicaciones de calidad, 

introduce el mandato de 
focalización en la población 
pobre, vulnerable, en zonas 
rurales y apartadas, los planes 
y programas para las 
comunidades étnicas y la 
generación de acciones de 
apropiación. Igualmente, se 
dispone que las obligaciones 
de hacer deben beneficiar 
igualmente instituciones 
oficiales como hospitales, 
colegios, bibliotecas, por tanto, 
para evitar antinomias y 
facilitar la aplicación efectiva 
de la Ley, se introduce el texto 
en el artículo referido 
concretamente al cierre de la 
brecha digital y se evitan la 
dispersión en los mandatos al 
respecto. 
 
Además, es necesario precisar 
que en múltiples normas de la 
Ley 1341 de 2009 se puede 
encontrar los criterios de 
focalización de recursos, 
esfuerzos y acciones 
encaminados al cierre de la 
brecha digital. Algunas de ellas 
son:  
 

 El Estado debe lograr el 
acceso y servicio 
universal, lo que implica 
que todos los habitantes 
de territorio nacional 
accedan a los servicios a 
precios asequibles. 
(numeral 5 artículo 2, 
numeral 2 artículo 4, 
artículo 11, artículo 34, 
artículo 35, artículo 37 de 
la Ley 1341 de 2009) 

 
 En el mismo sentido, el 

cierre de la brecha digital 
ya es un mandato de la 

APROBADO PRIMER 
DEBATE 

PROPUESTO SEGUNDO 
DEBATE COMENTARIO 

b. Las poblaciones 
vulnerables con 
necesidades sociales 
especiales, como zonas 
rurales, municipios 
PDET, resguardos 
indígenas, las 
comunidades Negras, 
Afro, Raizales y 
Palenqueras -NARP-, y 
demás priorizadas por el 
gobierno nacional. 

c. Los hospitales públicos 
de alta, mediana y baja 
complejidad; priorizando 
las zonas de difícil 
acceso con el propósito 
de fomentar en las 
regiones apartadas del 
país la telemedicina.  
 

5. Capacitar a la población 
vulnerable con necesidades 
económicas y sociales 
especiales, sobre el uso de 
herramientas y dispositivos 
tecnológicos con el fin de 
que se desenvuelvan en el 
mundo digital. 

de manera oportuna, eficiente y 
a precios asequibles y 
competitivos, a:  

 
a. Las instituciones públicas 

de educación básica, media 
y superior. 

b. Las poblaciones 
vulnerables con 
necesidades sociales 
especiales, como zonas 
rurales, municipios PDET, 
resguardos indígenas, las 
comunidades Negras, Afro, 
Raizales y Palenqueras -
NARP-, y demás 
priorizadas por el gobierno 
nacional. 

c. Los hospitales públicos de 
alta, mediana y baja 
complejidad; priorizando las 
zonas de difícil acceso con 
el propósito de fomentar en 
las regiones apartadas del 
país la telemedicina.  

 
5. Capacitar a la población 

vulnerable con necesidades 
económicas y sociales 
especiales, sobre el uso de 
herramientas y dispositivos 
tecnológicos con el fin de que se 
desenvuelvan en el mundo 
digital. 

Ley 1341 de 2009 (artículo 
2, 11, 17, 34, 38 de la Ley 
1341 de 2009). 

 
 La focalización y 

priorización de la 
inversión, en la población 
pobre, vulnerable, en 
zonas rurales, apartadas, 
fue la modificación 
introducida por la Ley 
1978 de 2019 al 
ordenamiento jurídico 
(artículos 3,10, 22 de la 
Ley 1978 de 2019). 

 
 La función de financiar 

planes, programas y 
proyectos para promover 
el acceso con enfoque 
diferencial de las 
comunidades indígenas, 
afrocolombianas, raizales, 
palenqueras y Rrom, a las 
Tecnologías de la 
Información y las 
Comunicaciones ya está 
consagrado en el numeral 
10 del artículo 35 de la Ley 
1341 de 2009, modificado 
por el artículo 22 de la Ley 
1978 de 2019. 

 
 El mandato de financiar y 

establecer planes, 
programas y proyectos 
que permitan masificar la 
apropiación de las 
Tecnologías de la 
Información y las 
Comunicaciones y el 
fortalecimiento de las 
habilidades digitales, con 
prioridad para la población 
pobre y vulnerable se 
encuentra en el numeral 6 
del artículo 35 de la Ley 
1341 de 2009, modificado 

APROBADO PRIMER 
DEBATE 

PROPUESTO SEGUNDO 
DEBATE COMENTARIO 

por el artículo 22 de la Ley 
1978 de 2019. 

 
Finalmente, resulta valido 
hacer la precisión que la 
modificación que se realiza al 
artículo de ninguna manera 
tiene como finalidad excluir las 
poblaciones que venían 
precisadas en el artículo como 
fue aprobado en el primer 
debate, sino que por el 
contrario, al establecer una 
descripción más amplia y 
objetiva, y no una taxativa, se 
evita incurrir en algún tipo 
omisión que excluya algún 
grupo que siendo vulnerable 
no se encuentre establecido en 
el artículo, por ejemplo los 
grupos indígenas, que siendo 
una población que igualmente 
necesita del servicio, no se 
encontraba en el articulado. En 
ese sentido, se considera 
pertinente establecer una 
fórmula de redacción que 
permita priorizar y enfocar 
acciones en cualquier 
población pobre, vulnerable, 
en zonas rurales, y apartadas.  
 
 

Artículo 4°. Adiciónese un 
parágrafo nuevo al artículo 10° 
de la Ley 1341 de 2009, el cual 
quedará así:  
“Artículo 10. Habilitación 
General.  A partir de la vigencia 
de la presente Ley, la provisión 
de redes y servicios de 
telecomunicaciones, que es un 
servicio público bajo la 
titularidad del Estado, se 
habilita de manera general, y 
causará una contraprestación 
periódica a favor del Fondo 

Artículo 4°. Adiciónese un 
parágrafo nuevo al artículo 10° de 
la Ley 1341 de 2009, el cual 
quedará así:  
 
Parágrafo 4. El acceso a Internet 
es un servicio público esencial. 
Por tanto, los proveedores de 
redes y servicios de 
telecomunicaciones no podrán 
suspender las labores de 
instalación, mantenimiento y 
adecuación de las redes 
requeridas para la operación de 

Se unifica con el contenido que 
estaba propuesto en el artículo 
2 (referido a los principios) y se 
aclara que la declaratoria de 
servicio público esencial no 
exime del cumplimiento de los 
deberes a los usuarios. 
Igualmente, se precisa que el 
servicio público esencial 
corresponde al acceso a 
Internet y que, igualmente, 
implica para los proveedores el 
deber de cumplir con varias 
obligaciones referidas a la 
continuidad del servicio. 
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APROBADO PRIMER 
DEBATE 

PROPUESTO SEGUNDO 
DEBATE COMENTARIO 

Único de Tecnologías de la 
Información y las 
Comunicaciones. Esta 
habilitación comprende, a su 
vez, la autorización para la 
instalación, ampliación, 
modificación, operación y 
explotación de redes para la 
prestación de los servicios de 
telecomunicaciones, se 
suministren o no al público. La 
habilitación general a que hace 
referencia el presente artículo 
no incluye el derecho al uso del 
espectro radioeléctrico. 
(…) 
Parágrafo 4o. En materia del 
servicio público de internet, 
será considerado como un 
servicio público esencial y 
universal.” 
 

este servicio público esencial, y 
garantizarán la continua 
provisión del servicio. Lo 
anterior, sin perjuicio del 
cumplimiento de los deberes y 
obligaciones a cargo de los 
suscriptores y usuarios del 
servicio, conforme a la 
regulación de la Comisión de 
Regulación de Comunicaciones. 
Parágrafo 4o. En materia del 
servicio público de internet, será 
considerado como un servicio 
público esencial y universal.” 
 

Artículo 5º. El Gobierno 
Nacional tendrá seis (6) meses 
para la reglamentación e 
implementación de la presente 
ley.  

Artículo 5º. El Gobierno Nacional 
tendrá seis (6) meses para la 
reglamentación e implementación 
de la presente ley. 
 

Se sugiere esta modificación, 
en atención a que no se 
observan disposiciones que 
impliquen una reglamentación. 

Artículo 6º. Modifíquese el 
PARÁGRAFO 2º del 
ARTÍCULO 34 de la Ley 1341 
de 2009.  

“PARÁGRAFO 2º. AGENDA 
DE INVERSIÓN. 
Anualmente, el Fondo Único 
de Tecnologías de la 
Información y las 
Comunicaciones publicará 
durante quince (15) días 
calendario el proyecto de 
agenda de inversión con los 
planes, programas y 
proyectos planeados para la 
siguiente vigencia 
presupuestal. Todos los 
comentarios que se reciban 
frente al proyecto de agenda 

Artículo 6º. Modifíquese el 
PARÁGRAFO 2º del ARTÍCULO 34 
de la Ley 1341 de 2009.  

“PARÁGRAFO 2º. AGENDA DE 
INVERSIÓN. Anualmente, el 
Fondo Único de Tecnologías de 
la Información y las 
Comunicaciones publicará 
durante quince (15) días 
calendario el proyecto de agenda 
de inversión con los planes, 
programas y proyectos planeados 
para la siguiente vigencia 
presupuestal. Todos los 
comentarios que se reciban frente 
al proyecto de agenda de 
inversión durante el plazo de 
publicación deberán ser objeto de 
respuesta.  

El parágrafo 2 del artículo 15 
de la Ley 1341 de 2009 
dispone que el MinTIC creará 
un sistema de información 
integral, con los datos, 
variables e indicadores 
relevantes, sobre el sector de 
las Tecnologías de la 
Información y las 
Comunicaciones, que facilite la 
fijación de metas, estrategias, 
programas y proyectos para su 
desarrollo. Con fundamento en 
ello, la Resolución 3484 de 
2012, creó el SISTEMA DE 
INFORMACIÓN INTEGRAL 
DEL SECTOR TIC - 
COLOMBIA TIC, que contiene 
información periódica 
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de inversión durante el plazo 
de publicación deberán ser 
objeto de respuesta.  

 
El Fondo Único de 
Tecnologías de la 
Información y las 
Comunicaciones publicará 
un boletín trimestral sobre 
indicadores de cobertura y 
calidad del Servicio 
Universal y Acceso 
Universal en el sector TIC, 
realizados con inversión 
pública y con obligaciones 
de hacer.” 

 
El Fondo Único de Tecnologías 
de la Información y las 
Comunicaciones publicará un 
boletín trimestral sobre 
indicadores de cobertura y calidad 
del Servicio Universal y Acceso 
Universal en el sector TIC, 
realizados con inversión pública y 
con obligaciones de hacer.” 

requerida para que las 
entidades administrativas del 
sector y aquellas entidades 
públicas que llegaren a 
participar en el sistema, 
puedan fijar sus metas, 
estrategias, programas y 
proyectos para el desarrollo de 
sector, representada en 
información integral, datos, 
variables e indicadores 
relevantes sobre el Sector de 
las Tecnologías de la 
Información y las 
Comunicaciones, entre otros. 
Lo interior incluye, además la 
publicación de un boletín 
trimestral por parte del MinTIC. 

(NUEVO) Artículo 5. Agréguese el 
parágrafo 4 al artículo 8 de la Ley 
1341 de 2009, así: 
 
Parágrafo 4. Durante la vigencia 
de los estados de excepción y 
las emergencias sanitarias que 
sean declaradas por el Ministerio 
de Salud y Protección Social, en 
los que se requiera garantizar el 
acceso a Internet de los 
habitantes del territorio nacional 
como parte de la atención y 
mitigación de la emergencia y de 
sus efectos, los proveedores del 
servicio público de 
telecomunicaciones (PRST) 
aplicarán las siguientes reglas: 
 
Para los planes de telefonía 
móvil (voz y datos) en la 
modalidad pospago cuyo valor 
no exceda una coma cinco (1,5) 
Unidades de Valor Tributario 
(UVT) si el usuario incurre en 
impago del servicio, mantendrá 
al menos los siguientes 
elementos: la opción de efectuar 
recargas para usar el servicio en 
la modalidad prepago, envío de 
doscientos (200) mensajes de 

Se unifica la propuesta 
definida en el artículo 2 del 
texto aprobado en primer 
debate, que se ubica en el 
artículo 8 de la Ley 1341 de 
2009, referida a la prestación 
del servicio público de 
telecomunicaciones en 
estados de emergencias, 
agregando un parágrafo que 
consagra la garantía en la 
legislación permanente de 
unos servicios mínimos de 
telecomunicaciones en caso 
de esas emergencias. Este 
beneficio se robustece para 
beneficiar y focalizar en la 
población que más lo requiere. 
 
Debe destacarse que, si bien, 
este artículo está dirigido a 
atender situaciones como las 
que hoy vivimos, es decir 
estado de excepción (Ley 137 
de 1994) y emergencias 
sanitarias, lo cierto es que con 
el fin de mantener la intensión 
del parágrafo transitorio (sobre 
la no suspensión) y darle un 
mayor impacto a la medida, se 
establece que  los beneficios 
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texto (SMS) gratis y la recepción 
de estos sin ninguna restricción, 
la navegación gratuita en treinta 
(30) direcciones de Internet 
(URL), que serán definidas por el 
Ministerio de Tecnologías de la 
Información y las 
Comunicaciones con apoyo de la 
Comisión de Regulación de 
Comunicaciones, para acceder a 
servicios de salud, atención de 
emergencias, del gobierno y de 
educación. 
Para los servicios de telefonía 
móvil (voz y datos) en la 
modalidad prepago se 
mantendrá al menos el envío de 
doscientos (200) mensajes de 
texto (SMS) gratis y la recepción 
de estos sin ninguna restricción. 
Lo dispuesto en el presente 
parágrafo aplicará únicamente 
cuando el usuario curse tráfico 
sobre la red de su operador. 
Parágrafo transitorio. Las 
medidas descritas en el anterior 
parágrafo 4 igualmente serán 
aplicables durante los seis (6) 
meses siguientes a la 
promulgación de la presente 
Ley.  

que trae este artículo nuevo se 
extiendan durante los 6 meses 
siguientes a la entrada en 
vigencia de esta ley, exista o 
no emergencia sanitaria 
(actualmente tiene vigencia 
solo hasta el 30 de noviembre 
del año en curso) o estado de 
excepción.  

(NUEVO) Artículo 6. Agréguense dos 
parágrafos al artículo 31 de la 
Ley 1978 de 2019, así: 
 
Parágrafo 1: Con el fin de 
incentivar la provisión del 
servicio de acceso a Internet en 
todo el territorio nacional, dentro 
de los diez (10) meses siguientes 
a la expedición de la presente 
Ley la Comisión de Regulación 
de Comunicación deberá 
adoptar un paquete de medidas 
regulatorias diferenciales, 
respecto de aquellos elementos 
que no sean esenciales para la 
prestación del servicio, dirigidos 
a los proveedores de redes y 

La Ley 1978 de 2019 ya había 
incorporado una disposición 
que permite analizar cargas 
diferenciales para lograr el 
servicio universal. El parágrafo 
propuesto buscar agilizar y 
focalizar la implementación de 
este mandato, de acuerdo la 
situación evidencia durante la 
emergencia sanitaria y el 
aislamiento preventivo, en el 
que se consideró, por la misma 
CRC, que ciertas medidas 
podían ser flexibilizadas de 
manera transitoria y que otras, 
no eran aplicables a los PRST 
de menor tamaño. Es de 
mencionar que estos son 
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servicios de telecomunicaciones 
que brinden acceso a Internet fijo 
residencial minorista en zonas 
rurales, apartadas, de difícil 
acceso y que tengan menos de 
treinta mil (30.000) usuarios 
reportados en el Sistema de 
Información Integral del Sector 
de TIC -ColombiaTIC- con corte 
al 30 de junio de 2020. 
 
Parágrafo 2: Con el fin de 
incentivar la provisión del 
servicio de acceso a Internet en 
todo el territorio nacional, dentro 
de los diez (10) meses siguientes 
a la expedición de la presente 
Ley el Ministerio de Tecnologías 
de la Información y las 
Comunicaciones deberá adoptar 
un paquete de medidas 
reglamentarias diferenciales, 
respecto de aquellos elementos 
que no sean esenciales para la 
prestación del servicio, dirigidos 
a los proveedores de redes y 
servicios de telecomunicaciones 
que brinden acceso a Internet fijo 
residencial minorista en zonas 
rurales, apartadas, de difícil 
acceso y que tengan menos de 
treinta mil (30.000) usuarios 
reportados en el Sistema de 
Información Integral del Sector 
de TIC -ColombiaTIC- con corte 
al 30 de junio de 2020.  

operadores de menor tamaño, 
pequeñas y medianas 
empresas, que hacen 
esfuerzos para lograr la 
inversión y la presencia en 
zonas del territorio nacional 
que resulta menos atractivas 
para las empresas de mayor 
tamaño y clientes. Con esta 
medida, se generan 
condiciones concretas para 
aumentar la cobertura del 
servicio, especialmente, para 
la población pobre, vulnerable, 
en zonas rurales y apartadas, 
sin generar desbalances en 
materia de las 
contraprestaciones que pagan 
los diversos agentes, ya que la 
medida se refiere a la 
flexibilización de cargas 
administrativas, regulatorias y 
reglamentarias, no al pago de 
la contraprestación periódica 
única. 
 
 
Esta propuesta de artículo 
nuevo atiende a una realidad, 
y es que, de los cerca de 335 
proveedores de servicios de 
Internet (ISP) que operan en 
Colombia, 316 de ellos tienen 
tienen presencia en 1.032 
municipios del país, es decir 
cubren cerca del 92 % de todo 
el territorio nacional, incluidos 
aquellos lugares de difícil 
acceso y con población 
vulnerable y, en este segmento 
se ubican los que tienen 
menos de 30 mil usuarios. En 
ese sentido, esta propuesta, 
en consonancia con la 
finalidad del proyecto, resulta 
ser útil y permitente para 
ampliar la cobertura y calidad 
del Internet. 
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(NUEVO) Artículo 7. Modifíquese el 
parágrafo 2 del artículo 193 de la 
Ley 1753 de 2015, que quedará 
así: 
 
PARÁGRAFO 2. Las solicitudes 
de licencia para la construcción, 
conexión, instalación, 
modificación u operación de 
cualquier equipamiento para la 
prestación de servicios de 
telecomunicaciones, fijas y 
móviles, serán resueltas por la 
entidad, pública o privada, 
competente dentro del mes 
siguiente a su presentación. 
Transcurrido este plazo sin que 
se haya notificado la decisión 
que resuelva la petición, se 
entenderá concedida la licencia 
en favor del peticionario en los 
términos solicitados en razón a 
que ha operado el silencio 
administrativo positivo. Dentro 
de las setenta y dos (72) horas 
siguientes la autoridad 
competente deberá reconocer al 
peticionario los efectos del 
silencio administrativo positivo. 

En articulación con el objetivo 
de aumentar servicio de 
acceso a Internet se dispone 
como legislación permanente 
una medida que busca agilizar 
los procesos y trámites 
requeridos para el despliegue 
de infraestructura de 
telecomunicaciones. Es de 
indicar que se fija un término 
para surtir un procedimiento 
sin que, de forma alguna, se 
modifique o mengue la 
capacidad para analizar y 
decidir en cada caso concreto 
las solicitudes en el marco de 
la competencia y autonomía de 
las entidades que deben 
atender el trámite 

(NUEVO) Artículo 8. Todos los usuarios de 
los servicios de acceso a Internet 
móvil en la modalidad prepago y 
pospago de hasta uno coma 
cinco (1,5) Unidades de Valor 
Tributario (UVT) podrán navegar 
sin costo para el usuario (zero 
rating) al dominio, subdominio y 
páginas adyacentes del portal de 
educación que será dispuesto 
por el Ministerio de Educación 
Nacional y el Ministerio de 
Tecnologías de la Información y 
las Comunicaciones. Este portal 
dispondrá de contenidos 
educativos en texto, 
animaciones e imágenes. 

Como garantía de la educación 
de los niños, niñas, jóvenes y 
adolescentes se dispone que 
el acceso a la versión móvil del 
portal educativo dispuesto por 
el Ministerio de Educación 
Nacional y el Ministerio de 
Tecnologías de la Información 
y las Comunicaciones será una 
garantía permanente. 

(NUEVO) Artículo 9. Adicionar un numeral 
al artículo 35 de la Ley 1341 de 
2009, así: 

Para incentivar el despliegue y 
provisión del servicio de 
acceso a Internet, 
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23. Financiar el desarrollo de 
líneas de crédito, fomento y 
fortalecimiento de los 
proveedores de redes y servicios 
de telecomunicaciones que 
brinden acceso a Internet fijo 
residencial minorista que tengan 
menos de treinta mil (30.000) 
usuarios reportados en el 
Sistema de Información Integral 
del Sector de TIC -ColombiaTIC- 
con corte al 30 de junio de 2020. 
El Ministerio de Tecnologías de 
la Información y las 
Comunicaciones reglamentará la 
materia. 

especialmente por aquellos 
proveedores más pequeños, 
que llegan a las zonas apartas 
del país, donde no resulta un 
mercado atractivo para 
proveedores de mayor 
tamaño, y con el fin de 
garantizar su operación y 
desarrollo, se dispone que el 
Fondo Único de TIC pueda 
generar esquemas de crédito y 
fomento para estos 
proveedores de menores 
ingresos. Esta adición implica 
simplemente una facultad para 
el FUTIC, en el sentido de 
poder destinar recursos para 
otorgar créditos, a los 
proveedores pequeños que 
tienen menos de 30 mil, pero 
que como ya se dijo cubren el 
servicio de internet en el 92% 
del territorio nacional incluidas 
aquellas zonas de población 
vulnerable y de las zonas 
rurales. Estos créditos 
funcionan como un 
mecanismo de incentivo a la 
oferta, para que se dé el 
despliegue y prestación del 
servicio, especialmente, en las 
zonas del país con mayores 
necesidades. 

Artículo 7. Vigencia. La 
presente ley rige a partir de su 
publicación, y deroga todas 
aquellas que le sean 
contrarias. 

Artículo 107. Vigencia. La 
presente ley rige a partir de su 
promulgación y deroga el 
Decreto Legislativo 555 de 2020 
publicación, y deroga todas 
aquellas que le sean contrarias. 

Se precisa que la vigencia de 
la Ley es su promulgación, 
esto es, la sanción presidencial 
e inclusión en el Diario Oficial. 
Así mismo, se deroga el 
Decreto Legislativo 555 de 
2020 que fue expedido en uso 
de facultades extraordinarias y 
con el preciso fin de conjurar la 
emergencia y sus efectos, 
dado que la presente Ley 
introduce con vocación de 
permanencia, medidas 
estructurales al ordenamiento 
jurídico cuya necesidad se hizo 
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aún más evidente durante la 
pandemia. 

 
 
 
5. Posibles conflictos de interés 
 
Con base en el artículo 3º de la Ley 2003 de 2019, según el cual “El autor del proyecto y el 
ponente presentarán en el cuerpo de la exposición de motivos un acápite que describa las 
circunstancias o eventos que podrían generar un conflicto de interés para la discusión y 
votación del proyecto, de acuerdo al artículo 286. Estos serán criterios guías para que los 
otros congresistas tomen una decisión en torno a si se encuentran en una causal de 
impedimento, no obstante, otras causales que el Congresista pueda encontrar”.  
 
A continuación, se pondrán de presente los criterios que la Ley 2003 de 2019 contempla 
para hacer el análisis frente a los posibles impedimentos que se puedan presentar en razón 
a un conflicto de interés en el ejercicio de la función congresional, entre ellas la legislativa.   

“Artículo 1º. El artículo 286 de la Ley 5 de 1992 quedará así: 

(…) 

a) Beneficio particular: aquel que otorga un privilegio o genera ganancias o crea 
indemnizaciones económicas o elimina obligaciones a favor del congresista de las 
que no gozan el resto de los ciudadanos. Modifique normas que afecten 
investigaciones penales, disciplinarias, fiscales o administrativas a las que se 
encuentre formalmente vinculado. 

b) Beneficio actual: aquel que efectivamente se configura en las circunstancias 
presentes y existentes al momento en el que el congresista participa de la decisión. 

c) Beneficio directo: aquel que se produzca de forma específica respecto del 
congresista, de su cónyuge, compañero o compañera permanente, o parientes 
dentro del segundo grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil. 

Para todos los efectos se entiende que no hay conflicto de interés en las siguientes 
circunstancias: 

a) Cuando el congresista participe, discuta, vote un proyecto de ley o de acto 
legislativo que otorgue beneficios o cargos de carácter general, es decir 
cuando el interés del congresista coincide o se fusione con los intereses de 
los electores. 

b) Cuando el beneficio podría o no configurarse para el congresista en el futuro. 

c) Cuando el congresista participe, discuta o vote artículos de proyectos de ley o 
acto legislativo de carácter particular, que establezcan sanciones o disminuyan 
beneficios, en el cual, el congresista tiene un interés particular, actual y directo. El 

voto negativo no constituirá conflicto de interés cuando mantiene la normatividad 
vigente. 

d) Cuando el congresista participe, discuta o vote artículos de proyectos de ley o 
acto legislativo de carácter particular, que regula un sector económico en el cual el 
congresista tiene un interés particular, actual y directo, siempre y cuando no genere 
beneficio particular, directo y actual. 

e) Cuando el congresista participe, discuta o vote artículos de proyectos de ley o 
acto legislativo que tratan sobre los sectores económicos de quienes fueron 
financiadores de su campaña siempre y cuando no genere beneficio particular, 
directo y actual para el congresista. El congresista deberá hacer saber por escrito 
que el artículo o proyecto beneficia a financiadores de su campaña. Dicha 
manifestación no requerirá discusión ni votación. 

f) Cuando el congresista participa en la elección de otros servidores públicos 
mediante el voto secreto. Se exceptúan los casos en que se presenten inhabilidades 
referidas al parentesco con los candidatos (...)”. (Subrayado y negrilla fuera de 
texto).  

De lo anterior, y de manera meramente orientativa, se considera que para la discusión y 
aprobación de este Proyecto de Ley no existen circunstancias que pudieran dar lugar a un 
eventual conflicto de interés por parte de los Honorables Representantes, pues es una 
iniciativa de carácter general, impersonal y abstracta, con lo cual no se materializa una 
situación concreta que permita enmarcar un beneficio particular, directo ni actual. En suma, 
se considera que este proyecto se enmarca en lo dispuesto por el literal a del artículo 
primero de la Ley 2003 de 2019 sobre las hipótesis de cuando se entiende que no hay 
conflicto de interés. En todo caso, es pertinente aclarar que los conflictos de interés son 
personales y corresponde a cada Congresista evaluarlos. 
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PROPOSICIÓN 
 

Con base en las anteriores consideraciones, presentamos ponencia positiva y solicitamos 
a la Plenaria de la Cámara de Representantes, dar segundo debate al Proyecto de Ley No. 
109 de 2020 Cámara, “Ley de Internet como Servicio Público Esencial y Universal” o “Por 
medio de la cual se modifica la Ley 1341 de 2009 y se dictan otras disposiciones” . 
 
 
 
De los Honorables Representantes, 
 
 
 
 

 
RODRIGO ROJAS LARA              MARTHA PATRICIA VILLALBA HODWALKER 
Representante a la Cámara              Representante a la Cámara 
Coordinador                Ponente 

TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO DEBATE 
 

PROYECTO DE LEY No.109 DE 2020 CÁMARA 
 

“Ley de Internet como Servicio Público Esencial y Universal” o “Por medio de la 
cual se modifica la Ley 1341 de 2009 y se dictan otras disposiciones” 

EL CONGRESO DE COLOMBIA 
 

DECRETA 
 

Artículo 1. Objeto. Esta ley tiene por objeto establecer dentro de los servicios públicos 
de telecomunicaciones, el acceso a Internet como uno de carácter esencial, con el fin 
de propender por la universalidad para garantizar y asegurar la prestación del servicio 
de manera eficiente, continua y permanente, permitiendo la conectividad de todos los 
habitantes del territorio nacional, en especial de la población pobre, vulnerables, en 
zonas rurales y apartadas. 
 
Artículo 2. Agréguese un numeral al artículo 2 de la Ley 1341 de 2009, modificado por 
el artículo 3 de la Ley 1978 de 2019, así: 
 
 ARTÍCULO 2o. PRINCIPIOS ORIENTADORES. 
  

(…) 
 

11. Universalidad: El fin último de intervención del Estado en el Sector TIC es 
propender por el servicio universal a las Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones 

 
Artículo 3. Agréguese el inciso segundo al artículo 38 de la Ley 1341 de 2009, así: 

 
“ARTÍCULO 38. MASIFICACIÓN DEL USO DE LAS TIC Y CIERRE DE LA 
BRECHA DIGITAL.  
 
(…) 
 
Lo anterior, mediante la promoción del acceso universal, el servicio universal, la 
apropiación, capacitación y uso productivo de las TIC, de manera prioritaria para 
la población pobre, vulnerable, en zonas rurales, y apartadas. 

 
Artículo 4. Adiciónese un parágrafo nuevo al artículo 10 de la Ley 1341 de 2009, el 
cual quedará así: 
 

ARTÍCULO 10. HABILITACIÓN GENERAL  
 
(…) 
 
Parágrafo 4. El acceso a Internet es un servicio público esencial. Por tanto, los 
proveedores de redes y servicios de telecomunicaciones no podrán suspender 
las labores de instalación, mantenimiento y adecuación de las redes requeridas 

para la operación de este servicio público esencial, y garantizarán la continua 
provisión del servicio. Lo anterior, sin perjuicio del cumplimiento de los deberes 
y obligaciones a cargo de los suscriptores y usuarios del servicio, conforme a la 
regulación de la Comisión de Regulación de Comunicaciones. 

 
 
Artículo 5. Agréguese el parágrafo 4 al artículo 8 de la Ley 1341 de 2009, así: 
 

ARTÍCULO 8o. LAS TELECOMUNICACIONES EN CASOS DE 
EMERGENCIA, CONMOCIÓN O CALAMIDAD Y PREVENCIÓN PARA 
DICHOS EVENTOS. 
 
(…) 

 
Parágrafo 4. Durante la vigencia de los estados de excepción y las emergencias 
sanitarias que sean declaradas por el Ministerio de Salud y Protección Social, en 
los que se requiera garantizar el acceso a Internet de los habitantes del territorio 
nacional como parte de la atención y mitigación de la emergencia y de sus efectos, 
los proveedores del servicio público de telecomunicaciones (PRST) aplicarán las 
siguientes reglas: 
 
Para los planes de telefonía móvil (voz y datos) en la modalidad pospago cuyo 
valor no exceda una coma cinco (1,5) Unidades de Valor Tributario (UVT) si el 
usuario incurre en impago del servicio, mantendrá al menos los siguientes 
elementos: la opción de efectuar recargas para usar el servicio en la modalidad 
prepago, envío de doscientos (200) mensajes de texto (SMS) gratis y la 
recepción de estos sin ninguna restricción, la navegación gratuita en treinta (30) 
direcciones de Internet (URL), que serán definidas por el Ministerio de 
Tecnologías de la Información y las Comunicaciones con apoyo de la Comisión 
de Regulación de Comunicaciones, para acceder a servicios de salud, atención 
de emergencias, del gobierno y de educación. 
 
Para los servicios de telefonía móvil (voz y datos) en la modalidad prepago se 
mantendrá al menos el envío de doscientos (200) mensajes de texto (SMS) 
gratis y la recepción de estos sin ninguna restricción. 
 
Lo dispuesto en el presente parágrafo aplicará únicamente cuando el usuario 
curse tráfico sobre la red de su operador. 
 
Parágrafo transitorio. Las medidas descritas en el anterior parágrafo 4 
igualmente serán aplicables durante los seis (6) meses siguientes a la 
promulgación de la presente Ley. 
 

Artículo 6. Agréguense dos parágrafos al artículo 31 de la Ley 1978 de 2019, así: 
 

ARTÍCULO 31. ESTABLECIMIENTO DE CARGAS U OBLIGACIONES 
DIFERENCIALES EN ZONAS DE SERVICIO UNIVERSAL.   
 
(…) 

Parágrafo 1: Con el fin de incentivar la provisión del servicio de acceso a Internet 
en todo el territorio nacional, dentro de los diez (10) meses siguientes a la 
expedición de la presente Ley la Comisión de Regulación de Comunicación 
deberá adoptar un paquete de medidas regulatorias diferenciales, respecto de 
aquellos elementos que no sean esenciales para la prestación del servicio, 
dirigidos a los proveedores de redes y servicios de telecomunicaciones que 
brinden acceso a Internet fijo residencial minorista en zonas rurales, apartadas, 
de difícil acceso y que tengan menos de treinta mil (30.000) usuarios reportados 
en el Sistema de Información Integral del Sector de TIC -ColombiaTIC- con corte 
al 30 de junio de 2020. 
 
Parágrafo 2: Con el fin de incentivar la provisión del servicio de acceso a Internet 
en todo el territorio nacional, dentro de los diez (10) meses siguientes a la 
expedición de la presente Ley el Ministerio de Tecnologías de la Información y 
las Comunicaciones deberá adoptar un paquete de medidas reglamentarias 
diferenciales, respecto de aquellos elementos que no sean esenciales para la 
prestación del servicio, dirigidos a los proveedores de redes y servicios de 
telecomunicaciones que brinden acceso a Internet fijo residencial minorista en 
zonas rurales, apartadas, de difícil acceso y que tengan menos de treinta mil 
(30.000) usuarios reportados en el Sistema de Información Integral del Sector 
de TIC -ColombiaTIC- con corte al 30 de junio de 2020. 

 
Artículo 7. Modifíquese el parágrafo 2 del artículo 193 de la Ley 1753 de 2015, que 
quedará así: 
 

ARTÍCULO 193. ACCESO A LAS TIC Y DESPLIEGUE DE 
INFRAESTRUCTURA.  
 
(…) 
 
PARÁGRAFO 2. Las solicitudes de licencia para la construcción, conexión, 
instalación, modificación u operación de cualquier equipamiento para la 
prestación de servicios de telecomunicaciones, fijas y móviles, serán resueltas 
por la entidad, pública o privada, competente dentro del mes siguiente a su 
presentación. Transcurrido este plazo sin que se haya notificado la decisión que 
resuelva la petición, se entenderá concedida la licencia en favor del peticionario 
en los términos solicitados en razón a que ha operado el silencio administrativo 
positivo. Dentro de las setenta y dos (72) horas siguientes la autoridad 
competente deberá reconocer al peticionario los efectos del silencio 
administrativo positivo. 

 
Artículo 8. Todos los usuarios de los servicios de acceso a Internet móvil en la 
modalidad prepago y pospago de hasta uno coma cinco (1,5) Unidades de Valor 
Tributario (UVT) podrán navegar sin costo para el usuario (zero rating) al dominio, 
subdominio y páginas adyacentes del portal de educación que será dispuesto por el 
Ministerio de Educación Nacional y el Ministerio de Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones. Este portal dispondrá de contenidos educativos en texto, animaciones 
e imágenes. 
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Artículo 9. Adicionar un numeral al artículo 35 de la Ley 1341 de 2009, así: 
 
ARTÍCULO 35. FUNCIONES DEL FONDO ÚNICO DE TECNOLOGÍAS DE LA 
INFORMACIÓN Y LAS COMUNICACIONES  
 
(…) 
 
23. Financiar el desarrollo de líneas de crédito, fomento y fortalecimiento de los 
proveedores de redes y servicios de telecomunicaciones que brinden acceso a 
Internet fijo residencial minorista que tengan menos de treinta mil (30.000) 
usuarios reportados en el Sistema de Información Integral del Sector de TIC -
ColombiaTIC- con corte al 30 de junio de 2020. El Ministerio de Tecnologías de 
la Información y las Comunicaciones reglamentará la materia. 

 
Artículo 10. Vigencia. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga el 
Decreto Legislativo 555 de 2020. 

 
 
 
 

 
RODRIGO ROJAS LARA              MARTHA PATRICIA VILLALBA HODWALKER 
Representante a la Cámara              Representante a la Cámara 
Coordinador                Ponente 

TEXTO APROBADO EN PRIMER DEBATE POR LA COMISIÓN SEXTA 
CONSTITUCIONAL PERMANENTE DE LA HONORABLE CÁMARA DE 

REPRESENTANTES EN SESIÓN  DEL DÍA SIETE (07)  DE SEPTIEMBRE  DE 2020, 
AL PROYECTO DE LEY No. 109 de 2020  CÁMARA  

 
“LEY DE INTERNET COMO SERVICIO PÚBLICO ESENCIAL Y UNIVERSAL” O “POR 

MEDIO DE LA CUAL SE MODIFICA LA LEY 1341 DE 2009 Y SE DICTAN OTRAS 
DISPOSICIONES”  

 

EL CONGRESO DE COLOMBIA 
 

DECRETA 
 

 
Artículo 1º. Objeto. Esta ley tiene por objeto establecer dentro de los servicios 
públicos de telecomunicación, el internet como uno de carácter esencial y 
universal, con el fin de propender por garantizar y asegurar la prestación del 
servicio de manera eficiente, continua y permanente, permitiendo la conectividad 
de todos los habitantes del territorio nacional, en especial de los más vulnerables.  
 
 
Artículo 2º. Modifíquese el artículo 2° de la Ley 1341 de 2009, modificado por el 
artículo 3° de la Ley 1978 de 2019, el cual quedará así: 
 
“Artículo 2º. PRINCIPIOS ORIENTADORES. La investigación, el fomento, la 
promoción y el desarrollo de las Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones son una política de Estado que involucra a todos los sectores y 
niveles de la administración pública y de la sociedad, para contribuir al desarrollo 
educativo, cultural, económico, social y político e incrementar la productividad, la 
competitividad, el respeto a los Derechos Humanos inherentes y la inclusión 
social. 
 
Las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones deben servir al interés 
general y es deber del Estado promover su acceso eficiente y en igualdad de 
oportunidades, a todos los habitantes del territorio nacional. 

Son principios orientadores de la presente ley: 
 
1. Prioridad al acceso y uso de las Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones. El Estado y en general todos los agentes del sector de las 
Tecnologías de la Información y las Comunicaciones deberán colaborar, dentro del 
marco de sus obligaciones, para priorizar el acceso y uso a las Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones en la producción de bienes y servicios, en 
condiciones no discriminatorias en la conectividad, la educación, los contenidos y 
la competitividad. En el cumplimiento de este principio el Estado promoverá 
prioritariamente el acceso a las Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones para la población pobre y vulnerable, en zonas rurales y 
apartadas del país. 
 
 
1.1 Declaratoria de servicio público esencial. El internet será un servicio público 

esencial y universal. Los proveedores de redes y servicios de 
telecomunicaciones deberán prestar sus labores de instalación, mantenimiento 
y adecuación de las redes requeridas para la operación de este servicio de 
forma regular y continua.  

 
 
(…) 
 
11. Universalidad: El Estado propenderá por garantizar de manera progresiva el 
derecho efectivo al acceso de servicios de telecomunicaciones disponibles al 
público en general, con tarifas asequibles, con independencia de la localización 
geográfica y condición socioeconómica de los usuarios. 
 
(…) 
 
Parágrafo transitorio. Dentro de los 6 meses siguientes a la vigencia de la 
presente ley, no se podrá suspender la prestación del servicio para aquellos 
usuarios ubicados en los estratos 1 y 2, que cuenten con  planes de internet fijo y 
para quienes tengan servicios de internet móvil, que no excedan las dos (2) 
Unidades de Valor Tributario – UVT. 

Artículo 3°. Disminución de la brecha digital. Corresponde al Gobierno Nacional:  
 

1. Promover el acceso a servicios de telecomunicaciones de calidad, de 
manera oportuna, eficiente y a precios asequibles y competitivos, a los 
habitantes de las zonas del país donde el costo de las inversiones para la 
instalación y el mantenimiento de la infraestructura hace que el suministro 
de estos servicios no sea financieramente rentable.  

 
2. Promover el acceso a servicios de telecomunicaciones de calidad, de 

manera oportuna, eficiente y a precios asequibles y competitivos, a los 
habitantes del país que no tengan recursos suficientes para acceder a ellos.  

 
3. Reducir la brecha digital, garantizar mayor igualdad de oportunidades, así 

como el disfrute de los beneficios de la sociedad de la información y el 
conocimiento por medio del fomento de la conectividad, el desarrollo de 
infraestructura y la disponibilidad de dispositivos de acceso y servicios de 
banda ancha. 

 
4. Dotar de servicios de telecomunicaciones de calidad, de manera oportuna, 

eficiente y a precios asequibles y competitivos, a:  
 

 
 a) Las instituciones públicas de educación básica, media y superior.  
  
 b) Las poblaciones vulnerables con necesidades sociales especiales, como 
 zonas rurales, municipios PDET, resguardos indígenas, las comunidades 
 Negras, Afro, Raizales y Palenqueras -NARP-, y demás priorizadas por el 
 Gobierno Nacional. 
 
 c) Los hospitales públicos de alta, mediana y baja complejidad; priorizando 
 las zonas de difícil acceso con el propósito de fomentar en las regiones 
 apartadas del país la telemedicina. 
 
 

5. Capacitar a la población vulnerable con necesidades económicas y sociales 
especiales, sobre el uso de herramientas y dispositivos tecnológicos con el 
fin de que se  desenvuelvan en el mundo digital. 
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Artículo 4°. Adiciónese un parágrafo nuevo al artículo 10° de la Ley 1341 de 2009, 
el cual quedará así:  
 
“Artículo 10. Habilitación General.  A partir de la vigencia de la presente Ley, la 
provisión de redes y servicios de telecomunicaciones, que es un servicio público 
bajo la titularidad del Estado, se habilita de manera general, y causará una 
contraprestación periódica a favor del Fondo Único de Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones. Esta habilitación comprende, a su vez, la 
autorización para la instalación, ampliación, modificación, operación y explotación 
de redes para la prestación de los servicios de telecomunicaciones, se suministren 
o no al público. La habilitación general a que hace referencia el presente artículo 
no incluye el derecho al uso del espectro radioeléctrico. 
(…) 
 
Parágrafo 4o. En materia del servicio público de internet, será considerado como 
un servicio público esencial y universal.” 
 
Artículo 5º. A partir de la vigencia de la presente ley, el Gobierno Nacional tendrá 
un plazo de seis (6) meses para implementar lo regulado en ésta.  
 
Artículo 6º. Modifíquese el PARÁGRAFO 2º del ARTÍCULO 34 de la Ley 1341 de 
2009.  

Parágrafo 2º. AGENDA DE INVERSIÓN. Anualmente, el Fondo Único de 
Tecnologías de la Información y las Comunicaciones publicará durante quince (15) 
días calendario el proyecto de agenda de inversión con los planes, programas y 
proyectos planeados para la siguiente vigencia presupuestal. Todos los 
comentarios que se reciban frente al proyecto de agenda de inversión durante el 
plazo de publicación deberán ser objeto de respuesta. 

 

El Fondo Único de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones publicará 
un boletín trimestral sobre indicadores de cobertura y calidad  del Servicio 
Universal y Acceso Universal en el sector TIC, realizados con inversión pública y 
con obligaciones de hacer.   

Artículo 7º. Vigencia. La presente ley rige a partir de su publicación, y deroga 
todas aquellas que le sean contrarias.  
 
 

CAMARA DE REPRESENTANTES. – COMISION SEXTA CONSTITUCIONAL 
PERMANENTE. 7 de septiembre de 2020. – En sesión de la fecha fue aprobado en primer 
debate y en los términos anteriores el Proyecto de Ley No. 109 de 2020 Cámara 
“LEY DE INTERNET COMO SERVICIO PÚBLICO ESENCIAL Y UNIVERSAL” O “POR 
MEDIO DE LA CUAL SE MODIFICA LA LEY 1341 DE 2009 Y SE DICTAN OTRAS 
DISPOSICIONES”; (Acta No. 09 de 2020) previo anuncio de su votación en sesión 
ordinaria del día 4 de septiembre de 2020 según Acta No. 08 de 2020; respectivamente, 
en cumplimiento del artículo 8º del Acto Legislativo 01 de 2003. 

  
Lo anterior con el fin de que el citado proyecto siga su curso legal en segundo debate en 
la plenaria de la Cámara de Representantes.  
 
 
 
 

OSWALDO ARCOS BENAVIDES 

Presidente 

 

 

DIANA MARCELA MORALES ROJAS 

Secretaria General 

CÁMARA DE REPRESENTANTES 
 

COMISIÓN SEXTA CONSTITUCIONAL PERMANENTE 
 

SUSTANCIACIÓN  
 

INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE 
 
 
Bogotá, D.C., 23 de septiembre de 2020 
 
 
Autorizo la publicación del presente informe de ponencia para segundo debate, el 
pliego de modificaciones, el texto que se propone para segundo debate y el texto 
aprobado en primer debate del Proyecto de Ley No. 109 de 2020 Cámara “LEY 
DE INTERNET COMO SERVICIO PÚBLICO ESENCIAL Y UNIVERSAL” O “POR 
MEDIO DE LA CUAL SE MODIFICA LA LEY 1341 DE 2009 Y SE DICTAN 
OTRAS DISPOSICIONES”. 
 
 
La ponencia para segundo debate fue firmada por los  Honorables 
Representantes RODRIGO ROJAS LARA (COORDINADOR PONENTE), 
MARTHA PATRICIA VILLALBA.   
 
 
 
Mediante Nota Interna No. C.S.C.P. 3.6 – 692  / del 23 de septiembre  de 2020, se 
solicita la publicación en la Gaceta del Congreso de la República. 
 
 
 

 
DIANA MARCELA MORALES ROJAS  
Secretaria General  
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